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ENTRE EMPLEADOR Y
TRABAJADOR:

¿COMO SE LOGRAN LAS BUENAS
RELACIONES LABORALES?

Parece utópico pensar que en una em-
presa pueda llevarse bien la gerencia con sus
trabajadores, cuando la mayoría de las veces
lo que suele escucharse por parte de éstos
son quejas o manifestaciones de desconten-
to, lo que genera, en definitiva, un mal clima
organizacional.

La clave para lograr y mantener un buen
clima al interior de las empresas, es generar
una buena comunicación tanto ascendente
como descendente y realizar reuniones pe-
riódicas.

El caso de Minera Los Pelambres

Minera Los Pelambres ha sido calificada
por la propia Directora del Trabajo de la IV
Región, María Cecilia Gómez, como una "em-
presa modelo" por sus buenas relaciones
laborales.

Perteneciente a la gran minería del co-
bre, sus operaciones están ubicadas en el
sector cordillerano de la comuna de Salaman-
ca, en la Provincia del Choapa, Cuarta Re-
gión. Sus principales faenas son: La Mina Los
Pelambres, la Planta Concentradora Piuque-
nes y el Puerto Punta Chungo, en Los Vilos.

En la organización trabajan 514 perso-
nas. A ello se suman 1.500 trabajadores de
empresas contratistas.

En 1997 obtuvo la resolución de califi-
cación ambiental y se aseguró el financia-
miento de 1.360 millones de dólares. Su
construcción comenzó en noviembre de 1997
y en ella participaron más de 35.000 mil
trabajadores.

En noviembre de 1999 se dio inicio a su
puesta en marcha, donde se alcanzó –según
se informó– la capacidad de diseño de trata-
miento de 85.000 toneladas de mineral por
día en tiempo récord. Actualmente, la planta
procesa entre 114.000 y 120.000 toneladas
por día.

El Gerente de Recursos Humanos, Edwin
Contreras, señala que en la empresa no se
ha producido ningún conflicto laboral, inclu-
yendo dos negociaciones colectivas, y que
ha recibido diversos premios por su gestión y
prevención de riesgos.

Top down - bottom up

Su Gerente General, Jorge Gómez, ex-
plicó al Boletín Oficial de la Dirección del
Trabajo, que una vía efectiva para lograr una
buena relación laboral es contar con modelos
de gestión que sean compartidos tanto por la
administración como por los trabajadores.

Por otra parte, Gómez considera funda-
mental tener una misión, visión y valores

"Lo imprescindible es tener una fuerza laboral motiva-
da, bien entrenada, que conozca y comparta los desa-
fíos de su empresa".
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corporativos claros, conocidos, compartidos
y vividos por toda la organización.

En el caso de Minera Los Pelambres –aña-
dió– la misión no difiere a la de cualquier ne-
gocio, ya que en definitiva se trata de "crear
valor para los accionistas".

Señala que otro factor importante es el
estilo de gestión participativa. "Cuando habla-
mos de participación tenemos que estar con-
vencidos de que hay que compartir informa-
ción, generar espacios y, en ocasiones, con-
sensuar determinadas decisiones", afirma.

¿Cómo se logra llegar al consenso?

Es difícil. Sin embargo, parto de la base
de que aquellos que conocen mejor su traba-
jo son los que lo realizan diariamente. Por
consiguiente, la sumatoria de todos esos ta-
lentos y la internalización de las mejores prác-
ticas provienen de ellos mismos.

A los trabajadores se les debe dar el
espacio para generar y acoger sus ideas.
Cuando no se estimula aquello, ni se genera
dicho espacio, se pierde la credibilidad y se
genera desmotivación. Otro aspecto impor-
tante es el respeto que debe existir por las
estructuras y roles; cuando se tiene claridad
sobre lo anterior se facilita enormemente la
fluidez en las relaciones.

Es decir, ¿cuando no hay retroalimenta-
ción se pierde la credibilidad de la empresa?

Se pierde un espacio importante de po-

der recibir información que contribuye a crear
valor para el negocio. La participación es
prioritaria en una organización moderna. Es-
pecialmente cuando, como es el caso de Los
Pelambres, se cuenta con trabajadores con
una alta escolaridad, con conocimientos es-
pecializados que se traducen en un aporte
mayor, un aporte fundamental al éxito de
nuestra organización.

En el caso de Minera Los Pelambres
nosotros aplicamos el concepto de "Top down
- Bottom up". Es decir, la plana ejecutiva
diseña la estrategia macro, que se da a cono-
cer a todos los trabajadores, de manera tal
de recibir aportes interesantes de parte de
ellos.

La idea es que los trabajadores de la
empresa –agregó Gómez– conozcan con pre-
cisión los indicadores clave, lo que genera
interés por participar y contribuir a las metas
planteadas.

Finalmente, termina señalando que: "Lo
imprescindible es tener una fuerza laboral
motivada, bien entrenada, que conozca y
comparta los desafíos de su empresa".

El presidente del Sindicato Concentradora
de Minera Los Pelambres, Sergio Muñoz, des-
tacó que en la organización existe una buena
comunicación entre trabajadores y gerencia.
Por ejemplo, uno de los temas que han veni-
do trabajando conjuntamente en este último
tiempo es el de jubilar en forma anticipada.

Muñoz destacó además que la organiza-
ción realiza cursos de capacitación en forma
periódica para las distintas áreas y provee
convenientes planes de salud.
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EXPERIENCIAS DE MEDIACION EN
LA II REGION DE ANTOFAGASTA.
UNA APROXIMACION PRACTICA

Presentación
Los conflictos en el mundo laboral son parte integrante del día a día en las relaciones de trabajo.

Solucionarlos implica generalmente destinar una gran cantidad de recursos, tiempo, y energía en un clima de
incertidumbre en cuanto a los resultados y de tensión para las relaciones laborales entre los actores del mundo
productivo.

La respuesta tradicional de la sociedad ha sido la de someter los focos de conflictividad laboral al
conocimiento de los mecanismos formales que reconoce la institucionalidad de trabajo. A través de la legislación
laboral, el Estado interviene determinando y acotando la forma en la que se expresan las relaciones del trabajo,
fijando derechos y obligaciones mínimos y estableciendo procedimientos de solución de conflictos. Estos últimos
han quedado radicados preferentemente en la labor desarrollada por los tribunales de justicia en la línea judicial y
la administración laboral en la esfera inspectiva.

Sin embargo, en los últimos años se percibe el crecimiento de la postura crítica de la comunidad laboral con
relación al sistema clásico de resolución de controversias en el mundo del trabajo. La crítica apunta a aspectos
referentes a la morosidad y complejidad del sistema, y consecuentemente a su costo e igualdad de acceso para
todos. Se cuestionan las normativas que limitan o condicionan los espacios de libertad a la conducta social de los
actores que les sustraen los campos de decisión autónoma y negociada de los problemas.

Consciente de la necesidad de implementar nuevos mecanismos que permitan la resolución efectiva de
controversias en el mundo del trabajo, la Dirección del Trabajo ha implementado en los últimos dos años el
Sistema Nacional de Solución Alternativo de Conflictos Laborales Colectivos. Este nuevo servicio a la comunidad
laboral constituye una experiencia pionera en el campo de la mediación laboral en Chile, impulsada por el área de
Relaciones Laborales del Servicio.

Luego de los primeros meses de funcionamiento de este sistema, tiempo en que las prioridades y esfuerzos
profesionales estuvieron centrados en la divulgación pública de esta modalidad de concertación laboral, pareció
necesario hacer un alto en el camino para reflexionar sobre nuestra labor como mediadores, nuestros métodos de
trabajo y las proyecciones futuras de este instrumental.

Durante poco más de un año los integrantes del equipo de mediación de la Segunda Región de Antofagasta
efectuaron un intenso trabajo de sistematización destinado a dar cuenta de la experiencia realizada a partir de la
reflexión de los propios participantes, que incluyó la visión de trabajadores, empleadores y mediadores. Lo
anterior, unido al análisis de los datos estadísticos, permitió dar una mirada en profundidad al Sistema en la zona
y evaluar el grado de avance de la instalación de esta nueva manera de enfrentar la conflictividad laboral.

El resultado de este proceso se contiene en las páginas que siguen, las que abordan los distintos tópicos a
considerar en la marcha del sistema. En primer lugar, se da cuenta del contexto regional en que se inserta la
experiencia; en segundo término se presentan los datos empíricos de la mediación y sus alcances locales; para
finalizar, en tercer lugar, se dan a conocer las principales constataciones y resultados de la experiencia, esbozando
algunas conclusiones.

Este esfuerzo del Equipo de Mediación de la Región de Antofagasta refleja la experiencia acumulada en estos
primeros pasos y busca aportar a los necesarios aprendizajes que esta iniciativa ha de incluir en su proceso de
progresiva inserción en las políticas operativas de la Dirección del Trabajo. Sin lugar a dudas que representa una
importante contribución desde una dimensión clave, cual es, las relaciones interpersonales del trabajo en su esfera
colectiva, espacio desde donde se construyen los valores ciudadanos que fundan una convivencia social justa,
sana y pacífica.

Joaquín Cabrera Segura
Abogado

Jefe del Departamento de Relaciones Laborales
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experiencias de mediacion en la ii region de antofagasta. una
aproximacion practica

Mario Varas Castillo (1)

Alexis Muñoz Muñoz
Leonardo Saavedra Vega

Observaciones preliminares

En palabras de Sara Cobb (2), la Media-
ción "se trata en su esencia de un proceso
que estructura la intervención de las partes
involucradas en modos que favorece, simul-
táneamente, su participación y legitimidad,
permitiéndoles asumir responsabilidad en tér-
minos de diseñar la resolución de su disputa,
que les permite hablar y ser reconocidas por
el otro" (3), en donde –agregamos nosotros–
cabe al mediador un no menor rol de facilita-
dor de la comunicación, en términos tales
que un escenario de conflicto pueda ser susti-
tuido, en el curso del proceso, por uno de
diálogo que permita abrir horizontes de co-
operación futura.

Dentro de este mismo orden de ideas, la
Mediación Laboral se proyecta dentro del
mundo del trabajo, como una herramienta
que puede contribuir, en el mediano plazo, a
la superación de la cultura confrontacional
instalada por décadas al interior de nuestras
empresas. Tal perspectiva, evidentemente,
no supone la eliminación de la diversidad de
intereses que subyacen y que son inherentes
a toda relación laboral; aunque si pretende
incidir positivamente en la sustitución del
modelo de relaciones laborales autoritario y
de descalificación que hoy prevalece, por
uno nuevo de carácter colaborativo y de

(1) Mediadores Dirección Regional del Trabajo Antofa-
gasta.

(2) Destacada profesional norteamericana en el cam-
po de la Mediación.

(3) Cita del Prólogo obra Mediación. Conducción de
disputas, comunicación y técnicas. Marinés Suá-
rez. Paidos. Argentina.1996.

reconocimiento mutuo entre los sujetos del
mundo del trabajo.

Un Cambio en la Cultura. Tal es el desafío
que nos invita a asumir la Mediación Laboral.

Entendemos que esa y no otra es la apues-
ta de la Dirección del Trabajo y, concordante
con ello, nuestra Institución se ha abocado a
una profunda tarea de redefinición de la Me-
diación Laboral. En efecto, si bien a nadie cabe
duda que la Mediación ha estado presente por
años dentro del acervo de Servicio; no es
menos cierto que, ante los requerimientos de
la realidad actual, se hace imprescindible su
rediseño con la finalidad perfeccionarla.

En tal sentido, nos parece indispensable
contribuir activamente en dicha tarea y en
ese convencimiento nos parece oportuno,
cuando ya ha corrido casi un año de la dicta-
ción de la Ley Nº 19.759 (4), efectuar un
diagnóstico de las experiencias de Mediación
Laboral desarrolladas en la II Región de Anto-
fagasta.

Estamos conscientes de que las conclu-
siones y perspectivas a proponer, si bien no
pueden considerarse definitivas (y creemos
que nunca será posible ante la riqueza del
procedimiento); no por ello pueden impedir-
nos de efectuar una reflexión grupal que pre-
tende convertirse en una herramienta de dis-
cusión para el colectivo.

Así, este diagnóstico, no tan sólo se
dirige a dar cuenta de los antecedentes ma-

(4) Cuerpo Legal que incorporó la actuación de bue-
nos oficios dentro del procedimiento de negocia-
ción colectiva reglada.
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teriales que informan los procedimientos de
Mediación Laboral desarrollados, sino que tam-
bién persigue sistematizar aquellas variables
de comportamiento que los involucrados, tanto
trabajadores como empleadores, han mani-
festado dentro del curso de la experiencia y
cómo se distinguen aspectos comunes sus-
ceptibles de examen y ponderación.

De ahí que, primeramente se abordarán
aquellas particularidades socio-económicas de
la Región que determinan preponderantemente
la naturaleza de los conflictos desarrollados y
la conducta de los involucrados. Luego se
examinarán algunos datos estadísticos que nos
arrojan las experiencias de Mediación Laboral
verificadas, particularmente en lo referido al
origen de los procedimientos en que ha cabido
intervención, el volumen de los colectivos im-
plicados, la iniciativa del requerimiento de ac-
tuación administrativa, entre otros. Finalmen-
te se examinarán algunos elementos comunes
que se han logrado identificar en la práctica,
principalmente vinculados a las conductas de
los actores dentro del proceso.

I. Caracterizacion Socioeconomica de la II
Region de Antofagasta

1. Antecedentes Económicos de la II Re-
gión de Antofagasta (5)

En los últimos años, el ritmo de ex-
pansión de la actividad de la Región
de Antofagasta ha logrado mantener-
se entre los más altos del país. Las
tasas de crecimiento se han sosteni-
do relativamente elevadas y estables
respecto del promedio nacional. Di-
cha situación se verifica por el impul-
so que irroga la Minería a la Región,
toda vez que ésta es la actividad con
mayor peso relativo en el Inacer (Indi-
ce de Actividad Económica Regional).

En el último año, la actividad regional
creció al 3,7% aun cuando los pre-

cios internacionales del cobre que se
han registrado a lo largo del período
han experimentado una baja. No
obstante ello, esta región ha manteni-
do los niveles de actividad minera al
punto de registrar un fuerte aumento
de la extracción del metal que ha
incidido positivamente en la tasa de
crecimiento respectiva.

En cuanto al volumen de ocupados en
la Región, el número de éstos se elevó
en los últimos doce meses de forma
muy sólida. Nuevamente la actividad
minera impactó favorablemente los ín-
dices regionales, potenciando a la baja
los niveles de cesantía. En efecto, el
crecimiento en la extracción de mine-
rales metálicos logró potenciar a otras
actividades en la región, tales como el
comercio –rubro tradicionalmente vin-
culado a la suerte de la Minería–. De
esta manera, se observó un crecimien-
to en las actividades comerciales, con-
juntamente con el área de Servicios
Sociales, Comunales y Personales, con-
solidándose como actividades líderes
en la creación de empleo.

Por su parte, en el último año, la tasa
de desocupación alcanzó un 7,1% lo
que representa 2,2 puntos porcentua-
les por debajo de los índices registrados
en el mismo trimestre del 2001. La
evolución de este indicador es coheren-
te con el desempeño macroeconómico
global de la región en igual período.

Cabe consignar que en la Región de
Antofagasta, a diferencia de lo que
sucede en otras regiones, la tasa de
desocupación femenina es menor que
la masculina. Asimismo, las tasas de
desocupación de jóvenes son meno-
res que en otras regiones.

Por su parte, el comercio externo de
la región registró un proceso contra-
rio al que se dio en otras regiones
donde el menor gasto interno se com-(5) Fuente: Instituto Nacional de Estadísticas INE.
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pensó por la demanda externa. En la
Región de Antofagasta el valor de las
exportaciones cayó en un año, lo que
se explica por el menor precio del co-
bre en los mercados externos, lo cual
no pudo ser compensado por la mayor
producción física experimentada en el
sector extractivo de la industria.

Desde otra perspectiva, cabe desta-
car que el 31,7% de la Inversión Ex-
tranjera Directa materializada en el
país durante el segundo trimestre del
año se dirigió a la Región de Antofa-
gasta. Los 173.04 millones de dóla-
res resultaron levemente inferiores a
los de igual período del año anterior.

La Inversión Extranjera Directa se des-
tinó, preferentemente, a la extracción
de minerales metálicos e industrias
metálicas básicas. Las empresas que,
en lo sustancial, llevaron a cabo estas
inversiones fueron el Consorcio Mine-
ra Escondida y Noranda Chile S.A.

2. Estadística Sindical Región de Anto-
fagasta (6)

Tradicionalmente la II Región de Anto-
fagasta ha registrado altos niveles de
sindicalización, evidenciando con ello
no tan sólo una nutrida historia sindi-
cal que se retrotrae en sus orígenes a
las postrimerías del siglo XIX, sino
que también da cuenta del alto grado
de conciencia que los trabajadores de
la región poseen en cuanto a la nece-
sidad de la unión obrera como herra-
mienta de defensa y promoción de
intereses comunes.

En efecto, en el curso del año 2001, la
Región de Antofagasta exhibió los más
altos niveles de sindicalización en fun-
ción de la fuerza de trabajo regional (7).

Así, la tasa de sindicaliza-ción frente a
la fuerza de trabajo ocupada alcanzó
un 20.6%; en tanto la tasa de
sindicalización en relación a fuerza de
trabajo total ascendió a un 19.1%.

En cuanto al universo de organizacio-
nes sindicales y trabajadores afilia-
dos, en la Región de Antofagasta se
registran un total de 630 sindicatos y
asociaciones con un total de pobla-
ción afiliada, de 32.575 trabajadores
al año 2001.

En cuanto a la población afiliada por
actividad económica, nuevamente la
Minería destaca como el rubro princi-
pal de agrupación sindical, con un to-
tal de 11.647 trabajadores, en tanto le
siguen el sector Transporte con 5.439
y el sector Servicios, con 3.579.

Desde otra perspectiva, el sector trans-
porte lidera el número de sindicatos
por actividad, con 155 agrupaciones,
seguido por la Minería con 93. Lo
anterior se explica por el menor nú-
mero de empresas mineras y relacio-
nadas con ellas que se registran en la
región, aun cuando dicha actividad
sea la más importante. Le siguen sec-
tor Comercio, con 83 e Industria Ma-
nufacturera, con 66.

En relación al número de sindicatos
vigentes por tipo de organización, el
año 2001 registró un total de 595,
desglosados de la siguiente manera:
387 sindicatos de empresa; 26
Interempresas; 150 de trabajadores
independientes y 32 de trabajadores
transitorios. Es posible constatar que
en comparación al año 2000, se re-
gistró un crecimiento en el número de
organizaciones constituidas de un
8.2%, correspondiendo al tercer ma-
yor crecimiento nacional.

La distribución de trabajadores afilia-
dos según tipo de organización alcan-
zó al año 2001 el número de 20.115

(6) Fuente: Estadísticas Sindicales. Depto. Relacio-
nes Laborales Dirección del Trabajo. Año 2001.

(7) De hecho el más alto a nivel nacional.
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vinculados a sindicatos de empresa;
976 a interempresas; 6.232 a sindica-
tos de trabajadores independientes y
2.121, de transitorios; con un total de
29.444, lo que implica un crecimiento
en relación al año 2000 de un 4.5%,
correspondiendo a la cuarta tasa na-
cional. Es del caso señalar que el nú-
mero de funcionarios agrupados en
asociaciones alcanza en igual período
las 3.131 personas.

Finalmente, el total de sindicatos vi-
gentes en la Región de Antofagasta al
año 2001 alcanza los 331, represen-
tando el 55.6% del total, en tanto
aquéllos en receso suman 264, co-
rrespondiendo al 44.4% del total de
595 registrados.

II. Mediaciones en la Region. Datos Empiricos

1. Procedimientos de Mediación Laboral
Verificados

En la II Región de Antofagasta, se
han realizado hasta la fecha 12 Me-
diaciones Laborales (8). Siguiendo los
criterios de clasificación vigentes en

la Orden de Servicio Nº 1 del año
2002 de la Dirección del Trabajo, és-
tas se pueden clasificar, en cuanto a
su origen, de la siguiente forma:

a) 5 Mediaciones correspondientes
a actuación de buenos oficios,
conforme lo dispuesto en el ar-
tículo 374 bis del Código del Tra-
bajo,

b) 4 Mediaciones correspondientes
a actuaciones reactivas de oficio,

c) 2 Mediaciones solicitadas, y

d) 1 Mediación programada.

Cabe señalar que este último proce-
dimiento de Mediación responde a
una política regional de prevención
de conflictos laborales, toda vez que
el mismo se verifica dentro de una
empresa que ha presentado históri-
camente diferencias con la organiza-
ción sindical constituida en ella.
Involucra un número de 510 trabaja-
dores. (9)

Grafico Nº 1
Referido a Mediaciones efectuadas

en la II Región de acuerdo a su clasificación

2. Número de trabajadores involucrados

(8) Primera quincena noviembre 2002.
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(9) Número verificado al inicio del procedimiento. A
la fecha, según información de la Directiva sindi-
cal, la organización agruparía a más de 700 tra-
bajadores.
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a) Mediaciones laborales conforme
artículo 374 bis del Código del
Trabajo. Trabajadores involucra-
dos

Se registra un total de 1.264 tra-
bajadores involucrados en las dis-
tintas mediaciones abordadas en
función de la actuación de bue-
nos oficios dentro de procedimien-
tos de negociación colectiva. En
todas ellas se verifican resultados
positivos, los que se han traduci-
do en contratos colectivos.

b) Mediaciones reactivas. Trabajado-
res involucrados

En cuanto a las mediaciones reac-
tivas, podemos señalar que el to-
tal de trabajadores involucrados
en ellas asciende a 1.389 en la
región.

Si bien en la mayoría de los pro-
cedimientos desarrollados han fi-
nalizado con la suscripción de un
acuerdo, cabe precisar que una
de ellas cesó por desistimiento,
toda vez que surgieron conflictos

de liderazgo al interior de la orga-
nización sindical respectiva. Cabe
consignar que, en todo caso, den-
tro del procedimiento efectuado
se arribaron a acuerdos puntua-
les, dando los involucrados cum-
plimiento parcial a los mismos.

c) Mediaciones solicitadas: Trabaja-
dores involucrados

Se han registrado 2 mediaciones
solicitadas por los involucrados.
Una de ellas terminó con la sus-
cripción de un contrato colectivo.
La segunda concluyó con el de-
sistimiento de la parte sindical
comprometida. Una y otra involu-
craron a 32 y 38 trabajadores.

d) Mediaciones programadas. Traba-
jadores involucrados

Se verifica 1 en la Región que
involucra a 510 trabajadores. La
misma se encuentra actualmente
suspendida toda vez que el Sindi-
cato involucrado ha debido reno-
var su directiva y con ello, ajustar
sus políticas sindicales.

Grafico Nº 2
Relación de trabajadores involucrados por mediaciones

efectuadas de acuerdo a su clasificación
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3.1.Mediaciones del 374 Bis del Có-
digo del Trabajo:

a) 2 Mediaciones efectuadas en
la Provincia de El Loa Calama
con 717 trabajadores involu-
crados.

b) 3 Mediaciones en la Provincia
de Antofagasta con 547 in-
volucrados.

3.2. Mediaciones reactivas:

a) 2 efectuadas en Calama con
1.300 trabajadores involucra-
dos.

b) 4 efectuadas en Antofagasta
con 201 trabajadores.

3.3. Mediaciones solicitadas:

a) 1 desarrollada en Tocopilla,
con 38 trabajadores.

b) 1 en Antofagasta, con 32.

3.4. Mediaciones programadas:

a) 1 realizada en Antofagasta,
con 510 involucrados.

Grafico Nº 3
Relación de Mediaciones efectuadas por provincia

de acuerdo a su clasificación
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4. Materias que originan el conflicto

Respecto de las materias que inician
el conflicto, éstas radican fundamen-
talmente en dos aspectos. Estos son
las variables económico-laborales y
las de formalización de comunicación.

a) Económico-laborales

Materializadas preferentemente
dentro del contexto de la nego-
ciación colectiva sea reglada o
no. Generalmente referidas a
acuerdos sobre remuneraciones,
bonos y otros aspectos inheren-
tes al contenido de toda relación
laboral.

b) De formalización de Comunicación

Vinculada siempre en su expre-
sión al factor anterior, se mani-
fiesta en la necesidad de crear,
fortalecer y ratificar el rol de la
organización sindical frente a la
empresa. No siempre supone le-
siones a un elemento afectivo de
parte de los involucrados, por
cuanto se ha constatado que en
algunas oportunidades se dirige a
utilizar la mediación como una he-
rramienta que indirectamente los
dota de un reconocimiento insti-
tucional tendiente a fortalecer su
capacidad de negociación.

5. Quienes han solicitado las mediacio-
nes:

a) Por el 374 bis del C. del T., son 4
las empresas que han solicitado
la mediación de los buenos ofi-
cios. Dos por faenas mantenidas
en la Provincia de Calama con
717 trabajadores involucrados y
dos por faenas que se mantienen

vigentes en Antofagasta con 505
trabajadores involucrados.

Dentro de estos procesos se ha
registrado que una misma empre-
sa ha solicitado esta mediación
en ambas provincias, involucrando
en Calama a 680 trabajadores y
en Antofagasta a 137.

Una mediación del 374 bis, fue
solicitada por un Sindicato e
involucró a 42 trabajadores.

b) En cuanto a las reactivas, si bien
éstas no han sido solicitadas por
ninguno de los actores involucra-
dos, en la mayoría de los casos
las organizaciones sindicales han
exhibido mayor interés para que
la Dirección del Trabajo de alguna
u otra forma intervenga en el con-
flicto que les afecta.

Sobre el particular, cabe destacar
que tratándose de relaciones la-
borales complejas que involucran
a mandantes, contratistas y tra-
bajadores, se ha constatado un
interés especial por parte del
mandante tanto en la realización
como en el desarrollo del procedi-
miento. Tal situación evidencia
que dentro de los procesos de
descentralización productiva que
operan en la actualidad, la media-
ción como sistema alternativo de
resolución de conflictos, no sólo
involucra a las partes directas de
la relación de trabajo, sino que
también a terceros vinculados por
la figura de la subcontratación la-
boral.

c) En cuanto a las solicitadas: Una
lo ha sido por la parte sindical; la
otra, por la patronal.
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Grafico Nº 4
Referido al origen de las Mediaciones

del Art. 374 bis del Código del Trabajo

6. Modalidades de término de las Media-
ciones
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En las Mediaciones desarrolladas se
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así podemos distinguir:
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Grafico Nº 5
Referido a la modalidad de término
de las mediaciones en la II Región

Grafico Nº 6
Relación de trabajadores involucrados de acuerdo

a la modalidad de término de las Mediaciones
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a) Minería: Las empresas implicadas
en procedimientos de mediación
han alcanzado el número de 3.

b) Servicios vinculados a la Minería:
Estas han ascendido a las 5, ha-
biéndose encontrado vinculada a
procedimientos de Mediación una
misma empresa en dos oportuni-
dades.

c) Transporte: Se registra 2 involu-
crada.

d) Otras actividades económicas: 2.

8. Empresas involucradas, según su ca-
lidad

a) Se han registrado 3 mandantes,
asociadas a la Minería.

b)  5 Contratistas, del área minera y

c) Otros: 4, referidas a empresas de
servicios y de transporte.

 9. Tipos de Sindicatos involucrados

a) Sindicato de empresa: 11

b) Sindicato interempresa: 1

c) Grupos de trabajadores: 0

III. Principales conductas identificadas en los
actores

 Constataciones, tendencias y desafíos.

1. Los principios de la Mediación:

a) Voluntariedad

Uno de los elementos esenciales
de este principio es el hecho que
son los propios involucrados quie-
nes deben decidir su participación
en una mediación. Ciertamente,

la voluntariedad se proyectará en
el curso del proceso, toda vez
que las partes continuarán partici-
pando en él en tanto lo estimen
necesario, pudiendo desligarse li-
bremente del mismo en la oportu-
nidad que determinen.

Una cuestión nada menor se ha
planteado respecto de la actua-
ción de buenos oficios consagra-
da en el artículo 374 bis del Códi-
go del Trabajo. La disposición le-
gal establece que la actuación pue-
de ser requerida por cualquiera de
las partes involucradas en una ne-
gociación colectiva reglada. Cabe
preguntarse, entonces, cómo se
concilia el principio de voluntarie-
dad con la posibilidad que tiene
una de las partes de convocar por
sí a la otra a un procedimiento de
mediación. Desde nuestra pers-
pectiva, tal colisión sólo resultaría
aparente, toda vez que la disposi-
ción legal sólo hace referencia a
la procedencia de la solicitud, sin
implicar ello que por el sólo efec-
to de su interposición la otra par-
te queda obligada a concurrir a la
actuación. Así, aquella que no ha
requerido el procedimiento y que
no está en condiciones de involu-
crarse en él, debería comunicar
formalmente su decisión en con-
trario, sin que por ese hecho se le
impusiese alguna sanción admi-
nistrativa.

b) Flexibilidad

Toda Mediación importa un uni-
verso en sí misma, de ahí que el
principio de flexibilidad se encuen-
tra presente permanentemente en
el acervo del mediador. Al respec-
to, hemos constatado la necesi-
dad de contar únicamente con
unos patrones mínimos de los cua-
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les no conviene desprenderse. De
esa manera se posibilitará que el
proceso se llene a sí mismo de
contenido, a través de las herra-
mientas y fases que parezcan más
aconsejables de utilizar en el caso
concreto, en donde cabe al me-
diador la lectura adecuada de la
naturaleza del conflicto y de los
intereses de los involucrados.

c) Confidencialidad

Uno de los aspectos centrales de
la Mediación es el convencimien-
to que debe asistir a las partes de
la posibilidad de exponer libremen-
te sus posiciones al mediador.
Creemos que el principal capital
de un mediador es la confianza
que en él depositan los involucra-
dos. Ahí es donde juega un papel
central el principio de confiden-
cialidad. Sólo a partir de él se
producirá un conocimiento cabal
y franco de propuestas individua-
les que posibiliten la articulación
de soluciones comunes concorda-
das. Cabe al mediador asegurar y
proteger esa información, y de
ahí que la práctica recomienda que
las actas en los procedimientos
verificados sólo deben contener
aquellos antecedentes estricta-
mente pertinentes y que serán,
necesariamente, de conocimiento
posterior de la contraparte.

2. El Marco Jurídico Laboral aplicable

Un elemento que eventualmente pue-
de incidir en la neutralidad que debe
ostentar todo mediador, y que de con-
tinuo se presenta en las experiencias
de Mediación Laboral, tanto de esta
región como del resto del país; es la
preeminencia que al interior de la rela-
ción laboral confiere nuestra legisla-
ción a la parte empresarial. Desde

dicha perspectiva, los trabajadores
concurren a la Mediación en una posi-
ción de desequilibrio estructural que
afecta, por un lado, la fuerza o
equiparidad negociacional de los in-
volucrados y, por otra, la calidad y
contenido de los acuerdos a alcanzar.
Consideramos, en todo caso, que el
mediador debe privilegiar la libertad
de las partes en cuanto al alcance y
sentido de sus acuerdos, sin que ello
implique pasar por sobre un derecho
irrenunciable. Tal situación debería
aclararse en el desarrollo de las sesio-
nes individuales, aun cuando de pre-
sentarse en una conjunta, rápidamen-
te debería despejarse toda duda sobre
la materia.

3. En búsqueda de la heteronomía perdi-
da

La Mediación Laboral implica una
apuesta a la autonomía negociacional
de los involucrados, razón por la cual
sólo cabe al mediador un rol facilita-
dor de los acuerdos que emanen de
los propios actores. Hemos observa-
do en la experiencia práctica que,
empleadores y trabajadores, acuden
al procedimiento en el entendido que
la Mediación constituye una verdade-
ra conciliación, en donde al mediador
corresponde proponer bases de acuer-
do. Tal hecho deriva de la cultura
jurídica de resolución de conflictos
eminentemente estatista que prima
en nuestra sociedad, en que los suje-
tos esperan permanentemente que un
tercero resuelva sus conflictos. Lo
anterior da cuenta y es resultado, a la
vez, del modelo de relaciones labora-
les imperante en la actualidad, carac-
terizado por una gestión empresarial
autoritaria, con ausencia de diálogo
con la contraparte laboral, lo que ha
derivado en una carencia de autono-
mía negociacional que involucra a
ambos agentes.
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4. Los límites conceptuales de la Media-
ción

Intimamente vinculado al punto ante-
rior. Propio de este método alternati-
vo de solución de conflictos colecti-
vos del trabajo es el rol prescindente
del Mediador en tanto es convocado
a dirimir el conflicto. En efecto, la
doctrina se encuentra de acuerdo en
cuanto a que al mediador cabe única-
mente una actuación de facilitación
de la comunicación y, como tal, debe
dirigirse a potenciar el protagonismo
de los involucrados y que sean éstos,
en definitiva, los que expresen sus
diferencias y encuentren, de común
acuerdo, las soluciones que más sa-
tisfagan sus intereses. No obstante lo
anterior, la experiencia práctica de-
muestra que no son menores los ca-
sos en que una o ambas partes exhor-
tan al mediador a proponer bases de
acuerdo. Desde nuestra perspectiva y
dentro de la flexibilidad que debe ope-
rar en el procedimiento, y previo acuer-
do de las partes, consideramos que
cabe ponderar al mediador la posibili-
dad de compartir con los involucra-
dos posibles salidas al conflicto, res-
guardando debidamente su autono-
mía. En dicho sentido, debe hacerse
fuerza en el hecho que resultaría re-
comendable que el mediador, arroja-
do a dicha situación, hiciera un exa-
men cabal del caso concreto, exami-
nando si con su proposición se facili-
taría efectivamente un acuerdo. Di-
cha proposición no debería alejarse
de los intereses de las partes y, en lo
posible, ésta no debería reducirse a
una sola alternativa, sino que a un
abanico proposicional; teniendo pre-
sente, en todo momento, que de no
ser aceptadas se deben desechar sin
insistir en ellas.

5. La Mediación como instrumento de
legitimación del discurso propio

Vinculado con la equidistancia y neu-
tralidad, se ha observado que una y

otra parte muchas veces recurren a la
Mediación con la intención de que los
mediadores se transformen en verda-
deros legitimadores de sus posicio-
nes. En tal sentido, el hecho de tratar-
se de profesionales ajenos al conflicto
y en una posición equidistante de los
involucrados, parece constituirlos en
herramientas útiles al momento de
negociar en la medida que, al enten-
der de los actores, éstos podrían rati-
ficar la razonabilidad, seriedad y/o su-
ficiencia técnica de las proposiciones
en discusión. Particularmente se ha
constatado esta conducta dentro del
contexto de la actuación de buenos
oficios, habitualmente ejercida por la
parte patronal.

6. La necesidad de reconocimiento

Ligado a expresiones de conflictividad
laboral que radican en elementos
inmateriales, propiamente conductua-
les de los involucrados, es un llamado
de atención al mediador a ocuparse
de los sentimientos. Materializan una
necesidad de los interlocutores, prin-
cipalmente de los representantes de
la parte laboral de lograr un reconoci-
miento de su dignidad y condiciones
personales, se encuentren investidos
o no de un cargo de representación.
De ahí que no sea un dato menor el
desafío que cabe al mediador escudri-
ñar aquellos elementos relacionales y
emocionales que se ocultan tras un
conflicto formal, en que su mera solu-
ción material, mantiene, por regla ge-
neral, subsistente las disputas.

7. Los precedentes uniformadores

Ciertos precedentes negociacionales
limitan la libertad de acuerdo de las
partes involucradas en una Mediación.
En efecto, se ha observado que a
nivel de empresas los resultados de
negociaciones colectivas precedentes
tienden a reproducirse en las nego-
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ciaciones posteriores. Desde otra pers-
pectiva, el resultado de negociacio-
nes colectivas relevantes a nivel na-
cional (tanto por la calidad de la em-
presa involucrada como la represen-
tatividad de la organización sindical
comprometida) tienen una fuerza sim-
bólica expansiva, en el sentido que
dan cuenta de ciertos pisos negocia-
cionales que difícilmente podrán ser
superados por actores de menor en-
vergadura (Casos de negociación co-
lectiva verificadas en el Metro de San-
tiago y en Telefónica).

8. Los actores omnipresentes (terceros
ausentes)

En las mediaciones desarrolladas se
ha verificado que tienden a intervenir
presencial, aunque no materialmente,
agrupaciones relevantes a las que per-
tenecen los actores involucrados. Con
ello, nos referimos específicamente a
las grandes organizaciones obreras o
patronales que agrupan a sectores es-
pecíficos promoviendo una represen-
tación de intereses colectiva y coordi-
nada (Confederación Trabajadores del
Cobre, CUT, Consejo Minero). En tan-
to los actores participan en ellas, obe-
decen a ciertas orientaciones nego-
ciacionales que no siempre respon-
den ni da cuenta de sus propias nece-
sidades; no obstante ello, están cons-
cientes del efecto que puede producir
en su agrupación los resultados de
los procedimientos de negociación y/
o mediación desarrollados, y como
éstos pueden constituirse en prece-
dentes.

9. El Rol de los Abogados y de los Ase-
sores

Muchas veces orientados por intere-
ses diversos a los de las partes en
disputa, los terceros que se unen al
procedimiento de Mediación, sean

abogados o asesores en general, tien-
den a buscar espacios de protagonis-
mo que las más de las veces rigidizan
las posiciones de las partes, antes
que propiciar un clima de colabora-
ción con el mediador. En las experien-
cias constatadas se ha observado que
el mediador debe reinstalar a las par-
tes en el centro del procedimiento,
devolviéndoles así el protagonismo
perdido. Tal ejercicio no pasa por ig-
norar o desacreditar al tercero vincu-
lado, sino por reposicionar al propio
involucrado en el flujo de comunica-
ción, para que sea éste por sí quien
dé cuenta de sus necesidades y posi-
ciones. Se ha registrado en las expe-
riencias desarrolladas que en la medi-
da que se sitúa en el centro a la
propia parte, el tercero interviniente
deja de buscar protagonismo,
retrotrayéndose efectivamente su rol
al de mero asesor.

Observacion Final

Hemos señalado al comienzo de este ar-
tículo que la Mediación Laboral se reinstala
en nuestro Servicio a través de una profunda
redefinición. Tal tarea involucra al conjunto
de la Institución y nos parece ineludible con-
tribuir a ella desde la experiencia acumulada
en la II Región de Antofagasta a lo largo de
este último año.

El examen de los datos estadísticos acu-
mulados en las experiencias desarrolladas en
la II Región de Antofagasta, dan cuenta del
éxito de los procedimientos de Mediación La-
boral verificados. Particularmente desde la
perspectiva del número de trabajadores bene-
ficiados (10) como de la calidad de los actores
involucrados, es posible concluir que se gene-
rará un efecto multiplicativo en cuanto al

(10) En total un universo de más de 3.000 trabajado-
res, todos ellos sindicalizados.
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requerimiento del procedimiento, cuestión que
desde ya se observa en la Región. (11)

Desde otro punto de vista, la experiencia
no sólo se nutre de sus vertientes estadísti-
cas, sino que también supone el desarrollo de
conductas asociadas –tanto de los involucra-
dos como del mediador–, de aspectos proce-
dimentales a verificar, de vivencias humanas
en juego; en suma, de elementos relacionales
que exigen, así también, su examen para un
análisis global de la Mediación en cuanto tal.

El camino de legitimación de la Media-
ción y de su instalación en el colectivo como
un Sistema Alternativo de Resolución de Con-
flictos Colectivos del Trabajo, ha comenzado
a transitarse. Todo cambio cultural genera
resistencias y expectativas, adhesiones y sos-
pechas y, por lo tanto, se hace necesaria la
discusión. En tal sentido, el presente artículo
pretende entregar elementos que posibiliten

nuestra reflexión, en el entendido de que ella
es parte consustancial al crecimiento.
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GUIA ORGANIZACIONES
SINDICALES

Derecho de sindicalizacion

1. ¿Qué es el derecho de sindicalización?

Es el derecho que tienen los trabajadores
del sector privado y de las empresas del
Estado, el constituir, sin autorización pre-
via las organizaciones sindicales que es-
timen conveniente, con la sola condición
de sujetarse a la ley y a sus estatutos.

2. ¿Dónde está garantizado?

La Constitución Política en su artículo 19
N° 19 garantiza el derecho de sindicarse
en la forma y casos que señale la ley y
en los Convenios Nºs. 87 y 98 de la OIT.

3. ¿Quiénes son titulares?

Son titulares del derecho de sindicación
los trabajadores del sector privado y de
las empresas del Estado, cualquiera sea
su naturaleza jurídica, que cumplan con
los requisitos que establecen la ley y sus
respectivos estatutos.

4. ¿Qué derecho tienen los sindicatos?

Tienen, entre otros, el derecho de consti-
tuir, afiliarse y desafiliarse a federacio-
nes, confederaciones, centrales sindica-
les. Asimismo, tienen derecho a repre-
sentar a los afiliados en los procesos de
negociación colectiva, suscribir los ins-
trumentos colectivos de trabajo, velar
por su cumplimiento y hacer valer los
derechos que de ellos deriven. Propender
al mejoramiento de sistemas de preven-
ción de riesgos de accidentes del trabajo,
promover la educación de sus afiliados.

5. ¿Puede un trabajador pertenecer a dos o
más sindicatos?

Un trabajador no puede pertenecer a más
de un sindicato simultáneamente, en fun-

ción de un mismo empleo. Sólo podrá
hacerlo en función de distintos empleos.

6. ¿Existe similar limitación respecto de los
sindicatos, de las federaciones y confe-
deraciones?

Así es, las organizaciones sindicales no
podrán pertenecer a más de una organi-
zación de grado superior de un mismo
nivel.

7. ¿Qué ocurre si un trabajador, o un sindi-
cato, o una federación o una confedera-
ción se afilian nuevamente?

En tal caso la nueva afiliación produce la
caducidad de toda otra afiliación ante-
rior.

8. ¿Qué características tiene la afiliación de
un trabajador a una organización sindi-
cal?

a) Es única en función de un mismo
empleo;

b) Es personal y, por tanto, no puede
transferirse ni delegarse, y

c) Es voluntaria.

9. ¿Qué significa que sea voluntaria?

Significa que nadie puede ser obligado a
afiliarse a una organización sindical para
desempeñar un empleo o desarrollar una
actividad.

10. ¿La desafiliación es también voluntaria?

En efecto, la ley ha señalado expresa-
mente que no podrá impedirse la desafi-
liación de un trabajador de una organiza-
ción sindical.

Departamento Relaciones Laborales
Unidad Servicio de Asistencia Técnica
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11. ¿ Puede un trabajador afiliarse a un sindi-
cato a través de un representante legal o
mandatario?

No. La afiliación es un acto personal y
requiere de la intervención directa del
trabajador.

12. ¿El menor de 18 años requiere alguna
autorización de sus padres o de alguna
autoridad para afiliarse a un sindicato?

No, los menores no necesitan autori-
zación alguna para afiliarse a un sindica-
to.

13. ¿Qué son las prácticas desleales o antisin-
dicales?

Son todas aquellas acciones u omisio-
nes, provenientes de cualquier persona,
empleador o de los trabajadores o de las
organizaciones sindicales, en su caso,
que directa o indirectamente tiendan a
impedir u obstaculizar el ejercicio de la
libertad sindical o la autonomía de fun-
cionamiento de las mismas.

14. ¿Cómo podría el empleador incurrir en
prácticas antisindicales?

De muchas maneras, por ejemplo: ne-
gándose injustificadamente a recibir a
los dirigentes de un sindicato constituido
en la empresa, o negarse a proporcionar-
les la información necesaria para el cum-
plimiento de sus obligaciones; a través
del ejercicio de presiones o mediante
amenazas de despido o de beneficios;
por medio de otorgar mejores beneficios
a los no sindicalizados, etc.

15. ¿Cómo podría un empleador desestimular
la formación de un sindicato?

Ofreciendo beneficios especiales, con el
fin exclusivo y preciso de desincentivar
la formación del sindicato.

16. ¿Cómo sanciona la ley al empleador que
presiona a los trabajadores para que se
afilien a un sindicato determinado?

Esta actitud está terminantemente prohi-
bida por la ley y constituye precisamente
una práctica antisindical. Las sanciones
consisten en multas que pueden llegar
hasta 150 unidades tributarias mensua-
les teniéndose en cuenta para determinar
su cuantía la gravedad de la infracción y
la circunstancia de tratarse o no de una
reiteración.

17. ¿Quién conoce de las prácticas antisin-
dicales o desleales?

El conocimiento y resolución de estas
infracciones corresponde sólo a los Juz-
gados de Letras del Trabajo.

18. ¿Qué rol corresponde a la Inspección del
Trabajo?

La Inspección del Trabajo deberá denun-
ciar al tribunal competente, los hechos
que estime constitutivos de prácticas anti-
sindicales o desleales de los cuales tome
conocimiento, y acompañará a dicha de-
nuncia, el informe de fiscalización co-
rrespondiente. Los hechos constatados
de que dé cuenta dicho informe, consti-
tuirán presunción legal de veracidad. Asi-
mismo, la Inspección del Trabajo podrá
hacerse parte en el juicio que por esta
causa se entable.

19. ¿Quién más puede denunciar este tipo
de prácticas?

Cualquier interesado podrá denunciar con-
ductas antisindicales o desleales y hacer-
se parte en el proceso. Las partes podrán
comparecer personalmente, sin necesi-
dad de patrocinio de abogado.

20. ¿Cuál es el procedimiento para hacer efec-
tiva una sanción por prácticas antisindi-
cales?

Recibida la denuncia, el juez citará a de-
clarar al denunciado, ordenándole acom-
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pañar todos los antecedentes que estime
necesarios para resolver, a la misma au-
diencia cita al denunciante y a los pre-
suntamente afectados para que expon-
gan lo que estimen conveniente acerca
de los hechos denunciados.

Esta audiencia deberá realizarse en una
fecha no anterior al quinto ni posterior al
décimo día siguiente a la fecha de la
citación.

Con el mérito del informe de fiscalización
evacuado por la Inspección del Trabajo,
las declaraciones de los citados y demás
pruebas acompañadas a la audiencia, el
juez dicta sentencia en la misma audien-
cia o a más tardar dentro del tercer día
siguiente.

21. ¿Aparte de imponer sanciones, puede el
juez instruir a las partes para que se
rectifiquen las conductas constitutivas
de prácticas antisindicales?

Sí. El juez está obligado además de impo-
ner la multa correspondiente, a disponer
que se subsanen o enmienden los actos
que constituyen esas prácticas y a que
se reincorpore en forma inmediata a los
trabajadores sujetos a fuero laboral, si
éstos habían sido despedidos.

En este caso, además, dispondrá el pago
íntegro de las remuneraciones y benefi-
cios, debidamente reajustados y con el
máximo de interés, correspondientes al
período de separación. El período de se-
paración se entenderá efectivamente tra-
bajado para todos los efectos legales y
contractuales.

22. ¿Es posible que incurrir en una conducta
antisindical acarree responsabilidad pe-
nal (eventualmente cárcel) para el infrac-
tor?

Sí, es posible, ya que las conductas
antisindicales o desleales pueden consti-
tuir faltas, delitos o crímenes, y, en estos

cargos habrá una responsabilidad penal
que puede llegar hasta la privación de
libertad decretada por los Juzgados del
Crimen competentes.

SINDICATOS

1. ¿Qué clase de sindicatos establece la ley?

El artículo 216 del Código del Trabajo
establece, a modo meramente ejemplar,
los siguientes tipos de sindicatos, pu-
diendo constituirse otros:

a) Sindicatos de empresa;

b) Sindicatos interempresa;

c) Sindicatos de trabajadores indepen-
dientes, y

d) Sindicatos de trabajadores eventua-
les o transitorios.

A modo de ejemplo, podrían constituirse,
además, sindicatos territoriales, gremia-
les, u otros.

2. ¿Cuál es el sindicato de empresa?

Es el que reúne sólo a trabajadores de
una misma empresa.

3. ¿Cuál es el sindicato interempresa?

Es aquel que agrupa a trabajadores de
dos o más empleadores distintos.

4. ¿Cuál es el sindicato de trabajadores in-
dependientes?

Es el que agrupa a trabajadores que no
dependen de empleador alguno ni tienen,
a su vez, trabajadores bajo su dependen-
cia.

5. ¿Cuál es el sindicato de trabajadores even-
tuales o transitorios?

Es aquél constituido por trabajadores que
realizan labores bajo dependencia o sub-
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ordinación en períodos cíclicos o intermi-
tentes.

6. ¿Los trabajadores afiliados a un sindicato
interempresa o de trabajadores eventua-
les o transitorios que no se encuentran
prestando servicios, mantienen su cali-
dad de socios?

Así es aun cuando no se encuentren
prestando servicios podrán mantener in-
definidamente su afiliación en ellos.

7. ¿Pueden a su vez optar por otra clase de
sindicato?

En efecto, pueden ejercer las demás po-
sibilidades de sindicación que les ofrece
la ley, en la medida que cumplan con los
requisitos que para cada caso ella esta-
blece.

8. ¿Qué fines principales tienen los sindica-
tos?

Las finalidades de los sindicatos están
señaladas en el artículo 220 del Código
del Trabajo, cuya enumeración no es
taxativa. Entre las principales se puede
destacar:

– La representación de los afiliados en
las diversas instancias de la nego-
ciación colectiva.

– La representación de los trabajado-
res en el ejercicio de los derechos
emanados de los derechos de los
contratos individuales de trabajo,
cuando sean requeridos por los aso-
ciados.

– Velar por el cumplimiento de las leyes
del trabajo o de la seguridad social.

– Constituir, concurrir a la constitución
o asociarse a mutualidades, fondos u
otros servicios y participar en ellos.

– Constituir instituciones de carácter
previsional o de salud.

– En general realizar todas aquellas ac-
tividades contempladas en los esta-
tutos y que no estuvieren prohibidas
por ley.

9. ¿Los sindicatos pueden desarrollar activi-
dades lucrativas?

Sí, a pesar que su finalidad fundamental
es la de representación de sus afiliados y
de protección y resguardo de los trabaja-
dores, pueden desarrollar actividades que
les reporten ingresos, siempre que éstas
se encuentren contempladas en los esta-
tutos, que no estén prohibidas por ley, y
que el producto de dichas actividades
sea destinado a fines sindicales o incre-
mento de su patrimonio.

Bajo ninguna circunstancia el producto
de dichas actividades podrá repartirse
entre los socios.

10. ¿Podría una organización sindical consti-
tuir o concurrir a la formación de una
AFP o una Isapre?

Efectivamente, pueden hacerlo, cualquie-
ra sea su naturaleza jurídica y participar
en ellas.

11. ¿Puede un sindicato participar en progra-
mas de mejoramiento de los sistemas de
prevención de riesgos?

Por supuesto, tanto respecto de los acci-
dentes de trabajo como de prevención y
curación de enfermedades profesionales.
Ello, sin perjuicio de la competencia de
los "Comités Paritarios de Higiene y Se-
guridad". Además, en esta tarea los sin-
dicatos pueden formular planteamientos
y peticiones antes estos comités y exigir
su pronunciamiento.

12. ¿En el aspecto de relaciones humanas
qué rol le corresponde al sindicato?

Al margen de prestar ayuda a sus asocia-
dos y promover la cooperación mutua
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entre los mismos, las organizaciones sin-
dicales deben estimular su convivencia
humana e integral y proporcionarles re-
creación. Asimismo, están facultadas para
promover la educación gremial, técnica y
general de sus asociados. También tie-
nen atribuciones para canalizar inquietu-
des y necesidades de integración respec-
to de la empresa y sus trabajadores.

13. ¿Es importante que un sindicato partici-
pe en los procesos de negocación colec-
tiva?

Efectivamente, uno de los fines principa-
les es representar a los afiliados en las
diversas instancias de la negociación co-
lectiva, es la organización la que suscribe
los instrumentos colectivos y debe velar
por su cumplimiento y hacer valer los
derechos que de ellos nazcan.

FEDERACIONES Y CONFEDERACIONES
(Arts. 266 y Sig. Código del Trabajo)

1. ¿Qué es una federación?

Es la unión de tres o más sindicatos.

2. ¿Qué es una confederación?

Es la unión de tres o más federaciones o
de veinte o más sindicatos.

3. ¿Qué objeto tienen las federaciones y
confederaciones?

Además de las finalidades señaladas en
el artículo 220 del Código del Trabajo,
estas organizaciones pueden prestar asis-
tencia y asesoría a las entidades sindica-
les de inferior grado que agrupen. Ade-
más, las federaciones pueden establecer
en sus estatutos que los ex trabajadores
que hayan sido socios de una de sus
organizaciones de base a la fecha de
terminación de sus servicios, pasan a
tener la calidad de beneficiarios de las
acciones en solidaridad, formación pro-
fesional y empleo.

4. ¿Cómo se acuerda la participación de un
sindicato en la constitución de una fede-
ración o confederación?

Hay que distinguir:

– La participación de un sindicato en
la constitución de una federación
debe ser acordada por la mayoría
absoluta de los trabajadores afilia-
dos, mediante votación secreta y en
presencia de un ministro de fe. Por
igual procedimiento debe acordarse
la afiliación o desafiliación.

5. ¿Cómo se acuerda la participación de
una federación en la constitución de una
confederación?

Debe ser acordada por la mayoría de los
sindicatos base, los que también deben
pronunciarse mediante votación secreta
y en presencia de un ministro de fe.

6. ¿Los sindicatos deben aportar cuotas a
las federaciones y confederaciones?

En efecto, los estatutos de la organiza-
ción determinarán el valor de la cuota
sindical ordinaria con que los socios con-
currirán a financiarla.

7. ¿Están facultadas las federaciones y con-
federaciones para negociar colectivamen-
te?

Sí, las federaciones y confederaciones
pueden negociar colectivamente siempre
que las organizaciones sindicales respec-
tivas lo acuerden en forma previa con el
o los empleadores respectivos, por escri-
to y ante ministro de fe; y que en la
empresa respectiva, la mayoría absoluta
de los trabajadores afiliados que tengan
derecho a negociar colectivamente, acuer-
den conferir en votación secreta, tal re-
presentación a la organización sindical
de que se trate, en asamblea celebrada
ante ministro de fe.
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CONSTITUCION DE LOS SINDICATOS

1. ¿Cuándo puede constituirse un sindicato
de empresa?

Puede constituirse a contar de la fecha
de iniciación de la respectiva empresa.

2. ¿Pueden los trabajadores de un predio
agrícola constituir un sindicato de em-
presa?

Sí, toda vez que cada predio agrícola se
considera como una sola empresa al igual
que los predios colindantes explotados
por un mismo empleador.

3. ¿Pueden constituir sindicato los que pres-
tan servicios a personas jurídicas que
dentro de su giro exploten predios agrí-
colas?

En efecto, pueden hacerlo conjuntamen-
te con los demás trabajadores de la em-
presa reuniendo el número de trabajado-
res y los porcentajes que la ley exige.

4. ¿Cuántos trabajadores se requiere para
constituir un sindicato de empresa?

En aquellas empresas de más de 50 tra-
bajadores se requiere el concurso de un
mínimo de 25 que representen a lo me-
nos el diez por ciento del total de los que
presten servicios en la empresa.

Sin embargo, también pueden constituir-
lo a lo menos 8 trabajadores de una
empresa, siempre que en la misma no
exista otro sindicato vigente, debiendo
completar el quórum señalado en el pá-
rrafo anterior, dentro del plazo de un
año.

Tratándose de empresas de 50 o menos
trabajadores se necesita la participación
de un mínimo de 8, sin sujeción a por-
centajes de representatividad.

5. ¿Qué ocurre si no cumple el quórum en el
plazo de un año tratándose de los sindi-
catos que se constituyen con 8 trabaja-
dores en empresas de más de 50?

En tal caso, y por el solo mandato de la
ley, caduca la personalidad jurídica de la
organización.

6. ¿Pueden constituir sindicatos los trabaja-
dores de cada establecimiento de la em-
presa?

Efectivamente, si la empresa tiene más
de un establecimiento pueden también
constituir sindicato los trabajadores de
cada uno de ellos con mínimo de 25 que
representen, a lo menos el treinta por
ciento del total de los trabajadores de
dicho establecimiento.

7. ¿Se aplican los porcentajes antes indica-
dos si concurren 250 trabajadores de
una misma empresa?

No, en tal caso y cualquiera sea el por-
centaje que representen pueden consti-
tuir un sindicato.

8. ¿Qué número de trabajadores se requiere
para constituir un sindicato interempresa?

Para constituir esta organización sindical
se requiere el concurso de 25 trabajado-
res como mínimo que pertenezcan a lo
menos a dos empleadores distintos.

9. ¿Qué trabajadores pueden participar en la
constitución de un sindicato interempresa?

En dicho acto la ley permite que partici-
pen todos aquellos trabajadores con con-
trato de trabajo, independiente de la mo-
dalidad del mismo (plazo fijo, indefinido,
por obra).

10. ¿Qué número de trabajadores se exige
para constituir un sindicato de trabajado-
res eventuales o transitorios?

Para constituirlos se requiere una concu-
rrencia mínima de 25 trabajadores.
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11. ¿Qué número de trabajadores se requiere
para constituir otra clase de sindicatos?

Para constituirlo se necesita siempre el
concurso de un mínimo de 25 trabajado-
res.

12. ¿Cómo se efectúa la constitución de los
sindicatos?

Debe efectuarse en asamblea de trabaja-
dores los que deben reunir los mínimos
señalados anteriormente, según el sindi-
cato de que se trate, y en presencia de
un ministro de fe. (1)

13. ¿Qué trámites deben cumplirse en la
asamblea de constitución?

Deben aprobarse los estatutos del sindi-
cato y procederse a la elección de su
directorio, levantándose el acta corres-
pondiente. (2)

14. ¿Qué trámite debe cumplir el directorio
sindical una vez constituido el sindicato?

Debe depositar en la Inspección del Tra-
bajo respectiva el acta original de consti-
tución del sindicato y dos copias de sus
estatutos certificados por el ministro de
fe actuante. (3)

15. ¿Dentro de qué plazo debe efectuarse el
depósito señalado?

El depósito debe realizarse dentro del
plazo de 15 días contados desde la fecha
de la asamblea en que se constituyó el
sindicato. (4)

16. ¿Qué efecto produce el depósito del acta
de constitución y las copias de los esta-
tutos?

Al momento de efectuar este depósito el
sindicato adquiere de inmediato, por ese
sólo hecho y sin más trámite, su perso-
nalidad jurídica. (5)

17. ¿Qué sucede si no se realiza el depósito?

Si no se efectúa el depósito dentro del
plazo legal, debe procederse a una nueva
asamblea constitutiva. (6)

18. ¿Qué facultades tiene en esta materia la
Inspección del Trabajo?

La Inspección el Trabajo respectiva pue-
de, dentro del plazo de 90 días corridos,
contados desde la fecha del depósito
del acta, formular observaciones a la
constitución del sindicato si faltare de
cumplir algún requisito para constituir-
lo o si los estatutos no se ajustan a la
ley. (*)

19. ¿Qué puede hacer el sindicato si la Ins-
pección ha formulado observaciones?

a) Corregir los defectos de constitu-
ción y/o adecuar los estatutos a las
observaciones formuladas por la Ins-
pección del Trabajo, dentro del pla-
zo de 60 días constados desde su
notificación, y

b) Reclamar "ante el Tribunal corres-
pondiente" dentro del mismo plazo,
si estima que el requerimiento de la
Inspección del Trabajo no se encuen-
tra ajustado a la ley. (7)(1) Las normas señaladas se aplican también a las

federaciones y confederaciones de acuerdo a lo
señalado en el artículo 288 del Código del Traba-
jo.

(2) Ver nota 1.
(3) Ver nota 1.

(4) Ver nota 1.

(5) Ver nota 1.

(6) Ver nota 1.

(7) Ver nota 1.
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20. ¿A qué procedimiento se somete la tra-
mitación de la reclamación?

El Tribunal conoce de ella en única ins-
tancia, sin forma de juicio, con los ante-
cedentes que el solicitante proporcione
en su presentación y oyendo a la Inspec-
ción del Trabajo respectiva. (8)

21. ¿Qué sucede si el sindicato no subsana
los defectos de constitución?

Si el sindicato no subsana los defectos
de constitución, no adecua sus estatutos
a las observaciones formuladas por la
Inspección del Trabajo o no interpone
reclamación dentro del plazo legal, cadu-
ca su personalidad jurídica por el solo
ministerio de la ley. (9)

22. ¿Qué sucede si la resolución judicial re-
chaza total o parcialmente la reclama-
ción?

Podrá caducar la personalidad jurídica del
sindicato en el evento que éste no subsa-
ne los defectos de constitución o no en-
miende sus estatutos en la forma y den-
tro del plazo que el Tribunal le señale. (10)

23. ¿Tienen fuero los trabajadores que parti-
cipan?

Efectivamente, todos los constituyentes
de un sindicato de empresa, gozan de
fuero desde los diez días anteriores a la
celebración de la respectiva asamblea y
hasta los treinta días de realizada. El
fuero no puede exceder de cuarenta días
en total. Tratándose de la constitución
de un sindicato de trabajadores eventua-
les o transitorios, el fuero es también de
diez días previos a la asamblea y hasta el
día siguiente de ella. En este caso el
fuero no excederá de quince días en to-
tal.

EL DIRECTORIO SINDICAL
(Arts. 235 y Sig. Código del Trabajo)

1. ¿Qué requisitos se exigen para ser direc-
tor sindical?

Para ser director sindical se requiere cum-
plir con los requisitos que señalen los
respectivos estatutos, no existiendo re-
quisitos legales supletorios que exigir. A
modo meramente ejemplar, un estatuto
podría contemplar alguno o todos de los
siguientes u otros:

1) No haber sido condenado o procesa-
do por delito que merezca pena
aflictiva.

2) Mayor de 18 años.

3) Saber leer y escribir, y

4) Tener una antigüedad mínima de seis
meses como socio del sindicato, sal-
vo que el mismo tuviere una exis-
tencia menor.

2. ¿Cuántas personas integran el directorio
sindical?

Si se trata del directorio de un sindicato
de empresa que afilia a menos de 25
socios, éste lo compone solo un director
y en calidad de presidente.

Si se trata de un sindicato de empresa
que agrupa a 25 o más socios, su direc-
torio, está compuesto por el número de
miembros que señale el estatuto; Sin
embargo sólo tienen fuero, las más altas
mayorías relativas, según el número de
socios que tenga la organización de acuer-
do a la siguiente tabla:

a) Tres si la organización tiene de 25 a
249 afiliados;

b) Cinco, si el sindicato tiene entre 250
y 999 socios;

(8) Ver nota 1.

(9) Ver nota 1.

(10) Ver nota 1.
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c) Siete, si el sindicato cuenta con mil
y hasta 2999 asociados, y

d) Nueve, si la entidad reúne tres mil o
más socios.

Si además se trata de un sindicato de
empresa, con presencia en dos o más
regiones del país y agrupa a más de
3000 socios, el número de dirigentes
con fuero aumenta a 11.

En todo caso, aquellos directores que
por aplicación de la regla anterior no
gozan de fuero, tienen derecho a que les
sea cedido, por parte de aquellos que si
tienen fuero, todo o parte de las horas de
permisos a que éstos les asiste para cum-
plir con sus funciones.

3. ¿Quiénes son candidatos en la elección
de directorio?

Se consideran candidatos todos los tra-
bajadores afiliados que reúnan los requi-
sitos exigidos en los estatutos respecti-
vos para ser dirigente sindical y que ade-
más hubieren presentado su candidatura
en la forma, oportunidad y con la publici-
dad que señalen los estatutos del sindi-
cato.

4. ¿Qué sucede si los estatutos no prevén
las formalidades para efectuar la
postulación?

La ley establece en subsidio que las can-
didaturas deberán presentarse por escri-
to ante el secretario del directorio, no
antes de quince días ni después de dos
días anteriores a la fecha en que se lleva-
rá a efecto la elección.

5. ¿Cumplido el trámite de postulación sub-
siste para el secretario del directorio al-
guna obligación?

Así es, éste debe comunicar por escrito,
a la Inspección del Trabajo respectiva la
circunstancia de haberse presentado una
candidatura.

6. ¿En qué plazo el secretario debe efectuar
tal comunicación?

Dentro de los dos días hábiles siguientes
a la formalización de una candidatura.

7. ¿Qué efecto produce el incumplimiento por
parte del secretario de su obligación de
comunicar al empleador la fecha en que
debe realizarse la elección?

Los candidatos a directores no gozarán
del fuero laboral durante el período pre-
vio a la elección.

8. ¿Quiénes son elegidos directores?

Son elegidos directores aquellos socios
que habiendo formalizado sus candidatu-
ras obtienen las más altas mayorías rela-
tivas. En caso de igualdad de votos, se
está a lo que dispongan los estatutos si
éstos nada señalan se procederá sólo
respecto de quienes estuvieren en tal
situación, a una nueva elección.

9. ¿Qué sucede si resulta elegido un traba-
jador que no cumple los requisitos para
ser director sindical?

En tal caso, debe procederse del modo
como indica el estatuto, o en su defecto,
del modo como determine el tribunal com-
petente, sin que al efecto resulte posible
declarar por parte de la Dirección del Tra-
bajo la inhabilidad del director electo, ya
que no existe norma legal que la faculte.

10. ¿La alteración en el número de afiliados a
un sindicato tiene incidencia en el núme-
ro de directores?

Si el número de directores en ejercicio
disminuye a una cantidad tal que impide
el funcionamiento del directorio, debe
procederse a una nueva elección.

11. ¿Quiénes pueden votar en la elección de
directorio?

El estatuto establecerá los requisitos de
antigüedad para la votación de elección
y censura del directorio sindical.
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12. ¿Cómo se debe efectuar la elección?

Todas las elecciones de directorio, como
también las votaciones de censura y es-
crutinios de los mismos, deberán reali-
zarse de manera simultánea en la forma
que determinen los estatutos. Si éstos
nada dicen, se estará a las normas que
dicte la Dirección del Trabajo.

13. ¿Cuánto tiempo permanecen en su car-
go?

Los directores sindicales se mantienen
en su cargo por el tiempo que defina el
estatuto, el que no puede ser inferior a 2
años ni superior a 4, pudiendo ser reele-
gidos, sin perjuicio del derecho de los
trabajadores para censurarlos.

14. ¿Gozan de alguna protección especial los
dirigentes electos con las primeras ma-
yorías de acuerdo a la tabla señalada en
el Nº 2 precedente?

En efecto, gozan de fuero desde la fecha
de su elección y hasta 6 meses después
de haber concluido sus funciones como
dirigente, salvo las excepciones legales.

15. ¿Cuáles son estas excepciones?

Censura del directorio.

Sanción aplicada por el Tribunal compe-
tente.

Término de la empresa.

Los directores de los sindicatos de traba-
jadores eventuales o transitorios y los
integrantes aforados de los comités
paritarios de higiene y seguridad, con
contrato a plazo fijo o por obra o servicio
gozan de fuero sólo durante la vigencia
del respectivo contrato.

16. ¿Qué facilidad debe conceder el emplea-
dor a los directores?

Los empleadores deben otorgarles los per-
misos necesarios para ausentarse de sus

labores y cumplir sus actividades sindi-
cales fuera del lugar de trabajo.

17. ¿A qué permisos tiene derecho?

a) Permiso no inferior a seis horas se-
manales, acumulables mensualmen-
te. Este permiso base se aumenta a
8 horas mínimas semanales respec-
to de los dirigentes de sindicatos
que agrupan doscientos cincuenta o
más afiliados. No se considera den-
tro de estos máximos el tiempo ocu-
pado en concurrir a citaciones de las
autoridades públicas;

b) A permisos por un mínimo de 6 me-
ses hasta por el total del tiempo que
dure su mandato, siempre que haya
acuerdo de la asamblea adoptado
según el estatuto;

c) El dirigente de un sindicato interem-
presa puede excusarse hasta por un
mes para participar en la negocia-
ción colectiva del sindicato, y,

d) A permisos de hasta por una sema-
na en el año, para el cumplimiento
de sus funciones de dirigente o su
perfeccionamiento como tal, situa-
ción que debe estar indicada en el
respectivo estatuto.

18. ¿Quién paga sus remuneraciones durante
el tiempo que abarcan estos permisos?

Las remuneraciones e imposiciones de
los directores durante este tiempo deben
ser pagadas por la respectiva organiza-
ción sindical.

19. ¿Las paga en algún caso el empleador?

Solamente en el evento de que así lo
hubiere pactado con el sindicato.

20. ¿El tiempo que comprende un permiso se
entiende trabajado?

Así es, el tiempo que abarcan los permi-
sos de los dirigentes sindicales se entien-
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de trabajado para todos los efectos lega-
les.

LA ASAMBLEA GENERAL

1. ¿Qué es la asamblea general?

Es un organismo decisorio y directivo
superior a través del cual se expresa la
voluntad de la organización sindical y
que se constituye por la reunión de sus
asociados.

2. ¿Qué clases de asamblea general distin-
gue la ley?

La ley reconoce dos categorías de asam-
blea general:

a) Las ordinarias, y
b) Las extraordinarias.

3. ¿Cuál es la asamblea general ordinaria?

Es la que se celebra en las oportunidades
y con la frecuencia establecida en los
estatutos sindicales, con el objeto de
tratar entre los asociados materias rela-
cionadas con la organización.

4. ¿Quién puede citar a asamblea ordinaria?

Pueden convocar a dicha asamblea el presi-
dente, o quien los estatutos determinen.

5. ¿Cuál es la asamblea general extraordi-
naria?

Es la que tiene lugar cada vez que lo
exijan las necesidades de la organiza-
ción, con la sola finalidad de tomar acuer-
dos respecto de las materias específicas
que se señalen en el respectivo aviso de
citación.

6. ¿Quién puede citar a asamblea extraordi-
naria?

Estas asambleas pueden ser convocadas
por el presidente o por el 20% de los
socios.

7. ¿Qué materias pueden tratarse en asam-
blea ordinaria?

En asamblea ordinaria se tratan todos los
temas propios del funcionamiento de la
organización, rendición anual de cuentas
del directorio, etc.

8. ¿Qué asuntos deben tratarse en asam-
blea extraordinaria?

En asamblea extraordinaria debe resol-
verse la enajenación de bienes raíces, la
modificación de los estatutos, la fusión
de organizaciones sindicales, la disolu-
ción de la organización y las demás ma-
terias específicas que originen su convo-
cación.

9. ¿Existe alguna formalidad respecto de
los acuerdos de la asamblea?

Así es, de tales acuerdos debe dejarse
constancia en el libro de actas de la
respectiva organización sindical.

Además las actas de asamblea en que se
acuerde la fusión, deben ser autorizadas
ante ministro de fe.

Por su parte, el acta de acuerdo de diso-
lución debe ser registrada en la Inspec-
ción del Trabajo respectiva.

10. ¿En qué lugares puede celebrarse una
asamblea?

Las asambleas pueden efectuarse en cual-
quier sede sindical entendiéndose por tal,
para estos efectos, todo recinto dentro
de la empresa en que habitualmente se
reúnan los afiliados a la organización.

11. ¿En qué horario deben realizarse?

Deben efectuarse después de las horas
de trabajo, salvo que se trate de reunio-
nes que se programen previamente con
el empleador o sus representantes.
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12. ¿Las federaciones y confederaciones se
rigen por las mismas normas que los
sindicatos de esta materia?

En efecto, las asambleas de federaciones
y confederaciones se rigen por las nor-
mas examinadas precedentemente, en
cuanto les sean aplicables.

13. ¿Cómo se constituye la asamblea de es-
tas últimas organizaciones sindicales?

Las asambleas de las federaciones y con-
federaciones están constituidas por los
dirigentes de las organizaciones afilia-
das.

EL PATRIMONIO SINDICAL
(Arts. 256 y Sig. del Código del Trabajo)

1. ¿Cómo se compone el patrimonio sindi-
cal?

El patrimonio sindical se compone por:

a) Las cuotas o aportes ordinarios o
extraordinarios que la asamblea im-
ponga a sus asociados, con arreglo
a los estatutos;

b) El aporte de los adherentes a un
instrumento colectivo de aquéllos a
quienes se les hizo extensivo éste;

c) Las donaciones entre vivos o asig-
naciones, por causa de muerte que
se les hicieren;

d) El producto de sus bienes;

e) El producto de la venta de sus acti-
vos;

f) Las multas cobradas a los asociados
de conformidad a los estatutos;

g) El producto que generen las activi-
dades comerciales, de servicios, ase-
sorías otras de carácter lucrativas

que la organización desarrolle de con-
formidad a sus finalidades estatuta-
rias; y

h) Las demás fuentes que prevean los
estatutos. (*)

2. ¿Puede adquirir y enajenar bienes una
organización sindical?

Así es, una organización sindical puede
adquirir, conservar y enajenar toda clase
de bienes y a cualquier título. (*)

3. ¿A quién le corresponde la administra-
ción de los  bienes?

La administración de todos los bienes
que conforman el patrimonio le corres-
ponde a los directores de la organización
sindical. (*)

4. ¿Son responsables de su administración
los directores?

En efecto, los miembros del directorio
deben responder solidariamente de su
administración, sin perjuicio de la res-
ponsabilidad penal, en su caso. (*)

5. ¿Es obligatoria la cotización a una orga-
nización sindical?

La cotización a una organización sindical
es obligatoria para sus afiliados cuando
las cuotas han sido aprobadas por la
asamblea. (*)

6. ¿Se puede establecer cuotas extraordi-
narias?

Efectivamente, con la condición que sean
aprobadas en la asamblea por mayoría
absoluta de los socios. (*)

(*) Las federaciones y confederaciones se rigen por
las reglas precedentes, en cuanto les sean aplica-
bles.



Mayo 172 / 2003

Guía Práctica del Código del Trabajo30

7. ¿Cuál es su finalidad?

Las cuotas extraordinarias deben desti-
narse a financiar proyectos o actividades
previamente determinados por la asam-
blea. (*)

8. ¿Cómo se recaudan las cuotas o aportes
sindicales?

Los sindicatos pueden determinar libre-
mente el medio o sistema de recauda-
ción de los aportes de sus afiliados.

9. ¿Es posible que el empleador recaude
dichos aportes?

En efecto, el empleador puede deducir
de las remuneraciones de los trabajado-
res afiliados las cuotas ordinarias y ex-
traordinarias en las condiciones que se-
ñale la ley.

10. ¿Cuándo procede este descuento en los
sindicatos de empresa?

a) Cuando, habiéndose cumplido los re-
quisitos que la ley establece para
fijar estas cuotas, lo requiera el pre-
sidente o tesorero del sindicato.

b) Cuando el trabajador afiliado autori-
ce por escrito el descuento a su
empleador.

11. ¿Procede también en los sindicatos inter-
empresa y de trabajadores eventuales o
transitorios?

Así es, pero se requiere que el trabajador
autorice por escrito al empleador para des-
contar las cuotas de sus remuneraciones.

12. ¿Qué plazo tiene el empleador para en-
tregar al sindicato las sumas deducidas?

El empleador dispone del mismo plazo
fijado para enterar las imposiciones o
aportes previsionales.

13. ¿Qué ocurre si el empleador no entera
las sumas retenidas dentro del plazo se-
ñalado?

En tal caso, debe entregar dichas sumas
reajustadas en la variación que hubiera
experimentado el I.P.C. e incrementadas
además con un interés del 3% mensual.

14. Si varía el monto de la cuota ordinaria o
se acuerdan cuotas extraordinarias, ¿qué
sucede?

El empleador no puede alterar el monto
de los descuentos sin que medie, previa-
mente, una nueva petición del presidente
o tesorero del sindicato o una autoriza-
ción por escrito de los trabajadores afilia-
dos.

15. ¿Dónde deben conservarse los fondos
sindicales?

Los fondos sindicales deben mantenerse
depositados en una cuenta corriente o de
ahorro a nombre de la organización en un
banco. (*)

16. ¿Existe alguna excepción a la regla ante-
rior?

Efectivamente, esta obligación no rige
para los sindicatos que cuenten con me-
nos de 50 afiliados.

17. ¿En qué pueden ser invertidos los fondos
sindicales?

Los fondos del sindicato sólo pueden in-
vertirse en los fines contemplados en los
estatutos de la organización sindical. (*)

18. ¿Deben practicar balances los sindicatos?

Actualmente no están obligados, sin per-
juicio de lo que decida la organización en
sus estatutos. (*)

(*) Las federaciones y confederaciones se rigen por las
reglas precedentes, en cuanto les sean aplicables.

(*) Las federaciones y confederaciones se rigen por
las reglas precedentes, en cuanto les sean aplica-
bles.
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19. ¿Cómo se practica el descuento respec-
to de las cuotas de organizaciones de
grado superior?

El monto de estas cuotas se encuentra
incluido en la cuota ordinaria que men-
sualmente paga el socio del sindicato.

20. ¿Qué trámite debe hacerse para que el
empleador entregue directamente a la
organización superior el monto de la cuo-
ta que le corresponde?

El sindicato debe entregar al respectivo
empleador, copia del acta de afiliación
suscrita por un ministro de fe, donde
consta el porcentaje que debe destinarse
de la cuota ordinaria a la organización
superior.

LA FUSION DE SINDICATOS

1. ¿Resulta legalmente posible que dos sindi-
catos se fusionen?

Sí, la ley contempla esta posibilidad.

2. ¿Qué se requiere para ello?

Que las asambleas de cada una de las
organizaciones que se van a fusionar vo-
ten favorablemente la fusión.

3. ¿El acuerdo favorable debe constar en un
acta?

Así es, cada acuerdo debe constar en un
acta la que debe ser autorizada ante mi-
nistro de fe.

4. ¿Qué efecto tiene autorizar el acta ante
ministro de fe?

Las actas autorizadas, sirven de título
para el traspaso de los bienes.

5. ¿Los bienes de cada una de las organiza-
ciones que se fusionan pasan a la enti-
dad que se crea?

Efectivamente, los bienes pasan de ple-
no derecho a la nueva organización.

6. ¿Cuándo se elige el nuevo directorio de
las organizaciones que se fusionan?

Dentro de los diez días siguientes a la
última asamblea que se celebre, debe
procederse a la elección del directorio de
la nueva organización.

7. ¿La organización nueva se rige por un
nuevo estatuto?

Conjuntamente con el acuerdo de fusión
debe aprobarse el nuevo estatuto por el
que se regirá la nueva organización.

LA DISOLUCION DE LOS SINDICATOS

1. ¿Cuándo se produce la disolución de un
sindicato?

Se produce cuando se declara judicial-
mente que el sindicato se encuentra afec-
tado por alguna causal de disolución con-
templada en la ley. (*)

2. ¿Cuáles son las causales de disolución?

Los artículos 296 y 297 del Código del
Trabajo contemplan las siguientes:

a) El acuerdo de la mayoría absoluta de
los afiliados.

b) El incumplimiento grave de las obli-
gaciones legalmente impuestas.

c) El haber dejado de cumplir con los
requisitos necesarios para su consti-
tución.

3. ¿Quién debe declararla?

La disolución de un sindicato debe ser
declarada por un Juez de Letras del Tra-
bajo, correspondiente al lugar en que ten-
ga su domicilio el sindicato. (*)

(*) Las federaciones y confederaciones se rigen por las
reglas precedentes, en cuanto les sean aplicables.
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4. ¿Quién puede solicitar la declaración?

Puede ser solicitada por cualquier afilia-
do al sindicato o por la Dirección del Tra-
bajo. (*)

5. ¿En qué casos puede pedirla un socio del
sindicato?

La ley confiere al asociado el derecho de
requerir la disolución del sindicato por
cualquiera de las causales previstas en
los artículos 296 y 297 del Código del
Trabajo, esto es, por acuerdo mayorita-
rio de los socios, por incumplimiento gra-
ve de las obligaciones legalmente im-
puestas o haber dejado de cumplir con
los requisitos necesarios para la constitu-
ción.

6. ¿Cuándo puede solicitarla la Dirección
del Trabajo?

Puede pedirla tratándose de las causales
señaladas en el artículo 297, mediante
solicitud fundada.

7. ¿Puede solicitarla el empleador?

El empleador no tiene facultades legales
para solicitarla.

8. ¿Qué características tiene el procedimien-
to de declaración?

En este procedimiento el juez respectivo
conoce el asunto sin forma de juicio y sin
ulterior recurso, con los antecedentes que
proporcione el solicitante y oyendo al
directorio sindical, o en su rebeldía. Asi-
mismo, está facultado para abrir un pe-
ríodo de prueba de diez días, transcurri-
do el cual, dicta sentencia. (*)

9. ¿Qué ocurre una vez que se declara di-
suelto un sindicato?

a) Debe procederse a su liquidación, y

b) La resolución que lo declara debe
comunicarse a la Inspección del Tra-
bajo respectiva para que proceda a
eliminarlo de sus registros. (*)

10. ¿Quién efectúa la liquidación?

La liquidación del sindicato es efectuada
por los liquidadores que señalen los esta-
tutos de la organización y, en su defecto
por los que se designen en la resolución
judicial que declaró su disolución. (*)

11. ¿Qué destino tiene su patrimonio?

El patrimonio del sindicato se destinará a
la organización sindical que señalen sus
estatutos. (*)

12. ¿Y si éstos nada establecen al efecto?

En tal caso, el Presidente de la República
debe determinar la entidad sindical bene-
ficiaria. (*)

13. ¿La disolución afecta la existencia de un
contrato colectivo suscrito por la directi-
va sindical?

No, la disolución de un sindicato no afec-
ta los derechos y obligaciones que co-
rrespondan a sus miembros por la exis-
tencia de un contrato o convenios colec-
tivos, o fallos arbitrales.

DELEGADO DE PERSONAL

1. ¿Dónde se encuentra la reglamentación
relativa al delegado de personal?

La reglamentación respectiva se encuen-
tra contenida en el artículo 302 del Códi-
go del Trabajo.

(*) Las federaciones y confederaciones se rigen por las
reglas precedentes, en cuanto les sean aplicables.

(*) Las federaciones y confederaciones se rigen por las
reglas precedentes, en cuanto les sean aplicables.
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2. ¿Qué es el delegado de personal?

Es la persona encargada de servir de
nexo o enlace entre los trabajadores que
lo hubieran elegido, con el empleador y
con las demás personas que se desem-
peñan en otros cargos de jerarquía en la
empresa o establecimiento.

3. ¿Puede representar también a los traba-
jadores fuera de la empresa?

Así es, está facultado legalmente para
representarlos ante las autoridades del
trabajo.

4. ¿Que requisitos debe reunir para ser ele-
gido?

El delegado de personal debe reunir los
mismos requisitos que se exigen para ser
director sindical. Sin embargo, atendido
que actualmente no hay requisitos lega-
les exigibles, no está obligado a cumplir
ninguno en particular.

5. ¿Cuánto tiempo dura en funciones?

El delegado de personal dura 2 años en
funciones y puede ser reelegido indefini-
damente.

6. ¿Goza de fuero en razón de su cargo?

En efecto, el delegado de personal goza
de fuero por todo el tiempo que se ex-
tienda su mandato y hasta seis meses
después de haber cesado en su cargo,
salvo que éste tenga contrato a plazo
fijo, por obra o servicio determinado, en
cuyo caso el fuero lo amparará sólo du-
rante la vigencia de su contrato.

7. ¿Qué obligación tienen los trabajadores
que han elegido un delegado de perso-
nal?

Deben comunicar esta circunstancia por
escrito al empleador y a la Inspección del
Trabajo respectiva, el día hábil laboral

siguiente al de la elección, acompañando
una nómina con la individualización y
firma de todos ellos.

8. ¿En qué empresas puede ser elegido?

Puede elegirse en aquellas empresas o
establecimiento en que sea posible cons-
tituir uno o más sindicatos, de acuerdo al
artículo 227 del Código del Trabajo.

9. ¿Qué trabajadores pueden elegir un dele-
gado de personal?

Pueden elegirlo los trabajadores que no
estén afiliados a un sindicato de empre-
sa, siempre que su número y porcentaje
de representatividad lo permita, de acuer-
do a la disposición citada en el número
anterior.

10. ¿Qué significa esto, a modo de ejemplo?

Que si es posible constituir un sindicato
de empresa con un mínimo de 25 traba-
jadores que representen a lo menos el
diez por ciento del total de trabajadores
de la empresa, para elegir delegado de
personal se exige el mismo número de
trabajadores y el mismo porcentaje.

11. ¿Puede existir más de un delegado en la
empresa o establecimiento?

Así es, si los trabajadores forman distin-
tos grupos que cumplan los requisitos
antes señalados puede haber más de un
delegado de personal en la empresa o
establecimiento.

DELEGADO SINDICAL

1. ¿Qué es un delegado sindical?

Es un trabajador que actúa en calidad de
representante de aquellos dependientes
de una empresa que se encuentran afilia-
dos a un sindicato interempresa o de
trabajadores eventuales o transitorios.
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2. ¿En qué casos puede nombrarse un dele-
gado sindical?

La ley contempla la designación de un
delegado sólo en el evento de que los
trabajadores de una empresa afiliados a
las organizaciones citadas en el número
anterior no hubieren logrado elegir un
director en el sindicato respectivo.

3. ¿Qué número de trabajadores exige la
ley para nombrar un delegado?

El número de trabajadores que se exige
para tal efecto no puede ser inferior a
ocho.

4. ¿Goza de alguna protección especial?

Así es, el delegado sindical goza de fuero
laboral desde la fecha de su nombra-

miento y hasta seis meses después de
haber cesado en su cargo.

5. ¿Tiene derecho a permisos sindicales?

El delegado sindical tiene derecho a los
permisos contemplados en los artículos
249 y 250, letra b) del Código del Trabajo.

6. ¿Puede designarse más de un delegado
sindical?

Efectivamente, pueden designarse hasta
tres, si los trabajadores de una empresa
que estén afiliados al sindicato interem-
presa o de trabajadores eventuales o tran-
sitorios fueren 25 o más, elegirán 3. Si
de entre ellos se hubiere elegido como
director sindical a dos o uno de ellos,
pueden elegir, respectivamente, uno o
dos delegados sindicales.
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MINISTERIO DE HACIENDA

FIJA PORCENTAJES DE LA
ASIGNACION DE DIRECCION

SUPERIOR A LOS CARGOS DE JEFE
SUPERIOR DE LOS SERVICIOS
PUBLICOS DEPENDIENTES O

RELACIONADOS CON EL
MINISTERIO DEL TRABAJO Y

PREVISION SOCIAL, QUE SEÑALA (*)

D.F.L. Nº 9

D.F.L. Núm. 9.- Santiago, 27 de febrero
de 2003.

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 32 Nº 3 y
61 de la Constitución Política del Estado, en
el artículo 1º de la Ley Nº 19.863, y la
facultad que me confiere el artículo 7º transi-
torio de dicha ley, dicto el siguiente,

Decreto con fuerza de ley

Artículo 1º.- Fíjase, a contar del 1º de
enero de 2003, a quienes desempeñen los
cargos de jefe superior de los servicios públi-
cos dependientes o supervigilados por el Pre-
sidente de la República a través del Ministerio
del Trabajo y Previsión Social que se señalan,
los porcentajes de la asignación de dirección
superior que en cada caso se indican:

(*) Publicado en el Diario Oficial de 2.04.03.

Servicio Público Porcentaje

Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones 0%
Superintendencia de Seguridad Social 0%
Dirección del Trabajo 40%
Servicio Nacional de Capacitación y Empleo 60%
Instituto de Normalización Previsional 65%
Dirección General de Crédito Prendario 30%

Artículo 2º.- Los porcentajes asignados a
los jefes superiores de servicios por el artículo
anterior, se aplicarán sobre el total de las
remuneraciones brutas de carácter perma-

nente que mensualmente perciba cada uno
de ellos. Con todo, la suma del total de las
citadas remuneraciones brutas más el monto
de la asignación de dirección superior que el
correspondiente jefe superior perciba, no po-
drá significar en cada año, una cantidad pro-
medio superior a $ 4.365.000 mensuales. En
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caso de presentarse la situación recién seña-
lada, el monto de la asignación de dirección
superior deberá rebajarse en una cantidad tal,
que permita alcanzar los $ 4.365.000 prome-
dio mensuales.

Artículo 3º.- La asignación de dirección
superior será imponible y tributable, y tendrá
las características señaladas en los incisos
tercero y siguientes del artículo 1º de la Ley
Nº 19.863.

Artículo transitorio.- El mayor gasto que
demande lo dispuesto en el presente decreto
con fuerza de ley durante el año 2003, se

financiará de acuerdo a lo dispuesto en el
inciso primero del artículo 4º transitorio y en
el artículo 5º transitorio de la Ley Nº 19.863.

Anótese, tómese razón y publíquese.-
RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de
la República.- Nicolás Eyzaguirre Guzmán,
Ministro de Hacienda.- Ricardo Solari Saave-
dra, Ministro del Trabajo y Previsión Social.

Lo que transcribo a Ud. para su conoci-
miento.- Saluda atentamente a Ud., María
Eugenia Wagner Brizzi, Subsecretaria de Ha-
cienda.
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MINISTERIO DE SALUD

APRUEBA REGLAMENTO DE LA
INDEMNIZACION POR RETIRO

VOLUNTARIO QUE ESTABLECE LA
LEY Nº 19.813 PARA LOS

FUNCIONARIOS DE ATENCION
PRIMARIA DE SALUD (*)

DECRETO Nº 50

Núm. 50.- Santiago, 17 de febrero de
2003.- Visto: lo dispuesto en las Leyes
Nºs. 19.378 y Nº 19.813, en los artículos 1º,
4º y 6º del Decreto Ley Nº 2.763 de 1979 y
teniendo presente las facultades que me con-
fiere el artículo 32 Nº 8 de la Constitución
Política de la República,

Decreto:

Apruébase el siguiente reglamento de la
indemnización por retiro voluntario que esta-
blece la Ley Nº 19.813 para el personal de
atención primaria de salud:

TITULO I

Disposiciones generales

Artículo 1º.- Para todos los efectos de
este reglamento se entenderá por:

"Ley": La Ley Nº 19.813, publicada en el
Diario Oficial de 25 de junio de 2002.

"Entidad Administradora": La entidad ad-
ministradora de salud municipal.

(*) Publicado en el Diario Oficial de 17.04.03.

N. del E.: La Ley Nº 19.813 fue publicada en Bo-
letín Oficial Nº 163, agosto 2002, p. 23.

"Beneficio": El beneficio por retiro volun-
tario establecido en el artículo 1º transitorio
de la Ley Nº 19.813.

"Postulante": El personal a quien es apli-
cable el beneficio, y que presente solicitud
para recibirlo.

"Beneficiario": Aquel postulante que cum-
pla con los requisitos exigidos por la ley, para
acceder al beneficio conforme al procedimiento
del presente reglamento.

Artículo 2º.- Tendrá derecho al benefi-
cio, el personal regido por la Ley Nº 19.378,
mayores de sesenta años de edad, si son
mujeres, y de sesenta y cinco años, si son
hombres, que presente su renuncia voluntaria
a una dotación de salud municipal, respecto
del total de horas que sirvan, entre el 25 de
agosto de 2002 y el 31 de diciembre de
2004.

TITULO II

De la Postulación

Artículo 3º.- El personal que cumpla con
los requisitos señalados en el artículo anterior
y desee postular al beneficio deberá presen-
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tar la solicitud de postulación, la renuncia
voluntaria y los antecedentes que a continua-
ción se indican, ante la respectiva entidad
administradora:

a) Certificado de nacimiento, en original.

b) Carta de renuncia voluntaria a su empleo
a contar de la fecha de pago del benefi-
cio.

c) Certificados que acrediten los períodos
trabajados en establecimientos de salud
públicos y en otras municipalidades o
corporaciones de salud municipal, cuan-
do la entidad administradora no disponga
de estos antecedentes.

Artículo 4º.- Cada entidad administrado-
ra recibirá las solicitudes y sus antecedentes,
en los siguientes períodos de postulación:

a) El primer período de postulación será has-
ta los 30 días siguientes a la fecha de
publicación en el Diario Oficial de este
reglamento.

b) El segundo período de postulación será
durante los meses de julio a septiembre
del año 2003.

c) El tercer período de postulación será du-
rante los meses de enero a marzo del
año 2004. También podrán postular en
este período aquellos funcionarios que
cumplan con los requisitos de edad exigi-
dos por la ley con posterioridad al térmi-
no del período establecido en la letra
anterior y hasta el 31 de diciembre de
2004. Sin embargo, el beneficio se con-
cederá a estas personas a partir de la
fecha en que cumplan las edades esta-
blecidas en la ley, y se pagará de confor-
midad a las demás disposiciones de este
reglamento.

d) El cuarto período de postulación será du-
rante los meses de noviembre y diciem-
bre de 2004, para el personal que cum-
pla con los requisitos establecidos en el

artículo 2º de este reglamento y no
hubiere postulado en los períodos ante-
riores.

Las entidades administradoras podrán
establecer otros períodos de postulación cuan-
do cuenten con recursos propios suficientes
para pagar el beneficio, sin solicitar el antici-
po establecido en el artículo 2º transitorio de
la Ley Nº 19.813.

TITULO III

Del Beneficio

Artículo 5º.- El beneficio ascenderá a un
mes del promedio de las últimas 12 rentas de
conformidad al artículo 23 de la Ley Nº 19.378,
contadas a partir del mes de postulación al
beneficio, actualizadas según el Indice de Pre-
cios al Consumidor determinado por el Insti-
tuto Nacional de Estadísticas, por cada año
de servicio y fracción superior a seis meses
prestados a establecimientos de salud públi-
cos, municipales o corporaciones de salud
municipal, con tope de nueve meses de dicha
remuneración.

El monto de este beneficio se incremen-
tará en el número de meses que se indican,
en los casos siguientes:

a) En un mes, para aquellos funcionarios
cuyas rentas al mes anterior a la dejación
voluntaria de su empleo, sean inferiores
a $ 400.000;

b) En un mes, para aquellos que tenían al
25 de junio de 2002, más de 63 años si
son mujeres y más de 68 años tratándo-
se de hombres, y

c) En un mes, para las funcionarias.

Con todo, en ningún caso este beneficio
podrá ser superior a once meses de renta
señalada en el inciso primero de este artículo.

Este beneficio no será imponible ni cons-
tituirá renta para ningún efecto legal y será
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incompatible con cualquiera otra indemniza-
ción que pudiere corresponderle al funciona-
rio por término de la relación laboral.

Artículo 6º.- Los beneficiarios no podrán
ser nombrados ni contratados en una entidad
administradora o municipalidad, durante los
cinco años siguientes al término de su rela-
ción laboral, a menos que previamente de-
vuelvan la totalidad del beneficio percibido,
expresado en el número de unidades de fo-
mento calculado a la fecha de pago del bene-
ficio. Esta cantidad deberá reintegrarse al va-
lor que tenga la unidad de fomento a la fecha
de la devolución del beneficio más el interés
corriente para operaciones reajustables.

TITULO IV

Del pago del beneficio

Artículo 7º.- Cada entidad administrado-
ra pagará directamente el beneficio, una vez
que quede totalmente tramitado el decreto o
resolución que disponga el cese de funciones
del funcionario. El término de la relación labo-
ral se producirá cuando el empleador pague el
beneficio que le corresponda al funcionario
acogido al artículo 1º transitorio de la Ley
Nº 19.813.

La entidad administradora tramitará las
renuncias voluntarias de los beneficiarios cuan-
do disponga de los recursos para el pago del
beneficio.

Artículo 8º.- Las entidades administrado-
ras de salud municipal que no cuenten con
recursos suficientes para pagar el beneficio
podrán hasta los 30 días siguientes al venci-
miento de los períodos establecidos en las
letras a); b); c); d) del artículo 4º de este
reglamento, solicitar al Ministerio de Salud,
por intermedio del respectivo Servicio de Sa-
lud, un anticipo del aporte estatal, definido en
el artículo 49 de la Ley Nº 19.378, para el
financiamiento de este beneficio.

En la solicitud señalada en el inciso ante-
rior, deberán expresar la cantidad total a que

asciende el pago de los beneficios solicita-
dos, como asimismo la suma requerida la
cual no podrá exceder el monto que corres-
ponde pagar por este concepto. Para tal efec-
to, deberán fundamentar la solicitud adjun-
tando la nómina de los funcionarios beneficia-
rios con indicación de las edades, monto total
a que ascienden los beneficios, años de servi-
cios considerados para el cálculo del benefi-
cio y certificación de las rentas que éstos han
recibido durante los meses considerados para
su cálculo, de conformidad al artículo 5º de
este reglamento. Asimismo, deberán justifi-
car la forma en que cumplirá el plan de salud
que le corresponde después del cese de fun-
ciones de los trabajadores involucrados.

Artículo 9º.- De acuerdo con los recursos
susceptibles de destinar al efecto, el Ministe-
rio de Salud definirá las fechas en que conce-
derá los anticipos a las entidades administra-
doras solicitantes, y sus montos, los que cons-
tarán en convenios que se celebrarán entre la
entidad administradora de salud municipal y
los servicios de salud en cuyo territorio de
competencia se encuentren ubicadas.

En los convenios señalados en el inciso
anterior, se especificará el monto del anticipo
otorgado, el plazo de pago, el valor y número
de cuotas mensuales a descontar de los res-
pectivos aportes estatales y los antecedentes
que justifiquen la solicitud de anticipo, y se-
rán aprobados por resolución exenta del Mi-
nisterio de Salud visada por el Ministerio de
Hacienda, a través de la Dirección de Presu-
puestos. Estos convenios se suscribirán den-
tro de los sesenta días siguientes al de la
respectiva solicitud de anticipo señalada en el
inciso primero del artículo anterior.

En caso que durante el año 2003 exista
un exceso de postulantes, en relación a los
recursos disponibles, se priorizarán en el ac-
ceso a este beneficio en el siguiente orden:

1.- Los funcionarios mayores de 68 años de
edad, si son hombres, y de 63 años de
edad si son mujeres, y
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2.- Los funcionarios y funcionarias menores
de 68 y mayores de 65 años de edad si
son hombres y menores de 63 y mayo-
res de 60 años de edad si son mujeres,
cuya renta sea inferior a $400.000, men-
suales, en orden decreciente de edad.

Artículo 10º.- Los recursos anticipados
serán devueltos en su totalidad por la entidad
administradora de salud municipal en la for-
ma de rebaja del aporte estatal a contar del
mes siguiente a aquel en que se otorgue el
anticipo del aporte estatal a que se refiere el
artículo anterior.

El monto de los recursos a rebajar, para
efectos de la devolución, será del 3% del
aporte mensual que reciba la entidad adminis-
tradora de salud, de conformidad al artículo

49 de la Ley Nº 19.378 y el plazo para la
recuperación del total no podrá exceder de
sesenta meses.

Artículo 11º.- Todas las entidades admi-
nistradoras deberán informar semestralmen-
te, al Servicio de Salud respectivo, la nómina
de funcionarios beneficiarios.

Anótese, tómese razón y publíquese en
el Diario Oficial.- RICARDO LAGOS ESCO-
BAR, Presidente de la República.- Antonio
Infante Barros, Ministro de Salud Subrogante.-
Nicolás Eyzaguirre Guzmán, Ministro de Ha-
cienda.

Lo que transcribo a Ud. para su conoci-
miento.- Saluda a usted, Antonio Infante Ba-
rros, Subsecretario de Salud.
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DEL  DIARIO  OFICIAL

24 - Marzo

• Decreto Nº 270, de 9.12.02, del Ministerio de Educación. Reglamenta Programa de
Apoyo a la Docencia "Red Maestros de Maestros".

25 - Marzo

• Decreto Nº 235, de 23.10.02, del Ministerio de Educación. Modifica Decreto               Nº
8.144, de 1980, Reglamento de la Ley de Subvenciones.

• Decreto Nº 309, de 27.12.02, del Ministerio de Educación. Modifica Decreto               Nº
139, de 1998, que fija texto refundido del Decreto Nº 52, de 1995, Reglamento del
Programa de Becas Indígenas, y establece cantidad y monto de las becas que se
otorgarán durante el año 2003 a los beneficiarios del programa.

26 - Marzo

• Decreto Nº 6, de 14.02.03, de la Subsecretaría de Previsión Social. Modifica decre-
to que indica, y establece orden de subrogación en el cargo de Subsecretario de
Previsión Social.

27 - Marzo

• Rectificación del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 31.07.02, del Ministerio del
Trabajo y Previsión Social, publicado en la edición Nº 37.400 del Diario Oficial del
día jueves 16.01.03, que fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado del
Código del Trabajo.
N. del E.: La totalidad de estas rectificaciones fueron incorporadas en la edición del
Código del Trabajo publicada en Boletín Nº 169, febrero 2003, pp. 25 y ss.

28 - Marzo

• Auto Acordado sobre minutas para demandas nuevas de la Corte de Apelaciones de
Iquique.

31 - Marzo

• Resolución Nº 459 exenta, de 26.03.03, de la Superintendencia de Electricidad y
Combustibles. Interpreta normas sobre acreditación de inspectores de gas.
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1º - Abril

• Ley Nº 19.865. Sobre financiamiento urbano compartido.

2 - Abril

• Decreto con Fuerza de Ley Nº 9, de 27.02.03, del Ministerio de Hacienda. Fija por-
centajes de la asignación de dirección superior a los cargos de jefe superior de los
servicios públicos dependientes o relacionados con el Ministerio del Trabajo y Previ-
sión Social que señala (publicado en esta edición del Boletín).

• Decreto Nº 48, de 11.02.03, del Ministerio de Salud. Modifica Decreto Supremo   Nº
247, de 2000, del Ministerio de Salud y del Ministerio de Hacienda, que determina
porcentajes específicos de bonificación a las prestaciones médicas otorgadas en la
modalidad de libre elección de la Ley Nº 18.469.

7 - Abril

• Extracto de Resolución Nº 17 exenta, de 2003, del Servicio de Impuestos Internos.
Modifica Resolución Nº 01 exenta, de 3.01.03.

• Decreto Nº 156 exento, de 18.03.03, del Ministerio de Educación. Modifica Decreto
Nº 1.300 exento, de 2002, que aprueba planes y programas de estudio para alumnos
con trastornos específicos del lenguaje.

• Resolución Nº 4.391 exenta, de 21.03.03, del Ministerio de Educación. Fija para el
año 2003, distribución regional de cupos disponibles para la acreditación para per-
cepción de la asignación de excelencia pedagógica Ley Nº 19.715.

8 - Abril

• Ley Nº 19.864. Dicta normas sobre la educación parvularia y regulariza instalación
de jardines infantiles.

11 - Abril

• Ley Nº 19.866. Moderniza la normativa reguladora de los arrendamientos de predios
urbanos.

• Autos Acordados sobre minutas para nuevas demandas de las Cortes de Apelacio-
nes de Puerto Montt y de Temuco.

12 - Abril

• Decreto Nº 24, de 12.03.03, de la Subsecretaría de Transportes. Modifica Capítulo
Tercero del Manual de Señalización de Tránsito.
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14 - Abril

• Decreto Nº 90, de 10.03.03, de la Subsecretaría del Trabajo. Establece orden de
subrogancia del Director Nacional del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.

16 - Abril

• Decreto Nº 40, de 10.01.03, del Ministerio de Educación. Reglamenta pago de sub-
vención general básica especial diferencial a alumnos integrados en cursos de ense-
ñanza media.

• Decreto Nº 96, de 17.02.03, del Ministerio de Educación. Modifica Decreto Nº 117,
de 2001, que reglamenta artículo 13 de la Ley Nº 19.715 sobre bonificación espe-
cial para profesores encargados de establecimientos educacionales rurales.

17 - Abril

• Decreto Nº 111, de 20.03.03, del Ministerio de Educación. Crea Beca de Monitores
de Talleres de Aprendizaje.

• Resolución Nº 396 exenta, de 14.03.03, del Ministerio de Justicia. Aprueba estándares
básicos para el ejercicio de la Defensa Penal Pública.

• Decreto Nº 50, de 17.02.03, del Ministerio de Salud. Aprueba reglamento de la
indemnización por retiro voluntario que establece la Ley Nº 19.813 para los funcio-
narios de atención primaria de salud (publicado en esta edición del Boletín).
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JURISPRUDENCIA JUDICIAL

RECURSO DE PROTECCION EN CONTRA DE
INSTRUCCIONES DE INSPECTOR DEL TRABAJO

Facultades de fiscalización e improcedencia de esta acción
cautelar como sustituto de otros medios de impugnación.

Comentarios

Frente al ejercicio de las facultades de fiscalizar el cumplimiento de la legislación laboral y
previsional por parte de los fiscalizadores del trabajo, éstos cuentan con plenas atribuciones
para constatar el efectivo cumplimiento de dicha legislación y de impartir las normas e
instrucciones adecuadas para el ejercicio de tal función pública. Por otra parte, al fiscalizar,
la Dirección del Trabajo sólo ejerce tales funciones contenidas en la ley y no por ello se
constituye en comisión especial. La garantía del derecho de propiedad no puede verse
vulnerada por una instrucción, toda vez que este acto constituye un acto previo y preparato-
rio que puede o no dar motivo para la aplicación de una multa, la que por lo demás, puede
ser impugnada a través de los recursos administrativo y después por la vía de los recursos
judiciales.

Corte de Apelaciones de Valparaíso

Valparaíso, 14 de junio de 2001.

Visto:

A fojas 12, José Argomedo García, fac-
tor de comercio, en representación de
Gastronómica A.M. Limitada, ambos domici-
liados en calle San Martín Nº 298, de Viña del
Mar, quien tiene administración de tres loca-
les de McDonald's de Chile S.A., deduce
recurso de protección en contra de don Er-
nesto Sepúlveda Tornero, fiscalizador de la
Inspección Comunal del Trabajo de Viña del
Mar, ambos domiciliados en Von Schröeders
Nº 493 de Viña del Mar, porque con fecha 16
de abril de 2001 impartió una instrucción
notificada en la misma fecha la que constitu-
ye un acto arbitrario e ilegal que ha provoca-
do una privación, perturbación o amenaza en
el ejercicio de los derechos constitucional-
mente protegidos del no ser juzgado por co-
misiones especiales, del de la libre contrata-
ción y del de propiedad. En la referida instruc-

ción, la parte recurrida indica que la recurren-
te debe pagar la semana corrida, desde mar-
zo de 1999 a marzo de 2001, correspondien-
te a los trabajadores que se desempeñan en
los locales de McDonald's, tales instruccio-
nes son totalmente improcedentes, toda vez
que se hace aplicable el pago de semana
corrida a trabajadores que no tienen derecho
a la misma, de acuerdo a lo dispuesto en el
artículo 45 del Código del Trabajo.

A fs. 133 informa el recurrido, señalando
en primer lugar su improcedencia por cuanto
se ha deducido en contra de un mero acto
preparatorio de una eventual resolución de
multa administrativa, resolución esta última,
que tiene una serie de vías de impugnación
administrativas; que en todo caso, la actua-
ción impugnada es totalmente legal y carece
de rasgos arbitrarios, ya que la referida ins-
trucción la impartió el fiscalizador dentro de
las facultades de que dispone, haciendo apli-
cación de la doctrina interna del Servicio ma-
nifestada en diversos dictámenes sobre el
tema semana corrida.
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Con lo relacionado y considerando:

Segundo: Que, el texto del D.F.L. Nº 2
de 1969, del Ministerio del Trabajo y Previ-
sión Social, que dispone la reestructuración y
las funciones de las Direcciones del Trabajo,
confiere facultades a estos entes públicos
para velar por:

a) La fiscalización de la legislación laboral;

b) Fijar de oficio a su petición de parte por
medio de dictámenes el sentido y alcan-
ce de las leyes del trabajo;

c) La divulgación de los principios técnicos
y sociales de la legislación laboral;

d) La supervigilancia del funcionamiento de
los organismos sindicales, de acuerdo
con las normas que lo rigen, y

e) La realización de toda acción tendiente a
prevenir y resolver los conflictos del tra-
bajo.

Tercero: Que de lo expuesto se despren-
de que el fiscalizador recurrido tenía la facul-
tad para constatar el efectivo cumplimiento
de la legislación laboral y de impartir las nor-
mas generales e instrucciones adecuadas para
el cumplimiento de la función de fiscalizar.

En consecuencia, la instrucción imparti-
da se encuentra ajustada a la ley, por lo que
no es ilegal, ni arbitraria, como lo supone la
recurrente.

Cuarto: Que, como se ha venido dicien-
do la Dirección del Trabajo en la persona del
fiscalizador sólo ha ejercido facultades de
fiscalización contempladas en la ley y no se
ha constituido en comisión especial.

Por lo demás, el fiscalizador actúa de
acuerdo a los dictámenes administrativos que
resultan para aquél, en términos de dar apli-
cación a las normas laborales infringidas me-
diante las respectivas instrucciones.

Quinto: Que, la garantía de la libre con-
tratación en materia laboral, contemplada en
el artículo 19 Nº 16 de nuestra Carta Funda-

mental, se encuentra establecida a favor de
los trabajadores. En efecto, en los contratos
de trabajo deben respetarse normas legales
sobre remuneraciones, jornada de trabajo, días
de descanso, feriado, todas las cuales resul-
tan irrenunciables, por cuyo motivo, el fiscali-
zador debe velar porque los empleadores las
cumplan a cabalidad.

Sexto: Que, por otro lado, conviene seña-
lar que la garantía del derecho de propiedad no
ha sido vulnerada toda vez que la instrucción
vinculada con la interpretación de una disposi-
ción laboral constituye un acto previo y prepa-
ratorio que puede o no dar motivo para la apli-
cación de una multa, en contra de la cual el
empleador puede impugnarla primero a través
de los recursos administrativos, y después por
la vía de los recursos judiciales contempla-
dos en la legislación laboral.

Séptimo: Que en mérito de lo expuesto
corresponde negar lugar a la acción cautelar
de protección.

Por estas consideraciones y de conformi-
dad a lo dispuesto en el artículo 20 de la
Constitución Política de la República y Auto
Acordado de la Excma. Corte Suprema, sobre
tramitación y fallo del Recurso de Protec-
ción..., se rechaza el Recurso de Protección
interpuesto a fs. 12 y siguientes por don...,
en contra de don..., fiscalizador de la Inspec-
ción Comunal del Trabajo de Viña del Mar.

Regístrese, notifíquese y archívese en su
oportunidad.

Redacción del Ministro señor Luis Alva-
rado Thimeos.

Rol Nº 295-2001.

Corte Suprema

Santiago, 16 de julio de 2001.

Vistos:

Se reproduce la sentencia en alzada, con
excepción de sus fundamentos segundo, ter-
cero, cuarto, quinto y sexto, que se eliminan,
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Y teniendo en su lugar y, además, pre-
sente:

Primero: Que conforme a los objetivos
tenidos en vista por el constituyente al insti-
tuir la acción cautelar de que se trata, esto
es, restablecer el imperio del derecho que-
brantado adoptándose las medidas que se
juzguen pertinentes al efecto, ha de precisarse
que la misma supone la clara existencia de
los derechos cuya protección se pretende,
cuyo no es el caso, desde que existe contro-
versia que debe dilucidarse en otra sede,
específicamente, en la laboral.

Segundo: Que, por otra parte, existen
otros medios de impugnación para las ins-
trucciones cuestionadas, como, asimismo,
para la resolución o resoluciones que puedan

adoptarse en definitiva en torno al debate, de
manera que, por esta razón y la indicada en el
fundamento anterior, resulta improcedente el
recurso en examen.

Por estas consideraciones y visto, ade-
más, lo dispuesto en el artículo 20 de la
Constitución Política de la República y Auto
Acordado de esta Corte sobre Tramitación...,
se confirma la sentencia apelada de catorce
de junio del año en curso, que se lee a fojas
160, sin perjuicio de otros derechos que el
recurrente pueda hacer valer ante las instan-
cias respectivas.

Regístrese y devuélvase con sus agrega-
dos.

Rol Nº 2.304-01.
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JURISPRUDENCIA JUDICIAL

CORTE SUPREMA
RECURSO DE CASACION

Ley Nº 19.631 (Ley Bustos) no es aplicable en la quiebra

Ley de quiebras prima por sobre la norma del artículo
162 del Código Laboral

Comentarios

La sentencia definitiva de primera instancia del Tribunal Laboral acogió la acción principal
consistente en declarar nulos los despidos laborales de los trabajadores demandantes, toda
vez que el empleador, a la época de poner fin a los contratos de trabajo, no se encontraba al
día en el pago de las cotizaciones previsionales, ordenando el pago de las remuneraciones
devengadas y de las cotizaciones previsionales, en virtud de lo dispuesto en el artículo 162
del Código Laboral. Asimismo, esta sentencia desestimó la pretensión subsidiaria de los
actores, consistente en declarar sus despidos ilegales o arbitrarios por aplicación de las
causales de los números 5 y 6 del artículo 159 del Código Laboral, es decir caso fortuito o
fuerza mayor y/o conclusión Laboral que dio origen al contrato, sustentada en el estado de
quiebra de su empleador, por no configurarse tales causales. Dicha sentencia fue confirmada
por la Corte de Apelaciones de Arica. En contra del último fallo, el Síndico de la empresa
fallida interpuso recurso de casación en la forma y en el fondo.

Al respecto, la Corte Suprema sostuvo que la Ley Nº 18.175, Ley de Quiebras, debe primar
por sobre la norma general contenida en el artículo 162 del Código Laboral. En efecto,
conforme al procedimiento de quiebras, el Síndico debe proceder a cerrar los establecimien-
tos del fallido a fin de iniciar la liquidación de los bienes y el pago de los créditos, de manera
que el Síndico no podía efectuar el pago de las cotizaciones previsionales de los trabajadores
de la empresa en quiebra, sin efectuar antes el pago de otros créditos con mejor preferencia
o reservar fondos para ello. De lo anterior, se desprende que la normativa de la ley de
quiebras, en el evento que existan deudas previsionales a la fecha del despido de los
trabajadores de la fallida, deben primar sobre el artículo 162 del Código Laboral.

Como fundamento jurídico la Corte expresó que la cotización previsional es un gravamen
que pesa sobre las remuneraciones de los trabajadores, el cual es descontado por el
empleador. En ese contexto, la deuda previsional que mantenga una empresa debe tener un
tratamiento diferente según si continúa funcionando normalmente o si ha caído en quiebra.
En caso de producirse esta última situación, deben aplicarse las normas que le son propias al
procedimiento de quiebra, pues los acreedores deben ser pagados en la forma y orden de
preferencia que la ley establece. Sostener lo contrario, importaría desconocer el principio
esencial en materia de quiebra,  cual es realizar en un solo procedimiento los bienes de una
persona natural o jurídica.

Finalmente, y al dictar la correspondiente sentencia de reemplazo los sentenciadores de
casación acogieron la petición subsidiaria de los demandantes en orden a declarar a declarar
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injusto el despido efectuado por la empresa fallida, pues el estado de quiebra no constituye
ninguna de las causales de despido invocadas por el Síndico, como lo son la conclusión
Laboral que dio origen al contrato y la fuerza mayor o caso fortuito. Por ello, se ordenó el
pago de las indemnizaciones legales para dicho caso.

Sentencia de primera instancia

Santiago, 29 de octubre de 2001.

Vistos:

En estos autos rol Nº 5.760-00 sobre
juicio ordinario del Trabajo, del Tercer Juzga-
do de Letras del Trabajo de Arica, caratulados
"Morales Contreras, Karina y otros con So-
ciedad Exportadora Ltda.", representada esta
última por el Sindicato Titular Provisional de
Quiebras don William Jalaff Escandar, con
fecha 16 de abril del año en curso, según se
lee a fojas 116 y siguientes, se dictó senten-
cia de primer grado, la cual acogió la acción
principal interpuesta por los actores, consis-
tente en declarar sus despidos laborales nu-
los, en razón de que su empleador, a la data
de poner fin a sus servicios, no se encontraba
al día en el pago de las cotizaciones previ-
sionales. Así, este fallo ordenó el pago de las
remuneraciones devengadas, a contar de la
fecha del despido que se invalidó, más las
cotizaciones previsionales y de salud adeuda-
das hasta la fecha de término efectivo de la
relación laboral, previo cumplimiento de los
incisos quinto, sexto y séptimo del artículo
162 del Código Laboral.

A la vez, esta sentencia desestimó la
pretensión subsidiaria pedida por los actores,
consistente en declarar sus despidos ilegales
o arbitrarios, fundada en que las causales
imputadas, como lo son las señaladas en los
numerales 5º y 6º del artículo 159 del Código
del Trabajo, esto es, el caso fortuito o fuerza
mayor y/o conclusión del Trabajo que dio
origen al contrato, sustentada en el estado de
quiebra de su empleador, no configuraban
tales causales.

Apelada esta resolución por el represen-
tante de la compañía demandada, la Corte de

Apelaciones de Arica, el 19 de junio del año
en curso, como se lee a fojas 162 y siguien-
te, la confirmó.

En contra de este último fallo el apodera-
do del sindico, en representación de la empre-
sa Sociedad Exportadora Ltda., interpuso re-
cursos de casación en la forma y en el fondo,
los cuales se trajeron en relación a fojas 189.

Considerando:

Primero: Que en su escrito, el apoderado
de la empresa en quiebra demandada sostie-
ne que la sentencia impugnada incurre en la
causal de nulidad formal, contemplada en el
numeral 5º del artículo 768 del Código de
Procedimiento Civil, es decir, no se encuentra
extendida legalmente, pues se pronunció con
omisión al requisito señalado en el número 4º
del artículo 170 del Código Procesal Civil,
consistente en las consideraciones de hecho
y de derecho que sirven de fundamento al
fallo.

Segundo: Que la recurrente se refiere a
la carencia de razonamientos que se advierte
en la sentencia que se reprocha, acerca del
problema legislativo para el caso de una em-
presa que ha sido declarada en quiebra y que
ha despedido a sus trabajadores, sin encon-
trarse al día el pago de las cotizaciones previ-
sionales, pues el sentenciador estima que debe
aplicarse en esta situación el artículo 162 del
texto laboral y, por ende, procede declarar
inválidos tales despidos, condenando, en de-
finitiva, a la fallida al pago de las remunera-
ciones de sus trabajadores a contar de la
fecha de la separación, más el de las cotiza-
ciones previsionales y de salud, y las que se
devenguen hasta la data del término efectivo
de la relación laboral, previo cumplimiento de
lo dispuesto en los incisos quinto, sexto y
séptimo del citado artículo 162.
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Tercero: Que los falladores al respecto
no advierten y, por consiguiente, no razonan
que en caso de quiebra de una empresa exis-
te un cuerpo normativo, como lo es la Ley
Nº 18.175 que debe primar sobre la norma
general contenida en el artículo 162 del Tex-
to Laboral.

Así, la Ley de Quiebra dispone que en el
evento que sea declarada por sentencia judi-
cial la quiebra de una empresa, como ocurre
en el caso, se producen efectos jurídicos in-
mediatos, tales como el desasimiento de los
bienes del fallido, la inhibición para adminis-
trarlos, la cual pasa a ejercer de pleno dere-
cho el Sindico de Quiebras, el cual ha sido de-
signado por el juez que conoce de la quiebra.

Por regla general, conforme al procedi-
miento contemplado en la Ley de Quiebras, el
Sindico debe proceder a cerrar los estableci-
mientos del fallido a fin de iniciar el procedi-
miento de liquidación de bienes y pago de los
créditos a los acreedores, conforme a las
normas contenidas en el artículo 147 y si-
guientes de la ley y 2.472 y siguientes del
Código Civil, que contiene la regulación sobre
la prelación de créditos en el pago de las
acreencias de la masa a favor de los acreedo-
res; de manera tal, que el Sindico no podía
efectuar el pago de las cotizaciones previsio-
nales de los trabajadores de la fallida, sin
antes efectuar el pago de otros créditos con
mejor preferencia o reservar los fondos sufi-
cientes para ello.

De lo antes explicado, resulta que la nor-
mativa de Ley de Quiebras, para el caso que
existan deudas previsionales a la fecha del
despido de los trabajadores de la fallida, de-
ben primar sobre el artículo 162 del Código
Laboral.

Cuarto: Que para un adecuado estudio
del asunto, se debe tener presente que la
sentencia en análisis ha fijado los siguientes
hechos:

a) "ambas partes concuerdan en que, con
fecha 11 de julio de 2000, por el Vigési-

mo Séptimo Juzgado Civil de Santiago
se declaró la Quiebra de la Sociedad
Exportadora Limitada y que, posterior-
mente, el 14 de julio de 2000 se puso
término a los contratos de trabajo, por
aplicación del artículo 159 Nºs. 5 y 6 del
Código del Trabajo, esto es, "Conclusión
del trabajo o servicio que dio origen al
contrato", y. "Caso fortuito o fuerza ma-
yor"."; y

b) "siendo el despido de los demandantes
un hecho cierto y no discutido por la
demandada, era de su cargo la prueba de
que las citadas imposiciones se encon-
traban solucionadas hasta el mes de ju-
nio de 2000…" y del mérito de lo obrado
en autos se desprende, inequívocamen-
te, que ello no ocurrió.

Quinto: Que el artículo 162 del Código
Laboral, después de la modificación introduci-
da por la Ley Nº 19.631, señala que "si el
contrato de trabajo termina de acuerdo con
los números 4, 5 ó 6 del artículo 159, o si el
empleador le pusiese término por aplicación
de una o más de las causales señaladas en el
artículo 160, deberá comunicarlo por escrito
al trabajador…", imponiéndole a la parte em-
presarial, otra obligación, según se aprecia en
el inciso quinto, como lo es la de "informar
por escrito el estado de pago de las cotizacio-
nes previsionales devengadas hasta el último
día del mes anterior al del despido, adjuntan-
do los comprobantes que lo justifiquen. Si el
empleador no hubiere efectuado el íntegro de
dichas cotizaciones previsionales al momento
del despido, éste no producirá el efecto de
poner término al contrato de trabajo".

Sexto: Que los jueces de mérito, según
se lee en los fundamentos duodécimo y deci-
motercero del fallo de primer grado reprodu-
cido por el de segunda, advierten que frente
al despido de trabajadores de una empresa
declarada judicialmente en quiebra, a los cua-
les se le adeudan las cotizaciones previsiona-
les, surge una colisión de normas del Estado
Laboral con las de la Ley de Quiebras, como
lo es si tales despidos producirán el efecto de
poner fin a la relación contractual, o si por el
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contrario, son válidos y la deuda previsional
pendiente de solución debe verificarse con-
forme al procedimiento concursal y pagarse
según su preferencia.

Ante este silencio legal, los senten-
ciadores, en definitiva, prefieren la norma con-
tenida en el Código Laboral, en atención a la
naturaleza de la relación contractual que vin-
culó a las partes.

Séptimo: Que para una adecuada resolu-
ción del asunto, es necesario tener presente
algunas de las disposiciones de la Ley
Nº 18.175, denominada Ley de Quiebras,
como lo son en primer lugar, los artículos 1º y
2º, que disponen:

"El juicio de quiebra tiene por objeto rea-
lizar en un solo procedimiento los bienes de
una persona natural o jurídica, a fin de pro-
veer el pago de sus deudas, en los casos y en
la forma determinada por la ley".

"La quiebra produce para el fallido y to-
dos sus acreedores un estado indivisible. Com-
prenderá, en consecuencia, todos los bienes
de aquél y todas sus obligaciones aun cuando
no sean de plazo vencido, salvo aquellos bie-
nes y obligaciones que la ley expresamente
exceptúe".

Octavo: Que este cuerpo legal, en su
artículo 64, al referirse a los efectos de la
declaración de quiebra, el fallido queda inhibi-
do de pleno derecho de la administración de
todos sus bienes presentes, salvo aquellos
que sean inembargables.", para concluir dis-
poniendo que: "La administración de que es
privado el fallido pasa de derecho al síndico,
quien la ejercerá con arreglo a las disposicio-
nes de esta ley.", con posterioridad la ley
preceptúa en sus artículos 147 y siguientes la
graduación de los créditos y su pago, indican-
do en primer lugar que los acreedores serán
pagados en la forma y orden de preferencia
establecidos en las leyes.

Noveno: Que este Texto Legal con pos-
terioridad contempla que: "El sindico hará el

pago de los créditos privilegiados de la prime-
ra clase que no hubieren sido objetados, en el
orden de preferencia que les corresponda, tan
pronto como haya fondos para ellos; reserva-
rá lo necesario para el pago de los créditos de
la misma clase, cuyo monto o privilegio esté
en litigio, y para la atención de los gastos
subsiguientes de la quiebra".

"Los créditos a que se refieren los núme-
ros 1º y 4º del artículo 2472 del Código Civil
no necesitarán de verificación.

"Los créditos mencionados en el número
5 del mismo artículo serán pagados con car-
go a los primeros fondos del fallido de que se
pueda disponer, administrativamente, siem-
pre que existan antecedentes documentarios
que los justifiquen y aun antes de su verifica-
ción".

"Igualmente, se pagarán sin necesidad
de verificación previa y en los mismos térmi-
nos establecidos en el inciso anterior, los
créditos por las indemnizaciones convencio-
nales de origen laboral hasta el límite de un
equivalente a un mes de remuneración por
cada año de servicio y fracción superior a seis
meses, y por las indemnizaciones legales del
mismo origen que sean consecuencia de la
aplicación de las causales señaladas en el
artículo 3º de la Ley Nº 19.010".

"Las restantes indemnizaciones de ori-
gen laboral así como la que sea consecuencia
del reclamo del trabajador de conformidad a
la letra b) del artículo 11 de la Ley
Nº 19.010, se pagarán con el solo mérito de
sentencia judicial ejecutoriada que así lo orde-
ne".

"Al efectuar los pagos preceptuados en
los incisos tercero y cuarto, el sindico cuidará
que el monto del saldo del activo sea sufi-
ciente para asegurar el pago de los créditos
de mejor derecho".

"En la forma establecida en el inciso pri-
mero de este artículo se hará, en seguida, el
pago de los créditos de la cuarta clase".
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"Los créditos privilegiados de la primera
clase preferirán a todo otro crédito preferente
o privilegiado establecido por leyes especia-
les".

Décimo: Que por su parte el Código Ci-
vil, al referirse en su Título XLI, del Libro IV a
la prelación de créditos, expresa en su artícu-
lo 2471 que: "Gozan de privilegio los créditos
de la 1ª, 2ª y 4ª clase, en el artículo siguiente
–2472– expone que: "La primera clase de
créditos comprende los que nacen de las cau-
sas que en seguida se enumeran: 5º las remu-
neraciones de los trabajadores y las asigna-
ciones familiares; 6º las cotizaciones adeuda-
das a organismos de Seguridad Social o que
se recauden por su intermedio, para ser desti-
nadas a ese fin, como asimismo, los créditos
del fisco en contra de las entidades adminis-
tradoras de fondos de pensiones por los apor-
tes que aquél hubiere efectuado de acuerdo
con el inciso tercero del artículo 42 del D.L.
Nº 3.500, de 1980; …".

Undécimo: Que del contexto de las nor-
mas antes tratadas, es evidente que el caso
de la quiebra no puede tener aplicación el
artículo 162 del Código del Trabajo en lo
concerniente a mantener vigente el vinculo
contractual laboral de la empresa fallida y sus
dependientes, mientras no se comunique a
estos trabajadores su situación previsional y,
más aún, estar al día en el pago de las cotiza-
ciones.

Duodécimo: Que para sostener la tesis,
es del caso tener presente, en primer lugar,
que el Código del Trabajo, en su capítulo VI,
del Libro I, contiene una serie de normas
destinadas a proteger las remuneraciones; así,
el artículo 58, impone, entre otras, la siguien-
te obligación: "El empleador deberá deducir
de las remuneraciones los impuestos que las
graven, las cotizaciones de seguridad so-
cial…".

Decimotercero: Que como se puede ad-
vertir, la cotización previsional es un grava-
men que pesa sobre las remuneraciones de
los trabajadores, el cual es descontado por el

empleador con la finalidad de ser enterado
ante el órgano previsional al cual se encuen-
tren afiliados sus dependientes, dentro del
plazo que la ley fija.

Decimocuarto: Que, en términos genera-
les, se puede sostener que la cotización pre-
visional es parte de la remuneración del traba-
jador que el empleador debe descontar y lue-
go enterar al sistema previsional al cual se
encuentra afiliado el asalariado.

Decimoquinto: Que en este contexto, la
deuda previsional que mantenga una empre-
sa, para con sus trabajadores y el ente previ-
sional, debe tener un tratamiento diferente
según si continua funcionando normalmente
o si ha caído en quiebra; en efecto, esta
última situación, debe ser tratada por las nor-
mas que le son propias al procedimiento
concursal, pues los acreedores deben ser pa-
gados en la forma y orden de preferencia que
la ley establece.

Decimosexto: Que sostener lo contrario,
importaría desconocer desde un principio los
efectos de la quiebra, cual es realizar en un
solo procedimiento los bienes de una persona
natural o jurídica, a fin de proveer al pago de
sus deudas, en los casos y en la forma deter-
minados por la ley, situación que se da en la
especie desde el momento mismo que los
créditos que emanan de deudas previsionales
gozan del privilegio de primera clase, como
ya se dijo.

Decimoséptimo: que en este mismo sen-
tido, entender que en el caso de la quiebra de
una empresa, pueda mantenerse vigente la
obligación de remunerar a los trabajadores
hasta que el empleador cumpla con la obliga-
ción de ponerse al día en su pago y comuni-
car tal situación a sus dependientes, en razón
de que exista deuda previsional, importaría
gravar la masa con mayores créditos que
aumentarían día a día, más aún importaría
generar una desigualdad entre los acreedores
y sus preferencias y, a la vez, desconocer lo
previsto en el artículo 66 de la Ley de Quie-
bras, en cuanto a que la sentencia que decla-
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ra la quiebra fija irrevocablemente los dere-
chos de todos los acreedores en el estado
que tenían el día de su pronunciamiento.

Decimoctavo: Que en mérito de lo antes
expuesto, aparece que el fallo atacado carece
de los considerandos necesarios que requería
el caso en estudio; ya que frente a la situa-
ción de la quiebra, procedía un análisis de
fondo de la normativa que la rige, ante el
problema del no pago de las cotizaciones
previsionales y del precepto contenido en el
artículo 162 del Código del Trabajo, puede
establecer, en términos generales, la plena
aplicación de este último artículo en razón de
la materia, no era suficiente para el problema.

Decimonoveno: Que ante la situación des-
crita, aparece que la sentencia cuestionada
carece de fundamento o razonamientos.

Vigésimo: Que de o antes dicho, resulta
que la sentencia no cumple con los presu-
puestos que debe reunir, en especial el con-
templado en el númeral 5º del artículo 458
del Código del Trabajo, en relación con el
número 4º del artículo 170 del Código de
Procedimiento Civil y 10 del auto acordado
de esta Corte de 30 de septiembre de 1920
"Sobre Forma de las Sentencias".

Vigésimo primero: Que la omisión expre-
sada es constitutiva de un vicio de nulidad
formal, como el preceptuado en el artículo
768, número 5º del citado Texto de Procedi-
miento Civil, en conexión con los ya mencio-
nados artículos 170 Nº 4 de mismo Cuerpo
Legal y 458 Nº 5 del Código Laboral.

Vigésimo segundo: Que en atención a lo
antes indicado, se tiene por no interpuesto el
recurso de casación en el fondo.

Por estos fundamentos y de conformi-
dad, además, con lo dispuesto en los artícu-
los 764, 765, 786 y 775 del Código de
Procediiento Civil, se declara que se invalida
la sentencia de segundo grado, dictada por
una de las salas de la Corte de Apelaciones
de Arica con fecha 19 de junio del año en

curso, escrita a fojas 162 y siguientes, y se
procede a continuación y en forma separada
a dictar la correspondiente sentencia de re-
emplazo.

Téngase por no interpuesto el recurso
de casación en el fondo, planteado por el
apoderado del demandado al primer otrosí
de fojas 170.

Regístrese.

Rol Nº 2.777-01.

Pronunciado por los Ministros señores
Marcos Libedinsky T., José Benquis C., Urba-
no Marín V. y Jorge Medina C. Y el Abogado
Integrante señor Enrique Barros B. No firma el
Ministro señor Benquis, por encontrarse con
permiso y Barros, por encontrarse ausente,
no obstante haber concurrido a la vista del
recurso y acuerdo del fallo.

Sentencia de reemplazo

Santiago, 29 de octubre de 2000.

En cumplimiento de lo prevenido en el
artículo 786 del Código de Procedimiento
Civil, se dicta la siguiente sentencia de reem-
plazo:

Vistos:

Se reproduce la sentencia en alzada de
fecha 16 de abril último, que se lee a fojas
116 y siguientes, con excepción de sus razo-
namientos décimo, undécimo, decimoterce-
ro, decimocuarto, decimoquinto y decimo-
sexto que se eliminan.

Y se tiene en su lugar, además, presente:

Primero: Que los fundamentos tercero,
cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, nove-
no, décimo, undécimo, duodécimo, decimo-
tercero, decimocuarto, decimoquinto y
decimosexto del fallo de casación que ante-
cede, se tienen por reproducidos.
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Segundo: Que la obligación y efectos
impuestos por la modificación introducida al
artículo 162 por la Ley Nº 19.631, consiste
en que: "si el empleador no hubiere efectua-
do el integro de dichas cotizaciones previsio-
nales al momento del despido, éste no produ-
ciría el efecto de poner término al contrato de
trabajo.", como ya se dijo en la sentencia de
casación, no puede ser aplicada a una empre-
sa declarada en quiebra.

Tercero: Que esta tesis se sustenta en
términos generales, en que de mantenerse la
obligación de remunerar a los trabajadores de
la fallida, mientras no se enteren y comuni-
quen a dichos dependientes el íntegro pago
de sus cotizaciones, importaría generar nue-
vos gastos a la quiebra y, a la vez, constitui-
ría un superprivilegio, que estaría sobre los
privilegios contemplados tanto en la legisla-
ción civil y concursal, sobrepasando incluso a
los créditos con privilegio de los propios tra-
bajadores, como son aquellos relativos a la
indemnización por años de servicios que se
produce o devenga al concluir el término de
sus contratos.

Cuarto: Que por las razones expuestas
procede desestimar la petición de nulidad,
formulada por los actores en su libelo de
demanda.

Quinto: Que corresponde examinar la pe-
tición subsidiaria alegada por los demandan-
tes, aquella sustentada en que sus despidos
son ilegales y arbitrarios, pues el síndico de-
signado en la quiebra de su empleador, la
Sociedad exportadora, Soexpo Ltda. Puso tér-
mino a sus contratos de trabajo que los vin-
culaban con la empresa fallida, basado en las
causales Nºs. 5º y 6º del artículo 159 del
Código del Trabajo, esto es, conclusión del
trabajo que dio origen al contrato y el caso
fortuito o fuerza mayor, en atención al estado
de insolvencia de la empresa que él represen-
ta por la declaratoria de quiebra.

Sexto: Que del estudio de la Ley de
Quiebra Nº 18.175, en especial de los efec-

tos de la declaración de quiebra, contenidos
en su título VI, no aparece que en virtud de la
resolución de así la declare produzca una
causal objetiva de terminación de los contra-
tos de trabajo, que vincula a los dependientes
con la fallida.

Séptimo: Que, por otra parte, nuestra
legislación laboral, tampoco contempla la quie-
bra como justa causa de despido de los traba-
jadores; más aún, en este orden de ideas, es
del caso recordar que la jurisprudencia ha
señalado reiteradamente que ella no puede
ser asimilada a las causales objetivas de ter-
minación de los contratos de trabajo, fijadas
en los artículos 159, 160 y 161 del Estatuto
Laboral.

Octavo: Que en consecuencia, corres-
ponde acoger la petición subsidiaria formula-
da por los actores, en el sentido de declarar
injusto e indebido la terminación de sus con-
tratos de trabajo con la compañía fallida, pues
el estado de quiebra no constituye ninguna
de las causales de despido invocadas por el
Sindico, como lo son la conclusión de trabajo
que dio origen al contrato y la fuerza mayor o
caso fortuito.

Noveno: Que por ende, procede ordenar
el pago de las indemnizaciones legales para el
caso, conforme lo dispone el artículo 148 de
la Ley de Quiebra, en relación con el artículo
2472 del Código Civil; estos preceptos que
ubican las indemnizaciones de origen laboral
como créditos de primera clase y su grado de
preferencia, viene a sustentar legalmente la
tesis antes explicada, en cuanto a que la
quiebra de por sí no configura causa legal de
terminación de los contratos de trabajo.

Décimo: Que las indemnizaciones legales
que se reconocen en el presente fallo, es
tanto la sustitutiva por falta de aviso previo y
la por años de servicios, aumentada esta
última en un veinte por ciento, para cada uno
de los actores –salvo aquellos que reiteraron
la demanda o se desistieron durante el curso
del juicio–; las cuales deben ser liquidadas
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por el tribunal de origen, con los reajustes e
intereses legales para el caso, en la etapa de
cumplimiento del fallo, conforme a los ante-
cedentes acompañados en el escrito de de-
manda y que se encuentren bajo custodia.

Undécimo: Que por haber litigado con
motivo plausible la demandada, corresponde
que se le exima del pago de las costas del
juicio.

Y de conformidad, además, con lo dis-
puesto en los artículos 144 y 186 del Código
de Procedimiento Civil, 455, 456, 458, 463,
472, 473 del Código del Trabajo y 1545 del
Código Civil; se revoca, la sentencia en alza-
da de fecha 16 de abril del año en curso,
escrita a fojas 116 y siguientes, en cuanto
acoge la petición principal de los actores, de
declarar nulos sus despidos y de condenar en
costas a la demandada; y en su lugar se
decide, que se desestima tal petición de nuli-
dad de los despidos de los demandantes y
que ambas partes soportaran las costas del
juicio.

Se acoge la petición subsidiaria formula-
da por los demandantes, en cuento a declarar
sus despidos injustos o indebidos y, en con-
secuencia, se ordena a la demandada Socie-
dad Exportadora Ltda., representada por el
Sindico don Willian Jalaff Escandar, pagar a
los trabajadores en los términos indicados en
el razonamiento décimo, la indemnización
sustitutiva por falta de aviso previo, más la
por años de servicios, aumentada esta última
en un 20%.

Regístrese y devuélvase con sus agrega-
dos.

Rol Nº 2.777-01.

Pronunciado por los Ministros señores
Marcos Libedinsky T., José Benquis C., Urba-
no Marín V. y Jorge Medina C. Y el abogado
integrante señor Enrique Barros B. No firma el
Ministro señor Benquis, por encontrarse con
permiso y Barros, por encontrarse ausente,
no obstante haber concurrido a la vista del
recurso y acuerdo del fallo.
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DICTAMENES DE LA DIRECCION
DEL TRABAJO

DEPARTAMENTO JURIDICO

La extensión de beneficios de un instru-
mento colectivo celebrado por un sindicato,
a trabajadores que no han participado en el
acuerdo, es una materia que reiteradamente
ha requerido pronunciamiento de la autori-
dad del trabajo, atendidas las distintas si-
tuaciones que pueden presentarse en la rea-
lidad.

Sin duda esta norma deriva de lo parti-
cular de nuestro sistema de negociación co-
lectiva, en el cual el resultado de la negocia-
ción colectiva sólo afecta a los trabajadores
incluidos en la nómina adjunta al contrato,
convenio o fallo arbitral, y no como ocurre en
la mayoría de los otros sistemas jurídico-
laborales, en que los convenios colectivos
son aplicables al conjunto de los trabajado-
res de la empresa –actuales y futuros– o de
la rama de actividad objeto de la negocia-
ción.

Una razón también poderosa, que expli-
ca las reiteradas solicitudes de pronuncia-
miento sobre el artículo 346, es que en él
confluyen intereses tan relevantes como el
ejercicio de la libertad sindical, y otros de
orden patrimonial. El legislador califica como
una conducta antisindical, en el artículo 289
letra g), la infracción por parte del empleador
de la obligación de descuento y de entrega
de los fondos al sindicato.

En el presente Boletín, se incluye Dicta-
men (1.310/31 de 4.04.03) sobre la materia,
el que se pronuncia frente al caso de trabaja-
dores a quienes el empleador les hizo exten-
sivo beneficios de un contrato colectivo sus-
crito con el sindicato de la empresa, y con
posterioridad dichos trabajadores se agrupan
y celebran con su empleador un convenio
colectivo en el marco del artículo 314-bis, en

virtud de la denominada negociación colecti-
va semireglada. En esta situación, se consul-
taba si estos trabajadores, una vez celebrado
el convenio colectivo, debían seguir aportan-
do el 75% de la cuota sindical.

La conclusión, atendido el claro tenor de
la norma en comento, es que los trabajado-
res deberán continuar efectuando dicho apor-
te durante toda la vigencia del contrato co-
lectivo y los pactos modificatorios del mis-
mo, cuyos beneficios les fueron extendidos.

Con relación al contrato individual se
contiene pronunciamiento (1.124/29 de
27.03.03) sobre la legalidad de un contrato
individual de trabajo redactado en idioma
extranjero. El citado pronunciamiento, si bien
en principio señala la obligación de extender
un ejemplar en idioma español, admite la
posibilidad en su reemplazo de acompañar la
respectiva traducción aceptada por las par-
tes o aquella realizada por perito designado
para tal efecto.

La obligación de que se exprese el con-
tenido del contrato en idioma español, tiene
por finalidad, entre otras, la certeza jurídica
para el trabajador, que al recurrir a los meca-
nismos de control y fiscalización de los Ser-
vicios del Trabajo, estos accederán oportuna
y eficazmente a los contenidos de los dere-
chos y obligaciones de las partes de la rela-
ción laboral, y poder así cumplir con su fun-
ción pública.

Habitualmente se dictan leyes que regu-
lan actividades o áreas de la vida social, que
contienen puntualmente materias de orden
laboral que por su especialidad prevalecen
por sobre las normas del Código. Dos situa-
ciones, reguladas por leyes de este tipo,
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debieron ser objeto de pronunciamiento
(1.400/32 de 9.04.03 y 1.465/33 de
15.04.03):

a) La primera de ellas está contenida en la
Ley Nº 19.712, conocida como “Ley del
Deporte”, la cual regula permisos espe-
ciales para trabajadores que han sido
designados para competencias en repre-
sentación del deporte chileno.

Encontramos aquí un nuevo tipo de per-
miso, que se suma a los existentes para
dirigentes sindicales, los que se otorgan
en caso de nacimiento o fallecimiento de
un hijo o cónyuge, en las normas de
protección a la maternidad, etc.

Este permiso, regulado en el artículo 74
de la citada ley, incluye a deportistas,
técnicos, jueces, árbitros y dirigentes,
siempre que estén designados por las
instituciones competentes para represen-
tar al deporte chileno en eventos nacio-
nales o internacionales.

El permiso se traduce en la obligación de
la institución o empresa privada de con-
servar la propiedad del empleo, siendo
facultativo para el empleador considerar
ese tiempo como trabajado para efectos
remuneracionales.

b) La segunda ley es la Nº 19.832, que
modifica la Ley General de Cooperati-

vas, y que establece normas especiales
en materia de descuentos de remunera-
ciones.

Los artículos 58 y 59 de dicha ley, regu-
lan los descuentos a favor de cooperati-
vas de consumo o de ahorro y crédito de
las que un trabajador sea socio. Esta
regulación modifica las normas del inci-
so 2º del artículo 58 del Código del
Trabajo en dos sentidos:

• Aumenta el porcentaje que es posible
descontar, de un quince por ciento (15%)
a un veinticinco por ciento (25%), siem-
pre que la suma del descuento para vi-
vienda –que recordemos no puede exce-
der del 30%– y este especial para coo-
perativas no excedan en conjunto de un
45% del total de la remuneración del
trabajador.

• Es suficiente la autorización escrita del
trabajador socio de la cooperativa, sin
que se requiera el acuerdo del empleador,
como ocurre en la norma del inciso 2º
del Art. 58 del Código del Trabajo.

Rafael Pereira
Abogado

Jefe Departamento Jurídico
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MATERIA NUMERO FECHA PAGINA
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Negociación Colectiva. Extensión de beneficios. Aporte
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Horas extraordinarias .................................................. 1.121/28 27.03.03 58



Mayo 172 / 2003

Dictámenes de la Dirección del Trabajo58

JURISPRUDENCIA ADMINISTRATIVA DEL MES

SERVICIO DE COOPERACION TECNICA. NORMATIVA APLICABLE. HORAS
EXTRAORDINARIAS.

1.121/28, 27.03.03.

Emite pronunciamiento sobre régimen jurídico aplicable al personal del Ser-
vicio de Cooperación Técnica SERCOTEC, en materia de horas extraordina-
rias.

Fuentes: D.L. Nº 249, artículos 1º y 5º,
D.L. Nº 1.608, artículos 10, inciso 1º, 19,
inciso 1º y 21, inciso 1º. D.F.L. Nº 1.046,
artículos 7º, inciso 1º, y 10, incisos 1º, 2º,
3º y 4º.

Mediante presentación y en representa-
ción del Sindicato de Trabajadores del Servi-
cio de Cooperación Técnica, solicita un pro-
nunciamiento de esta Dirección acerca del
régimen jurídico aplicable al personal tanto
de la planta superior e inferior de ese Servi-
cio, en materia de horas extraordinarias.

Sobre el particular, cúmpleme informar a
Ud. lo siguiente:

Cabe señalar en primer término que de
los antecedentes aportados y tenidos a la
vista se ha podido establecer que el Servicio
de Cooperación Técnica SERCOTEC, es una
Corporación de Derecho Privado, filial CORFO,
que se rige por sus propios Estatutos y por
las normas del Título XXXlll, Libro Primero
del Código Civil, referido a las Corporaciones
y Fundaciones.

Ahora bien, no obstante que de acuerdo
a dichos Estatutos su personal permanente
se encuentra afecto a las disposiciones del
Código del Trabajo, el mencionado Servicio
se encuentra incluido en la nómina de entida-
des señalada en el artículo 1º del D.L. Nº 249,
de 1974, lo que implica que dicho personal
se encuentra sujeto, en el aspecto remunera-

cional, a la Escala Unica de Sueldos fijada por
el referido decreto ley, como también, a las
demás disposiciones que lo complementan.

Precisado lo anterior, es necesario tener pre-
sente que el artículo 5º del citado D.L. Nº 249,
prescribe:

"Los trabajadores dependientes de las
entidades enumeradas en el artículo 1º sólo
podrán percibir, además de los sueldos de la
escala que contiene dicha disposición, las
siguientes remuneraciones adicionales vigen-
tes, con las modificaciones que se estable-
cen en este decreto ley:

a)  Antigüedad.

b)  Zona.

c) gastos de movilización del artículo 76
del D.F.L. Nº 338, de 1960.

d)  gastos por pérdida de caja.

e)  viático.

f) colación.

g) cambio de residencia.

h) asignación familiar.

i) asignación por trabajos nocturnos o en
días festivos.
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j) asignación de movilización establecida
por el artículo 6º del D.L. Nº 97, de
1973".

De la norma legal antes transcrita se
colige que los trabajadores que se desempe-
ñan en las entidades que se enumeran en el
artículo 1º del D.L. en referencia, cuyo es el
caso del Servicio de Cooperación Técnica,
sólo pueden percibir, aparte de los sueldos
de la escala única, las remuneraciones adi-
cionales que en dicha disposición se indican.

Lo anterior encuentra su fundamento en
el espíritu que inspiró la dictación del citado
D.L. Nº 249, manifestado principalmente en
sus respectivos considerandos, el cual, no es
otro, que el de uniformar las remuneraciones
del personal afecto a sus disposiciones.

En relación con el mencionado precepto
debe tenerse presente la normativa conte-
nida en el artículo 19, inciso 1º, del D.L.
Nº 1.608, de 1976, el que, a la letra, esta-
blece:

"Declárase, interpretando las disposicio-
nes de los artículos 5º y 30 del D.L. Nº 249,
de 1973, que las entidades afectas al artícu-
lo 1º de dicho decreto ley, cualquiera sea su
naturaleza jurídica, deben ajustarse en mate-
ria de remuneraciones de sus personales,
exclusivamente a las normas del decreto ley
mencionado y sus modificaciones o normas
legales complementarias y a las del D.F.L.
Nº 338, de 1960, en cuanto aquél así lo
establece".

De la disposición legal antes transcrita
se infiere que, a contar de la vigencia del
D.L. Nº 249, esto es, a partir del 1º.01.74,
todas las entidades enumeradas en el artícu-
lo 1º de dicho cuerpo legal, cualquiera sea su
naturaleza jurídica, deben sujetarse, en ma-
teria de remuneraciones, exclusivamente a la
normativa del referido cuerpo legal y sus
modificaciones, como también, a aquella que
lo complemente y al Estatuto Administrativo,
en cuanto aquél así lo disponga.

Precisado lo anterior es necesario seña-
lar que el artículo 21, inciso 1º, del mencio-
nado D.L. Nº 249, previene:

"Fíjase, para todo el personal de las Ins-
tituciones, Servicios y organismos señalados
en el artículo 1º de este decreto ley, una
jornada ordinaria de trabajo de 44 horas se-
manales, distribuidas de lunes a viernes".

Del precepto legal antes citado se infiere
que el personal del Servicio de Cooperación
Técnica …, al igual que el de los otros servi-
cios, instituciones y organismos indicados
en el artículo 1º de dicho cuerpo legal, se
encuentra afecto a una jornada ordinaria de
trabajo equivalente a 44 horas semanales
distribuidas de lunes a viernes.

Acorde a lo expresado preciso es conve-
nir que a dicho personal le asiste el derecho a
percibir remuneración por el tiempo laborado
por sobre dicho límite semanal, en conformi-
dad al D.L. Nº 1.068, de 1976, el que en su
artículo 10, inciso 1º, dispone:

"Los Jefes Superiores de los servicios,
instituciones y empresas regidos por las nor-
mas de los artículos 1º y 2º del D.L. Nº 249,
de 1973, en casos calificados, por resolu-
ción fundada, con la visación del Ministro del
ramo y del de Hacienda, la cual deberá ser
sometida a la tramitación pertinente en la
Contraloría General de la República, podrán
disponer la ejecución de trabajos extraordi-
narios a continuación de la jornada".

De la mencionada norma legal aparece
que en las entidades afectas a los artículos
1º y 2º del D.L. Nº 249, de 1973, entre los
cuales, como ya se expresara, se encuentra
el Servicio de Cooperación Técnica, el Jefe
Superior de los mismos, en casos califica-
dos, y cumpliendo los demás requisitos exi-
gidos por la ley, podrá disponer que su per-
sonal ejecute trabajos extraordinarios a con-
tinuación de su jornada ordinaria de trabajo.

A este respecto es necesario agregar
que el D.F.L. Nº 1.046, de 1977, en su
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artículo 7º, inciso 1º, reglamenta dicho sobre-
tiempo disponiendo al efecto que "el máximo
de horas extraordinarias cuya ejecución po-
drá ordenarse será de 40 horas por funciona-
rio al mes".

De conformidad a dicha normativa, el
máximo de horas extraordinarias que puede
laborar a continuación de su jornada ordina-
ria el personal de que se trata asciende a 40
horas mensuales.

Sin perjuicio de lo anterior, cabe señalar
que el mencionado personal tendría también
derecho a percibir la asignación establecida
en la letra i) del artículo 5º del D.L. Nº 249,
en la medida que realizara trabajos en horario
nocturno y en días festivos, materia ésta que
se encuentra regulada en el Título ll del D.L.
Nº 1.046, cuyo artículo 10, en sus incisos 1º
a 4º, previene:

"Sólo podrán efectuarse trabajos extraor-
dinarios de noche o en días festivos cuando
no puedan esos trabajos postergarse por cau-
sa mayor imprevista o en los casos de Servi-
cios que no puedan paralizarse sin grave
daño para el país, y autorizados expresamen-
te por el Presidente de la República".

"Se entenderá por trabajo nocturno el
que se realice entre las veintiuna (21) horas
de un día y las siete (7) horas del día siguien-
te.

"Los empleados que deban realizar tra-
bajos nocturnos o en días festivos deberán
ser compensados con un descanso comple-
mentario igual al tiempo trabajado más un
aumento del cincuenta por ciento.

"Los Jefes de Servicio ordenarán los
turnos correspondientes entre su personal y
fijarán los descansos complementarios que
correspondan".

De la norma legal precitada fluye que los
trabajos extraordinarios de noche, entendien-
do por tales los que se realizan entre las 21 y
las 7 horas, y en días festivos, obedecen a
razones de causa mayor imprevista o están

destinados a evitar los daños que podría pro-
vocar al país la paralización de ciertos servi-
cios.

Se infiere igualmente que corresponde a
los respectivos Jefes Superiores ordenar los
turnos correspondientes y fijar los descansos
complementarios a que la misma norma se
refiere.

Con relación a los trabajos extraordina-
rios de que se trata, esta Dirección ha soste-
nido que no resulta aplicable el máximo de
40 horas mensuales que respecto al sobre-
tiempo laborado a continuación de la jornada
ordinaria establece el D.L. Nº 1.046, lo que
se traduce en que el trabajo extraordinario
que deba efectuarse en horario nocturno o
en días festivos y que derivan de situaciones
como las antes señaladas no se encuentra
afecto a limitación horaria.

Al tenor de lo expuesto no cabe sino
concluir que, en materia de horas extraordi-
narias, el Servicio de Cooperación Técnica
SERCOTEC debe sujetarse a las disposicio-
nes de los D.L. Nºs. 249, de 1973, 1.608,
de 1976 y D.F.L. Nº 1.046, del año 1977,
transcritas y comentadas en párrafos prece-
dentes, conclusión que no se ve alterada por
la circunstancia de que los Estatutos de esa
entidad establezcan que su personal perma-
nente se rige por el Código del Trabajo, toda
vez que el hecho de encontrarse incluido en
la nómina de servicios afectos al D.L. Nº 249
implica que resulta aplicable a su respecto la
normativa complementaria de ese decreto
ley y, específicamente, a aquella especial
referida a horas extraordinarias que contem-
plan los cuerpos legales antes citados, la que
resulta incompatible con las reguladas en el
citado Código.

Asimismo, no desvirtúa lo resuelto, lo
dictaminado por la Contraloría General de la
República en Ord. Nº 27.762, de 2.10.90,
indicado en la presentación que nos ocupa,
toda vez que la inaplicabilidad del D.F.L.
Nº 1.046 ya mencionado se encuentra refe-
rido al personal afecto al D.L. Nº 249 y
también a la normativa contenida en el Esta-
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tuto Administrativo, cuyo no es el caso de
SERCOTEC.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-

nes formuladas, cúmpleme informar a Ud.
que la normativa aplicable al personal del
Servicio de Cooperación Técnica en materia
de horas extraordinarias, es la señalada en el
cuerpo del presente informe.

CONTRATO DE TRABAJO. REDACCION IDIOMA EXTRANJERO. OBLIGA-
CION EMPLEADOR.

1.124/29, 27.03.03.

La obligación de escriturar el contrato de trabajo, dentro de los plazos
legales que establece el artículo 9º del Código del Trabajo, supone necesa-
riamente la obligación de extender un ejemplar en idioma español, o acom-
pañar la respectiva traducción aceptada por las partes o aquélla realizada
por perito designado para tal efecto.

Fuentes: Código del Trabajo, artículo 9º.
Código Civil, artículo 22. Código de Procedi-
miento Civil, artículo 347.

Mediante presentación, se requiere pro-
nunciamiento sobre la legalidad de un con-
trato redactado en idioma extranjero, habida
consideración de que el artículo 10 del Códi-
go del Trabajo no exige que las estipulacio-
nes del contrato de trabajo sean en idioma
español, y porque es práctica habitual en el
mercado laboral la exigencia a los trabajado-
res dominar a lo menos, un idioma extranje-
ro, de preferencia el inglés, para optar a un
puesto de trabajo, en cuyo caso el depen-
diente deberá comprender en su plenitud las
diversas estipulaciones contractuales, sin que
se hayan vulnerado sus derechos laborales.

Al respecto, cúmpleme informar lo si-
guiente:

El inciso primero del artículo 9º del Códi-
go del Trabajo, dispone:

"El contrato de trabajo es consensual;
deberá constar por escrito en los plazos a

que se refiere el inciso siguiente, y firmarse
por ambas partes en dos ejemplares, que-
dando uno en poder de cada contratante".

Del precepto legal transcrito, se des-
prende que el contrato de trabajo es consen-
sual, esto es, se perfecciona por el sólo
consentimiento de las partes, y que la obliga-
ción de escriturar dicho contrato dentro de
los plazos que establece el inciso segundo de
la disposición citada, se exige por vía de
prueba y no de validez para su existencia,
debiendo extenderse, a lo menos, en dos
ejemplares, permaneciendo uno en poder de
cada contratante.

En la especie, se requiere pronuncia-
miento para que se establezca si es proce-
dente extender el contrato de trabajo en un
idioma que no sea el español, porque según
el ocurrente la ley laboral no exige que el
contrato se escriture en idioma español.

De acuerdo con la normativa en estudio,
efectivamente el Código del Trabajo, en nin-
guna de sus disposiciones, exige la escritura-
ción del contrato de trabajo en idioma espa-
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ñol, ni se hace mención o alusión en ella a la
extensión u otorgamiento de otros documen-
tos en dicho idioma, circunstancia que se
explica por el hecho de que ni en la Constitu-
ción Política ni en ningún otro cuerpo legal o
reglamentario se señala que el español sea el
idioma oficial del país.

En ese contexto y para resolver el vacío
legal en cuestión, será menester recurrir a
las reglas de interpretación de la ley, conteni-
das en el inciso segundo del artículo 22 del
Código Civil, en cuya virtud los pasajes oscu-
ros de una ley pueden ser ilustrados por
medio de otras leyes, particularmente si ver-
san sobre la misma materia.

Sobre el particular, el artículo 347 del
Código de Procedimiento Civil, prevé:

"Los instrumentos extendidos en lengua
extranjera se mandarán traducir por el perito
que el tribunal designe, a costa del que los
presente, sin perjuicio de lo que se resuelva
sobre costas en la sentencia.

"Si al tiempo de acompañarse se agrega
su traducción, valdrá ésta; salvo que la parte
contraria exija, dentro de seis días, que sea
revisada por un perito, procediéndose en tal
caso como lo dispone el inciso anterior".

La norma citada, inserta en el Título XI,
del Libro II, De los Medios de Prueba, del
Código de Enjuiciamiento Civil, confirma la
legitimidad para otorgar en Chile los instru-
mentos en idioma que no sea el español,
pero al mismo tiempo establece que para su
reconocimiento en juicio, se requiere que sean
traducidos al español, exigencia establecida
también por otros cuerpos legales y regla-
mentarios en el mismo sentido.

En efecto, el artículo 11, letra a), de la
Ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de
Enseñanza, inserto en el Título I, Requisitos
Mínimos de Enseñanza Básica y Media y
Normas objetivas para velar por su cumpli-
miento, establece que para lograr los objeti-
vos generales señalados en el artículo ante-

rior, los alumnos de la enseñanza básica de-
berán alcanzar entre los requisitos mínimos
de egreso: saber leer, expresarse correcta-
mente en el idioma castellano en forma oral y
escrita, y ser capaz de apreciar otros modos
de comunicación.

A su turno, el inciso primero del artículo
404, del Código Orgánico de Tribunales, es-
tablece que las escrituras públicas deben
escribirse en idioma castellano; el artículo 26
del Código de Comercio dispone que los li-
bros deberán ser llevados en lengua castella-
na; el artículo 17 de la Ley Nº 19.496, de
1997, establece que los contratos de adhe-
sión relativos a las actividades regidas por
esa ley, deberán estar escritos de modo legi-
ble y en idioma castellano; y la misma exi-
gencia se establece, entre otros cuerpos le-
gales, en el Decreto Nº 1.876, de Salud, de
1995, artículos 4º y 80; Decreto Nº 30, de
Secretaría General de la Presidencia, de 1997,
artículo 16, artículo 12, letra a), de la Ley
Nº 19.799, y artículo 28, letra a), de la Ley
Nº 19.253.

De acuerdo con toda la normativa invo-
cada, es posible derivar que todo documento
que haya de tener un uso o destino de carác-
ter oficial o público, debe estar redactado en
idioma español o ser acompañado de la res-
pectiva traducción, significando con ello que
el único idioma oficial en la República de
Chile es el castellano, y así lo ha resuelto la
Contraloría General de la República en Dicta-
men Nº 4.031, de 1º.02.96.

En este contexto, para la suscrita, la
obligación de escriturar el contrato de traba-
jo dentro de los plazos legales que establece
el artículo 9º del Cóidigo del Trabajo, supone
necesariamente la obligación de extender un
ejemplar en idioma español, o acompañar la
respectiva traducción que hayan aceptado
las partes del contrato o aquella realizada por
el perito que para tal efecto se haya designa-
do.

Confirma, lo anterior lo dispuesto por el
artículo 31 del D.F.L. Nº 2, de 1967, ley
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orgánica de la Dirección del Trabajo, en cuya
virtud los funcionarios del trabajo podrán re-
querir de los empleadores, patrones o de sus
representantes y de sus organizaciones, toda
la documentación necesaria para efectuar las
labores de fiscalización que les corresponda
y todos los datos pertinentes para realizar las
encuestas que patrocina la Dirección del Tra-
bajo, incluso la exhibición de sus registros
contables, acción fiscalizadora que sólo es
posible cumplirse cuando los documentos
respectivos se han extendido en idioma es-
pañol o se ha acompañado la correspondien-
te traducción, según se precisa en el informe

evacuado por el Departamento de Fiscaliza-
ción de 11.03.2003.

En consecuencia, con el mérito de lo
expuesto y citas legales y administrativas,
cúmpleme informar que la obligación de es-
criturar el contrato de trabajo, dentro de los
plazos legales que establece el artículo 9º del
Código del Trabajo, supone necesariamente
la obligación de extender un ejemplar en
idioma español, o acompañar la respectiva
traducción aceptada por las partes o aquélla
realizada por perito designado para tal efec-
to.

ESTATUTO DOCENTE. CORPORACIONES MUNICIPALES. PRORROGA DEL
CONTRATO. PROCEDENCIA.

1.243/30, 1º.04.03.

A los profesionales de la educación que prestan servicios en establecimien-
tos educacionales dependientes de las Corporaciones Municipales les asis-
te el derecho al beneficio de la prórroga del contrato de trabajo por los
meses de enero y febrero en el evento que se cumplan los requisitos lega-
les, cualquiera sea la causal por la cual se puso término a los contratos de
trabajo.

Fuentes: Ley Nº 19.070, artículo 72,
letra b). Código del Trabajo, artículo 75.

Mediante presentación, ha solicitado a
esta Dirección un pronunciamiento acerca de
si les asiste el derecho al beneficio de la
prórroga del contrato de trabajo por los me-
ses de enero y febrero a las docentes que,
prestando servicios en establecimientos edu-
cacionales dependientes de una Corporación
Municipal se les pone término a sus contra-
tos de trabajo por la causal prevista en el
artículo 72, letra b) de la Ley Nº19.070, esto
es falta de probidad, conducta inmoral o
incumplimiento grave de las obligaciones que
impone la función.

Al respecto, cabe señalar que el artículo

75 del Código del Trabajo, cuerpo legal suple-
torio del Estatuto Docente, de conformidad a
lo establecido en el artículo 71 de la referida
Ley Nº 19.070, dispone:

"Cualquiera sea el sistema de contrata-
ción del personal docente de los estableci-
mientos de educación básica y media o su
equivalente, los contratos de trabajo vigen-
tes al mes de diciembre se entenderán pro-
rrogados por los meses de enero y febrero,
siempre que el docente tenga más de seis
meses continuos de servicio en el mismo
establecimiento".

De la disposición legal precedentemente
transcrita se infiere que cualquiera que sea el
sistema de contratación del personal docen-
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te de los establecimientos de educación bási-
ca y media o su equivalente, los contratos de
trabajo vigentes al mes de diciembre se en-
tenderán prorrogados por los meses de ene-
ro y febrero, o por el período que medie entre
el mes de enero y el día anterior al inicio del
año escolar siguiente, siempre que el docen-
te tenga más de seis meses continuos de
servicio en el mismo establecimiento.

De ello se sigue, entonces, que la pró-
rroga del contrato de trabajo que la norma
establece, exige que el docente cumpla con
los siguientes requisitos copulativos:

1) Que tenga contrato vigente al mes de
diciembre, esto es, cualquier día, entre
el 1º y el 31 de dicho mes, y

2) Que haya prestado servicios continuos
en el mismo establecimiento por un pe-
ríodo superior a seis meses.

De esta forma el contrato de trabajo de
un profesional de la educación que reúna los
requisitos copulativos a que se ha hecho
mención precedentemente, se entiende pro-
rrogado por los meses de enero y febrero por
el solo ministerio de la ley independiente-
mente de la causal por la cual se ponga
término al respectivo contrato.

En efecto, el legislador no ha formulado
distingo alguno en relación a la causal invoca-
da por el empleador para el término del con-
trato de trabajo, por lo que en conformidad a
la regla práctica de interpretación legal que
se expresa en el aforismo jurídico según al
cual donde la ley no distingue no es lícito al
interprete distinguir, es posible afirmar que la
prórroga del contrato que se consigna en el
artículo 75 del Código del Trabajo, beneficia
a los profesionales de la educación cualquiera
sea la causal por la cual se pretenda poner
término a su contrato, sea esta imputable o
no a la conducta del trabajador, siempre que
se cumplan los requisitos copulativos que la
citada norma legal exige.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes formuladas, cumplo en informar a Ud.
que a los profesionales de la educación que
prestan servicios en establecimientos educa-
cionales dependientes de las Corporaciones
Municipales les asiste el derecho al beneficio
de la prórroga del contrato de trabajo por los
meses de enero y febrero en el evento que se
cumplan los requisitos legales, cualquiera sea
la causal por la cual se puso término a los
contratos de trabajo.
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NEGOCIACION COLECTIVA. EXTENSION DE BENEFICIOS. APORTE SINDI-
CAL. PROCEDENCIA.

1.310/31, 4.04.03.

Los trabajadores a quienes el empleador ha hecho extensivos los beneficios
contenidos en un contrato colectivo, les asiste la obligación de efectuar el
aporte previsto en el artículo 346 del Código del Trabajo aún en el evento
que dichos dependientes celebren, posteriormente, un convenio colectivo
a la luz del artículo 314 bis, del mismo cuerpo legal, con iguales beneficios
que los obtenidos por la organización respectiva.

Fuentes: Código del Trabajo, artículos
314 bis y 346.

Concordancias: Ordinarios Nºs. 7.840/269,
de 26.11.1991 y 1.589/93, de 24 de mayo
de 2002.

Se ha solicitado un pronunciamiento res-
pecto de la obligación que asistiría a un gru-
po de dependientes de la empresa …, a quie-
nes se les estarían haciendo extensivos los
beneficios de un contrato colectivo suscrito
por un Sindicato, de efectuar el aporte del
75% a que se refiere el inciso 1º del artículo
346 del Código del Trabajo, en el evento que
dichos dependientes celebren con posteriori-
dad un convenio colectivo a la luz del artícu-
lo 314 bis), del mismo cuerpo legal, con
iguales beneficios que los obtenidos por la
organización recurrente.

Al respecto cumplo con informar lo si-
guiente:

El artículo 346, inciso 1º del Código del
Trabajo dispone:

"Los trabajadores a quienes el empleador
les hiciere extensivos los beneficios estipula-
dos en el instrumento colectivo respectivo,
para aquellos que ocupen cargos o desempe-
ñen funciones similares, deberán aportar al
sindicato que hubiere obtenido dichos bene-
ficios, un setenta y cinco por ciento de la

cotización mensual ordinaria, durante toda la
vigencia del contrato y los pactos modificato-
rios del mismo, a contar de la fecha en que
éste se les aplique. Si éstos los "hubiere
obtenido más de un sindicato, el aporte irá a
aquel que el trabajador indique; si "no lo
hiciere se entenderá que opta por la organi-
zación más representativa".

De la norma legal transcrita se infiere
que la obligación de efectuar el aporte que
en la misma se contempla, se genera en
razón de que los beneficios contenidos en un
instrumento colectivo, se apliquen o extien-
dan a trabajadores que ocupen los mismos
cargos o desempeñen similares funciones a
los de aquellos cubiertos por el respectivo
instrumento colectivo.

Asimismo, de dicho precepto se colige
que la obligación de efectuar aportes a favor
del sindicato que hubiere obtenido los bene-
ficios, debe cumplirse durante toda la vigen-
cia del instrumento colectivo y los pactos
modificatorios del mismo, a partir de la fecha
en que el empleador y el trabajador no sindi-
calizado así lo acuerden, sea tácita o expre-
samente.

Del mismo modo, conforme lo dispuesto
por el artículo 346 del Código del Trabajo, en
estudio, la obligación de aportar al sindicato
respectivo nace y se perfecciona a partir del
momento que el trabajador devenga los be-
neficios materia de la extensión. Desde en-
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tonces, en consecuencia y por explícito efec-
to establecido en la ley, se configura la obli-
gación del correspondiente descuento men-
sual, por el tiempo que la misma ley estable-
ce.

Sobre la materia, preciso es consignar
que el referido efecto de la ley, por su misma
naturaleza, no es procedente modificarlo a
posteriori por un acto de voluntad unilateral
del trabajador, como sucedería si decide,
como en la especie, incluirse o involucrarse
en un proceso de negociación colectiva no
reglada o semi reglada, según lo dispuesto
en el artículo 314 bis, del Código del Traba-
jo, instrumento este último que, aun cuando
se encuentra sujeto a ciertas formalidades,
no ha perdido su calidad de voluntario. Por lo
demás, el convenio colectivo que fuere sus-
crito con motivo de una eventual negocia-
ción de estas características, sería jurídica-
mente irrelevante para afectar la obligación
legal del aporte y descuento, pues como se
ha dicho, se trata de una obligación sancio-
nada por la ley que se configuró y perfeccio-
nó con anterioridad.

Ahora bien, en la especie un grupo de
trabajadores no sindicalizados que laboran
en la empresa …, con fecha 14 de mayo de
2002, data posterior a la celebración de un
contrato colectivo suscrito por el Sindicato
Nº 1 de Trabajadores, solicitó a la Inspección
Comunal del Trabajo Santiago Sur-Oriente, la
participación de un fiscalizador para que veri-
ficara la elección de una comisión negocia-
dora laboral que les representara frente a su
empleador en la negociación de un convenio
colectivo de trabajo que se suscribiría a la luz
del artículo 314 bis, del Código del Trabajo.

Posteriormente, el día 10 de junio de
2002, frente a un fiscalizador de la Inspec-
ción citada en el párrafo anterior, se realizó
la votación de la propuesta final del
empleador, la que fue aprobada por la mayo-
ría de los trabajadores involucrados, comen-
zando a regir, según acuerdo adoptado por
las partes, a contar del día 2 de junio del
mismo año.

Sin embargo, de acuerdo con la informa-
ción recabada por la Inspección Comunal del
Trabajo, Santiago Nor-Oriente, los trabajado-
res que conformaron el grupo negociador se
encontraban ya gozando de los beneficios
contenidos en el contrato colectivo suscrito
por el Sindicato recurrente. Efectivamente,
mediante la fiscalización realizada se com-
probó que durante el mes de mayo de 2002,
los trabajadores que conformaron el grupo
negociador percibieron los beneficios de co-
lación, asignación de movilización, bono de
asistencia y puntualidad, asignación de caja
y un bono especial entregado a todos los
trabajadores con contrato de trabajo vigente
al 1º de mayo. Todos estos beneficios se
encuentran contenidos en el contrato colec-
tivo suscrito por el Sindicato Nº 1 de Trabaja-
dores con su empleador la empresa … con
fecha 2 de mayo de 2002. En efecto, las
cláusulas quinta, séptima, octava y novena,
inciso 2º, respectivamente, se refieren ex-
presamente a los beneficios citados.

De lo expuesto se concluye que los tra-
bajadores que conformaron el grupo nego-
ciador se beneficiaron durante el mes de
mayo de 2002, de los beneficios obtenidos
por el Sindicato recurrente, a través de la
figura de extensión de beneficios contenida
en el artículo 346 del Código del Trabajo lo
que les obliga a efectuar el aporte que en la
misma norma se contiene durante toda la
vigencia del contrato y los eventuales pactos
modificatorios del mismo.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales transcritas y considera-
ciones formuladas, cúmpleme informar a Ud.
que los trabajadores a quienes el empleador
ha hecho extensivos los beneficios conteni-
dos en un contrato colectivo, les asiste la
obligación de efectuar el aporte previsto en
el artículo 346 del Código del Trabajo aún en
el evento que dichos dependientes celebren
posteriormente, un convenio colectivo a la
luz del artículo 314 bis, del mismo cuerpo
legal, con iguales beneficios que los obteni-
dos por la organización respectiva.
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LEY DE DEPORTES. TRABAJADOR DESIGNADO EN COMPETENCIA EN
REPRESENTACION DEL DEPORTE CHILENO. OBLIGACION EMPLEADOR.

1.400/32, 9.04.03.

Los empleadores de personas que hayan sido designados para competen-
cias en representación del deporte chileno, bajo los requisitos señalados en
el ar-tículo 74 de la Ley del Deporte, tienen la obligación de otorgar permi-
so a dichos trabajadores por el período que dure la concurrencia al evento
deportivo de que se trate, no existiendo, sin embargo, la obligación legal
de remunerar dicho lapso.

Fuentes: Artículo 74 de Ley Nº 19.712.

Se ha solicitado a este Servicio, por
presentación del Liceo …, un pronunciamien-
to referido a las obligaciones laborales que
para el empleador se derivan de lo dispuesto
por el artículo 74 de la Ley del Deporte
Nº 19.712, específicamente si existe para el
empleador obligación de otorgar permiso a
sus trabajadores en las condiciones señala-
das en la respectiva ley, y en caso afirmati-
vo, si debe ser remunerado dicho permiso.

Al respecto cumplo con informar a Ud.
lo siguiente:

El artículo 74 de la Ley del Deporte
señala:

"Los deportistas, técnicos, jueces, árbi-
tros y dirigentes designados por las institu-
ciones competentes para representar al de-
porte chileno en eventos de carácter nacio-
nal, sudamericano, panamericano, mundial u
olímpico y que sean funcionarios de los órga-
nos y servicios públicos a que se refiere el
artículo 1º de la Ley Nº 18.575, Orgánica
Constitucional de Bases Generales de la Ad-
ministración del Estado, tendrán derecho a
un permiso especial con goce de remunera-
ciones, con el objeto de participar en dichos
torneos por el período que dure su concu-
rrencia, previa certificación del Instituto.

Las instituciones o empresas privadas

deberán conservar la propiedad del empleo
de los trabajadores que deban concurrir, en
las mismas condiciones y plazos, a las compe-
tencias mencionadas en el inciso primero de
este artículo, pudiendo al efecto considerar
dicho lapso como efectivamente trabajado
para todos los efectos legales.

La certificación a que se refiere el inciso
primero de este artículo, deberá ser efectua-
da por el Instituto a solicitud de la entidad
que realice la designación".

De este modo, el citado articulo estable-
ce que en casos de empresas privadas, los
empleadores de trabajadores que deban con-
currir "en las mismas condiciones y plazos a
las competencias", esto es, designados por
las instituciones competentes para represen-
tar al deporte chileno en eventos nacionales
o internacionales, previa certificación del Ins-
tituto Nacional del Deporte, se encuentran
obligados a conservar el empleo de los cita-
dos trabajadores.

Lo anterior, y atendida la consulta del
recurrente, significa inequívocamente que la
ley ha establecido para los casos que señala
una suspensión legal de la obligación de pres-
tar servicios por parte del trabajador, debien-
do el empleador por exigencia legal mantener
la vigencia del contrato de trabajo, mientras
dure la competencia respectiva, siempre que,
como señala al artículo citado, se cumpla
con los requisitos señalados en la respectiva
ley, especialmente, el de la certificación del
Instituto Nacional del Deporte.
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Ahora, en lo referido a si la citada obliga-
ción implica el pago de las remuneraciones
por el período comprendido dentro del citado
permiso, cabe señalar que de la lectura del
artículo 74 de la Ley del Deporte, se sigue
que no existe para el empleador deber algu-
no en esta materia, siendo una opción volun-
taria remunerar el lapso de tiempo incluido
en el período de suspensión legal de los
servicios.

En efecto, el citado artículo de la Ley de
Deporte sólo se limita en señalar que las
empresas tienen el deber de conservar el
empleo de sus trabajadores, "pudiendo al
efecto considerar dicho lapso como efectiva-
mente trabajado para todos los efectos lega-
les", cuestión que evidencia con claridad que

en esta materia, salvo el deber de otorgar el
permiso en cuestión, no existe obligación de
remunerar, planteando el legislador en este
punto la posibilidad de que el empleador con-
sidere el permiso como tiempo trabajado y
en consecuencia, remunere el respectivo tiem-
po de permiso.

En consecuencia, de las consideracio-
nes de hecho y de derecho arriba efectua-
das, cabe concluir que los empleadores de
personas que hayan sido designados para
competencias en representación del deporte
chileno, bajo los requisitos señalados en el
artículo 74 de la Ley del Deporte, tienen la
obligación de otorgar permiso a dichos traba-
jadores por el período que dure la concurren-
cia al evento deportivo de que se trate, no
existiendo, sin embargo, la obligación legal
de remunerar dicho lapso.

REMUNERACIONES. DESCUENTOS. COOPERATIVAS DE CONSUMO O DE
AHORRO Y CREDITO. SOCIO.

1.465/33, 15.04.03.

El empleador se encuentra obligado a deducir de la remuneración de sus
trabajadores descuentos a favor de cooperativas de consumo o de ahorro y
crédito de las que el dependiente sea socio, con el solo mérito de la autori-
zación por escrito del mismo, la que deberá ser otorgada para cada opera-
ción, en la medida que no se excedan los límites máximos consignados en
el artículo 58 de la Ley Nº 19.832.

Fuentes: Código del Trabajo artículo 58.
Ley Nº 19.832, artículos 58 y 59.

Se ha solicitado un pronunciamiento de
esta Dirección acerca de la incidencia que
tiene en el artículo 58 del Código del Trabajo
lo estipulado en los artículos 58 y 59 de la
Ley Nº 19.832, especialmente en lo relativo
a si el empleador se encuentra obligado a
deducir de la remuneración de sus trabajado-
res descuentos a favor de cooperativas de
consumo o de ahorro y crédito de las que el
trabajador sea socio.

Al respecto, cumplo con informar a Ud.
lo siguiente:

El artículo 58 del Código del Trabajo,
prescribe:

"El empleador deberá deducir de las re-
muneraciones los impuestos que las graven,
las cotizaciones de seguridad social, las cuo-
tas sindicales en conformidad a la legislación
respectiva y las obligaciones con institucio-
nes de previsión o con organismos públicos.
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Igualmente, a solicitud escrita del trabajador,
el empleador deberá descontar de las remu-
neraciones las cuotas correspondientes a di-
videndos hipotecarios por adquisición de vi-
viendas y las cantidades que el trabajador
haya indicado para que sean depositadas en
una cuenta de ahorro para la vivienda abierta
a su nombre en una institución financiera o
en una cooperativa de vivienda. Estas últi-
mas no podrán exceder de un monto equiva-
lente al 30% de la remuneración total del
trabajador.

"Sólo con acuerdo del empleador y del
trabajador que deberá constar por escrito,
podrán deducirse de las remuneraciones su-
mas o porcentajes determinados, destinados
a efectuar pagos de cualquier naturaleza.
Con todo, las deducciones a que se refiere
este inciso, no podrán exceder del quince
por ciento de la remuneración total del traba-
jador.

"El empleador no podrá deducir, rete-
ner o compensar suma alguna que rebaje el
monto de las remuneraciones por arriendo
de habitación, luz, entrega de agua, uso de
herramientas, entrega de medicinas, aten-
ción médica u otras prestaciones en espe-
cie, o por concepto de multas que no estén
autorizadas en el reglamento interno de la
empresa".

Del precepto legal precedentemente
transcrito se infiere, en primer término, que
el legislador ha señalado taxativamente los
descuentos que el empleador está obligado a
efectuar de las remuneraciones de sus traba-
jadores, a saber:

a) Los impuestos que las graven;

b) Las cotizaciones de seguridad social;

c) Las cuotas sindicales, de acuerdo a la
ley;

d) Las obligaciones con instituciones de pre-
visión o con organismos públicos;

e) Las cuotas correspondientes a dividen-
dos hipotecarios por adquisición de vi-
viendas, y

f) Las cantidades indicadas por el trabaja-
dor para ser depositadas en una cuenta
de ahorro para la vivienda abierta a su
nombre en una institución financiera o
en una cooperativa de vivienda, las que,
en todo caso, no podrán exceder del
30% de la remuneración total del traba-
jador.

Es necesario puntualizar que las deduc-
ciones obligatorias señaladas en las letras e)
y f) precedentes, sólo operarán en tanto exista
una petición escrita del trabajador en tal sen-
tido.

Del precepto en análisis se infiere, ade-
más, que sólo con acuerdo del empleador y
del trabajador, que deberá constar por escri-
to, podrán deducirse de las remuneraciones
sumas destinadas a efectuar pagos de cual-
quier naturaleza hasta un máximo del 15%
de la remuneración total del dependiente.

Finalmente, la norma en comento prohíbe
al empleador efectuar ciertos descuentos,
entre los que se cuentan el arriendo de habi-
tación, luz, entrega de agua, uso de herra-
mientas, entrega de medicinas, atención mé-
dica y otras prestaciones en especie o por
multas no autorizadas en el respectivo regla-
mento interno.

Por su parte, la Ley Nº 19.832, por la
cual se consulta, que modifica la Ley General
de Cooperativas, en los artículos 58 y 59,
establece:

Artículo 58. "Increméntase hasta el 25%
el límite de descuentos voluntarios por plani-
lla establecido en el inciso segundo del ar-
tículo 58 del Código del Trabajo, cuando los
descuentos adicionales sean a favor de coo-
perativas de consumo o de ahorro y crédito
de las que el trabajador sea socio, siempre
que la suma de los descuentos del referido
inciso segundo, y de los descuentos para
vivienda autorizados por el inciso primero del
mismo artículo 58 del Código mencionado,
no exceda del 45% de la remuneración total
del trabajador".
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Artículo 59. "Los descuentos a favor de
cooperativas señalados en el artículo prece-
dente se deberán efectuar con el solo mérito
de la autorización por escrito del socio de la
cooperativa, la que deberá ser otorgada para
cada operación, siempre que no se excedan
los límites máximos allí fijados.

"La persona natural o jurídica que haya
efectuado los descuentos deberá entregárse-
los a la cooperativa respectiva, dentro de los
primeros 10 días del mes siguiente a la fecha
en que hayan debido pagarse las remunera-
ciones".

De las normas legales precedentemente
transcritas se infiere que el límite para des-
cuentos voluntarios que contempla el inciso
segundo del artículo 58 del Código del Tra-
bajo, que asciende al quince por ciento de la
remuneración total de trabajador, según se
ha señalado en acápites que anteceden, ha
sido incrementado hasta el 25%, cuando los
descuentos adicionales sean a favor de coo-
perativas de consumo o de ahorro y crédito
de las que el trabajador sea socio, siempre
que la suma de los descuentos del referido
inciso segundo, y de los descuentos para
vivienda autorizados por el inciso primero del
mismo artículo 58, no exceda del 45% de la
remuneración total del trabajador.

Asimismo, se desprende que los des-
cuentos a favor de cooperativas de que se
trata se deberán efectuar con el solo mérito
de la autorización por escrito del socio de la
cooperativa, la que deberá ser otorgada para
cada operación, siempre que no se excedan
los límites máximos establecidos en el artícu-

lo 58 de la ley en análisis, encontrándose
obligada, la persona que los haya efectuado,
a entregarlos a aquella dentro de los 10 pri-
meros días del mes siguiente a la fecha en
que hayan debido pagarse las remuneracio-
nes.

En otros términos, las disposiciones en
comento de la Ley General de Cooperativas
permiten, por una parte, incrementar hasta el
25 % el límite de los descuentos voluntarios
previstos en el inciso segundo del artículo 58
del Código del Trabajo, con los máximos ya
señalados y, por otra, efectuar este descuen-
to a favor de una cooperativa de consumo o
de ahorro con la sola autorización por escrito
del respectivo socio.

Ahora bien, el tenor literal del artículo
59 recién transcrito y comentado, autoriza
para sostener que en este caso no se necesi-
ta el acuerdo de trabajador y empleador para
proceder al descuento a favor de la coopera-
tiva, sino que basta con la autorización escri-
ta del socio, encontrándose, por ende, el
empleador obligado a efectuar dicho des-
cuento mediando la referida autorización.

En consecuencia, sobre la base de las
disposiciones legales transcritas y comenta-
das y consideraciones expuestas, cumplo con
informar a Ud. que el empleador se encuen-
tra obligado a deducir de la remuneración de
sus trabajadores descuentos a favor de coo-
perativas de consumo o de ahorro y crédito
de las que el dependiente sea socio, con el
solo mérito de la autorización por escrito del
mismo, la que deberá ser otorgada para cada
operación, en la medida que no se excedan
los límites máximos consignados en el artícu-
lo 58 de la Ley Nº 19.832.
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CIRCULARES Y RESOLUCION DE LA
DIRECCION DEL TRABAJO

1.- Circulares

38, 26.03.03. Depto. de Fiscalización

Remite información sobre desempeño de trabajos calificados como pesado y
entero de cotizaciones y aportes por este concepto.

Adjunto remito a usted, copia de Oficio
Ordinario Nº 4.813 de 17.03.03, de Superin-
tendencia de Fondos de Pensiones, mediante
el cual el Superintendente de Administrado-
ras de Fondos de Pensiones, informa sobre
trabajos calificados como pesado y entero de
cotizaciones y aportes por este concepto,
con el objeto que proceda a ponerlo en cono-
cimiento de las Inspecciones del Trabajo de
su jurisdicción, para tenerlo presente en las
fiscalizaciones relacionadas con esta materia.

Saluda atentamente a usted,

Raúl Campusano Palma
Abogado

Jefe Depto. Fiscalización

Oficio Ordinario Nº 4.813, 17.03.03.

Desempeño de trabajos calificados
como pesado y entero de cotizaciones y

aportes por este concepto

Concordancias: Oficios Ordinarios
Nºs. 15.287 y 19.852, de fechas 30 de
septiembre y 31 de diciembre de 1997, res-
pectivamente, de esta Superintendencia.

Mediante carta que se cita en anteceden-
tes, se ha dirigido usted a esta Superinten-

dencia, planteando primeramente los proble-
mas que se han suscitado a raíz de la publica-
ción efectuada por la Comisión Ergonómica
Nacional, de un listado genérico que contem-
pla puestos de trabajo calificados como pesa-
dos, al margen de los procedimientos estable-
cidos para estos efectos por la Ley Nº 19.404
para que dicho organismo técnico verifique
esa condición.

Señala que los efectos que derivan de
este proceder resultan de gravedad, pues ha
determinado que, por el hecho de ignorar los
respectivos empleadores la referida califica-
ción, se encuentren actualmente adeudando
las cotizaciones y aportes establecidos en el
artículo 17 bis del D.L. Nº 3.500, de 1980,
por concepto de trabajos pesados.

Agrega que la causa de este problema
radica en la interpretación que se ha dado al
texto del artículo 5º transitorio del D.S.
Nº 71, de 1996, del Ministerio del Trabajo y
Previsión Social, según el cual se notificaría
por una vez a través del Diario Oficial y de un
periódico de circulación nacional, la nómina
de trabajos pesados elaborada por la Comi-
sión Ergonómica Nacional, que recoge aque-
llos trabajos calificados como pesados por el
D.S. Nº 681, de 1963, del Ministerio del
Trabajo y Previsión Social, respecto de los
imponentes del ex Servicio de Seguro Social.
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A este respecto, hace presente que a
raíz de una solicitud formulada por la Direc-
ción del Trabajo, la Superintendencia de Se-
guridad Social se pronunció sobre esta mate-
ria señalando que si bien la Comisión
Ergonómica Nacional actúa habitualmente a
petición de parte, atendidas las facultades
que le otorga su propia normativa, esto es, el
citado artículo 5º transitorio del D.S. Nº 71,
por única vez y de oficio efectuó la publica-
ción antes aludida, con el objeto de igualar las
condiciones entre los cotizantes del antiguo y
del Nuevo Sistema de Pensiones, concluyen-
do que esta publicación tuvo el efecto de una
notificación para los fines de comenzar el
entero de cotizaciones y aportes en los por-
centajes que se indican, respecto de quienes
ocupan puestos de trabajo en las empresas a
que se refiere.

Sostiene que este procedimiento se con-
tradice totalmente con aquel establecido en
el D.S. Nº 71, en el que intervienen activa-
mente las partes involucradas y es resuelto
técnicamente por el órgano especializado.

En consideración a lo anterior, solicita
precisar el alcance de la publicación ya aludi-
da y efectuada por la Comisión Ergonómica
Nacional, en el sentido que ella permite a
quienes desarrollan tareas coincidentes con
las del listado genérico, acudir a esta Comi-
sión para que se dé inicio al procedimiento
ordinario de calificación de los puestos de
trabajo, acotando el efecto de esta norma a
aquellos trabajadores que en virtud del D.S.
Nº 681, ya citado, ejecutaban labores pesa-
das y mantener dicha condición en el marco
de la nueva normativa.

Sobre el particular, cabe señalar en pri-
mer término que el inciso final del artículo 17
bis del D.L. Nº 3.500, de 1980, prescribe que
las cotizaciones y aportes a que se refiere esa
norma deberán efectuarse en relación a las
remuneraciones imponibles devengadas a par-
tir del primer día del mes siguiente a aquel en
que quede ejecutoriada la respectiva resolu-
ción de la Comisión Ergonómica Nacional.

De lo dispuesto en esta norma, se des-
prende que la obligación del trabajador de
enterar el porcentaje de cotización fijado en
dicha resolución, así como la del empleador
de retenerla y enterarla junto a su respectivo
aporte, sólo nace una vez que las partes
involucradas en el proceso de calificación de
un puesto de trabajo como pesado, han sido
debidamente notificadas de la misma y ésta
se encuentra ejecutoriada.

Ahora bien y en este contexto, es preci-
so considerar seguidamente lo establecido en
el artículo 5º transitorio del D.S. Nº 71, de
1996, del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social, reglamentario de la Ley Nº 19.404,
según el cual la Comisión Ergonómica Nacio-
nal debía publicar en el plazo que indica, una
lista que contenga las labores que, habiendo
sido calificadas como pesadas conforme al
D.S. Nº 681, de 1963, del mismo Ministerio,
mantengan dicha calidad para los efectos de
la citada ley, sin perjuicio de las calificaciones
que se requieren en conformidad al artículo
22 del Reglamento.

Agrega esta norma que las resoluciones
que adopta en ejercicio de esta facultad, para
todos los efectos legales, deberán ser publica-
das en el Diario Oficial de circulación nacional.

Esta publicación se llevó a efecto en el
Diario Oficial y en el diario La Nación el día 6
de octubre de 1997, incluyendo 243 puestos
de trabajo que habiendo sido calificados como
pesados bajo el imperio del citado D.S. Nº 681,
mantenían esa condición según los paráme-
tros fijados por la Ley Nº 19.404 y desarrolla-
dos en su Reglamento. Cabe considerar que
de la sola lectura de este listado se aprecia
que la calificación comprende labores de suyo
pesadas, como también la de puestos de tra-
bajo existentes en empresas determinadas.

Precisado lo anterior y atendido lo dis-
puesto en el inciso final del ya citado artículo
5º transitorio del D.S. Nº 71, se concluye que
la publicación de estas resoluciones tiene un
doble carácter: el primero, el reconocimiento
de la calidad de trabajo pesado de la actividad
a que se refiere y el segundo, el de una
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notificación para los efectos de dar inicio al
pago de las cotizaciones y aportes por el
desempeño de trabajos pesados, pero sólo
respecto de aquellos trabajadores y sus res-
pectivos empleadores individualizados en ella,
pues no ha podido surtir el mismo efecto
respecto de los puestos de trabajo desempe-
ñados en empresas o faenas indeterminadas,
como lo es por ejemplo, el de "armadores de
refrigeradores".

Así por lo demás, lo estableció esta Su-
perintendencia en su Circular Nº 997 al dis-
poner que esta publicación reviste la calidad
de una notificación para los efectos de ente-
rar las correspondientes cotizaciones y apor-
tes, en los porcentajes que señala, respecto
de quienes ocupen dichos puestos de trabajo
en las empresas a que se refiere. Lo anterior
implica que aquellos trabajadores que presta-
ban servicios al 6 de octubre de 1997 en
alguno de los puestos de trabajo calificados
como pesados en las empresas individualiza-
das en el listado, como aquellos que han sido
contratados con posterioridad a esa data para
desempeñarlos en ellas, han debido enterar
las cotizaciones y aportes a que se refiere el
artículo 17 bis del D.L. Nº 3.500.

En tanto, en aquellos casos en que el
puesto de trabajo esté calificado como pesa-
do, pero no se haya individualizado la respec-
tiva empresa, es menester estarse al procedi-
miento establecido en los artículos 22 y si-
guientes del D.S. Nº 71, de modo de obtener
de parte de la Comisión Ergonómica Nacional
el reconocimiento que el trabajador interesa-
do ocupa dicho puesto de trabajo, debiendo
practicarse las notificaciones a las partes
involucradas para dar inicio, respecto de aque-
llos trabajadores afiliados al Nuevo Sistema
de Pensiones, al pago de las cotizaciones y
aportes ya referidos, una vez que la respecti-
va resolución quede ejecutoriada.

Esta conclusión se ve reforzada por los
dispuesto en el artículo 2º del D.S. Nº 71, en
relación con su artículo 10 letra d), al estable-
cer los factores a considerar para la califica-
ción del trabajo pesado en "una determinada
entidad empleadora" y confeccionar una lista
de las labores que se ejecuten en uno o más
puestos de trabajo calificados como pesados
"de la empresa individualizada", respectiva-
mente.

En consecuencia, de acuerdo a las nor-
mas citadas y en mérito de las consideracio-
nes antes efectuadas, se concluye que la
obligación de enterar las cotizaciones y apor-
tes a que alude el artículo 17 bis del D.L.
Nº 3.500, respecto de aquellos trabajadores
que ocupan puestos de trabajo calificados
como pesados en el listado publicado en el
Diario Oficial y en La Nación del día 6 de
octubre de 1997, sólo se ha generado en
relación a las empresas individualizadas en él;
en tanto que, respecto de aquellas labores
que han sido calificadas en forma genérica, y
para los efectos de dar cumplimiento a lo
dispuesto en la norma antes citada, es nece-
sario emplear el procedimiento a que alude el
Título IV del D.S. Nº 71, de 1996 y de esta
manera, mediante la respectiva notificación,
establecer certeza acerca de las obligaciones
previsionales de los trabajadores y sus res-
pectivos empleadores. Este criterio se entien-
de igualmente aplicable a aquellas resolucio-
nes que en cumplimiento de su función ha
emitido o emita la Comisión Ergonómica Na-
cional respecto de las calificaciones que se
le han requerido en forma individual respec-
to de un puesto de trabajo de una empresa
determinada.

Saluda atentamente a usted,

Alejandro Ferreiro Yazigi
Superintendente de A.F.P.
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41 (extracto), 31.03.03. Depto. Fiscalización

Nuevas instrucciones para acreditación de pago de multas.

46, 9.04.03. Depto. Fiscalización

Remite copia de Convenio de Cooperación Técnica suscrita con FONASA.

El Servicio, con fecha 12 de diciembre
de 2002, ha suscrito Convenio de Coopera-
ción Técnica con el Fondo Nacional de Salud,
el que contiene, en sus cláusulas segunda,
tercera, cuarta y séptima (en lo que la coordi-
nación del área operativa respecta), materias
que son de conocimiento y competencia del
nivel regional inspecciones del trabajo.

En virtud de lo anterior, se adjunta copia
del citado Convenio a objeto que se dé a
conocer en las Inspecciones de su jurisdic-
ción.

Saluda atentamente a usted,

Raúl Campusano Palma
Abogado

Jefe Depto. Fiscalización

REPÚBLICA DE CHILE

Ministerio del Trabajo Ministerio de Salud
y Previsión Social Fondo Nacional de

Dirección del Trabajo Salud

Convenio de Cooperación Técnica

En Santiago de Chile a 12 de diciembre
de 2002, entre la Dirección del Trabajo, en
adelante la Dirección, RUT Nº 61.502.000-1,
representada por su Directora doña María Ester
Feres Nazarala, chilena, abogada, cédula na-

cional de identidad Nº 4.832.615-3, ambos
domiciliados en calle Agustinas Nº 1253, piso
10, Santiago, por una parte; y, por la otra, el
Fondo Nacional de Salud, en adelante FONA-
SA, o en el Fondo, RUT Nº 61.603.000-0,
representado por su Director, don Alvaro Era-
zo Latorre, chileno, médico cirujano, RUT
Nº 7.046.824-5, ambos domiciliados en San-
tiago, calle Monjitas Nº 665, han acordado
celebrar el siguiente convenio de cooperación
técnica:

PRIMERO

Antecedentes Generales

El Fondo Nacional de Salud, creado por
el Decreto Ley Nº 2.763, de 1979, es un
servicio público funcionalmente descentrali-
zado que tiene por misión, entre otras, las de
recaudar, administrar y distribuir los recursos
provenientes de las cotizaciones de los afilia-
dos al seguro público de salud en conformi-
dad a la Ley Nº 18.469 de 1985.

De conformidad a lo dispuesto en la letra
j) del artículo 30 del Decreto Ley Nº 2.763,
de 1979, modificado por la Ley Nº 19.650, el
Director del Fondo Nacional de Salud se en-
cuentra facultado para determinar, de entre
los funcionarios de la Institución, los encarga-
dos de realizar labores de fiscalización de la
recaudación de cotizaciones con las faculta-
des establecidas en los artículos 17 de la Ley
Nº 17.322 y 2º del Decreto Ley Nº 1.526, de
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1976, quienes estarán investidos de la cali-
dad de ministros de fe, por lo que, en el
cumplimiento de su cometido, habrán de re-
querir información directamente de los
empleadores, sea a través de inspecciones en
terreno, citaciones u otro medio, tendiente a
verificar el cumplimiento de la obligación de
retener y enterar la cotización de salud de sus
trabajadores dependientes, afiliados al siste-
ma público de salud.

Por su parte, en virtud de las disposicio-
nes contenidas en los artículos 184 y 476
del Código del Trabajo; 23 y siguientes del
Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1967,
del Ministerio del Trabajo y Previsión Social,
Ley Orgánica de la Dirección del Trabajo; 76
de la Ley Nº 18.482; 19 del D.L. Nº 3.500,
de 1980 y 30 de la Ley Nº 18.933, los
inspectores de la Dirección se encuentran
facultados para fiscalizar el cumplimiento,
por parte de los empleadores, de las obliga-
ciones laborales, previsionales y de higiene y
seguridad respecto de sus trabajadores de-
pendientes.

En consideración de lo anterior y a que
uno de los mecanismos utilizado por ambas
Instituciones para cumplir sus propias labores
de fiscalización, radica en la revisión de ante-
cedentes laborales y/o previsionales que obran
en poder de los empleadores, y que la materia
que le compete al Fondo constituye una parte
del componente de seguridad social, contro-
lado también por la Dirección pudiendo con
ello provocar el hecho de ser un mismo
empleador doblemente fiscalizado en razón
de un mismo período impositivo y materia, se
hace necesario, entonces, definir los paráme-
tros de colaboración entre el Fondo Nacional
de Salud y la Dirección del Trabajo, que evi-
ten la duplicidad de esfuerzos y recursos en
las acciones, conforme a las siguientes bases
de Colaboración.

El presente instrumento facilitará el de-
sarrollo y logro de los objetivos institucionales,
mediante la coordinación y unidad de acción
en materia de fiscalización, en coherencia

con lo señalado en el artículo 5º de la Ley
Nº 18.575.

SEGUNDO

Materia del Convenio

Por el presente instrumento, FONASA y
la Dirección establecen un Convenio de Cola-
boración Técnica en materias de fiscalización
del cumplimiento de las obligaciones de segu-
ridad social, especialmente del aporte de sa-
lud que los trabajadores dependientes deben
hacer al Fondo, y respecto del cual la ley les
ha encomendado velar por su cumplimiento.

FONASA, en función de sus atribucio-
nes, y de conformidad al Convenio de recau-
dación de cotizaciones de salud suscrito con
el Instituto de Normalización Previsional, po-
drá efectuar la fiscalización de las obligacio-
nes relativas a las cotizaciones de salud que
debe declarar y enterar la entidad empleadora
por un trabajador afiliado al Fondo Nacional
de Salud y las otras cotizaciones que deben
integrar los trabajadores en alguna de las
Cajas refundidas en el Instituto de Normaliza-
ción Previsional de conformidad a las disposi-
ciones de la Ley Nº 18.689 u otra posterior, y
las correspondientes a los aportes del
empleador respecto del Seguro sobre Acci-
dentes del Trabajo y Enfermedades Profesio-
nales, contenidas en la Ley Nº 16.744, cuan-
do se cotiza ante el Instituto de Normaliza-
ción Previsional y no ante una Mutual de
Empleadores.

Por otra parte, FONASA deberá informar
a través de oficio a la Inspección del Trabajo
respectiva, las irregularidades detectadas en
el pago de las otras obligaciones previsiona-
les del empleador, como son las que mantie-
nen con las Administradoras de Fondos de
Pensiones (A.F.P.), Instituciones de Salud Pre-
visional (ISAPRES), Mutualidades de Emplea-
dores y Cajas de Compensación de Asigna-
ción Familiar (C.C.A.F.) y cualquier otro in-
cumplimiento que detecte, laboral o de segu-
ridad social, con ocasión de la labor de fiscali-
zación que no esté dentro de sus facultades
solucionar.
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TERCERO

Coordinación de la Fiscalización

En el evento que ambas Instituciones
coincidieran simultáneamente en la fiscaliza-
ción de una entidad empleadora, FONASA se
inhibirá de continuar el proceso cuando el
funcionario de la Inspección respectiva hubie-
ra contemplado la fiscalización de los compo-
nentes Previsional y de Salud que correspon-
da al sistema público que recauda actualmen-
te el I.N.P. Lo anterior, sin perjuicio de los
casos en que se acuerde una fiscalización
conjunta.

Asimismo, de acuerdo a sus programas
de fiscalización, las partes podrán acordar
fiscalizaciones conjuntas con el propósito de
focalizar la inspección en determinadas ma-
terias, áreas o sectores económicos o terri-
toriales.

Con el objeto de disminuir la posibilidad
de duplicidad de las visitas inspectivas, FO-
NASA comunicará a la Dirección del Trabajo,
con la debida antelación, las visitas con-tem-
pladas en sus programas de fiscalización. Esta
información será entregada trimestralmente
en formato que se acuerde por los coordina-
dores del convenio, quienes tendrán la res-
ponsabilidad de revisar las nóminas de las
inspecciones programadas a fin de efectuar
eventuales ajustes a los planes para el logro
de estos fines.

CUARTO

De las Actas de Fiscalización,
Denuncias y Procedimientos

Si del resultado de la revisión hecha por
el Fondo se detectare evasión de cotizaciones
de salud correspondientes a trabajadores afi-
liados a FONASA o a cualquier otra cotiza-
ción que se deba enterar en el I.N.P., el
Fondo emitirá y remitirá al Instituto de Nor-
malización Previsional para su cobro, un ins-
trumento que se denominará "Acta de Cons-
titución de Deuda Previsional para su Cobro

Ejecutivo" que contendrá la constitución de la
citada deuda previsional y de salud.

Si de la visita inspectiva hecha por el
FONASA se detectaren infracciones a otros
aportes previsionales, que no se consignan
en el Acta de Fiscalización, el Fondo, remitirá
a la Inspección del Trabajo que corresponda
conocer en razón del territorio, en el más
breve plazo, un instrumento que se denomi-
nará "Denuncia de Infracciones Detectadas"
de acuerdo al formato y contenido que se
convenga por los coordinadores a que se
hace referencia la cláusula séptima del pre-
sente Convenio. Esta denuncia podrá hacerse
a través de documentación reservada u ordi-
naria, por vía magnética o mediante correo
electrónico, según lo aconsejen las circuns-
tancias y elementos de apoyo existentes.

QUINTO

Traspaso de la Información

Las instituciones acuerdan el traspaso de
información relativa a las fiscalizaciones efec-
tuadas y al resultado de las visitas de inspec-
ción, así como de otra información relevante
para las labores propias de cada Institución.
Los respectivos coordinadores del contrato
pactarán la frecuencia, contenido y formas
de los informes entre una y otra Institución.

La información proporcionada de acuer-
do a lo anterior, sólo podrá ser utilizada por
las partes en el cumplimiento de sus funcio-
nes. En consecuencia, será de responsabili-
dad de cada parte impedir que otra persona o
entidad utilice esta información o le dé un uso
distinto del indicado en el presente convenio,
o en la ley o instrucciones vigentes.

Lo anterior sin perjuicio de que la informa-
ción pueda ser entregada a otra institución pú-
blica con derecho para ello, a quien se le traspa-
sará la misma responsabilidad de secreto.

La información relativa a las Actas de
Constitución de Deuda Previsional para su
Cobro Ejecutivo, señalada en la cláusula pre-
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cedente se entregará directamente por FO-
NASA al Instituto de Normalización Previsio-
nal, quién la traspasará a la Dirección del
Trabajo para su publicación en el Boletín de In-
fractores a la Legislación Laboral y Previsional.

SEXTO

Capacitación

En los planes y programas de capacita-
ción que ambas entidades realicen, en el área
de la fiscalización, se comprometen a consi-
derar cupos para funcionarios de la otra Insti-
tución, así como participar de las charlas,
dictadas por sus propios funcionarios, para
reforzar algunas áreas de conocimientos cla-
ves para el desempeño de los fiscalizadores.

Especial tratamiento tendrá la colabora-
ción que ambas Instituciones acuerden desa-
rrollar y practicar para velar por el adecuado
uso y control de las licencias médicas que
deben ser pagadas por FONASA, cuando se
deba verificar la efectiva prestación de servi-
cios de los beneficiarios del sistema público
de salud. Ello, con el fin de que FONASA
tenga los mayores elementos y apoyo para
conocer y aplicar directamente, para estos
efectos, la ley laboral, los conceptos y la
jurisprudencia desarrollada por la Dirección
del Trabajo.

SEPTIMO

Coordinadores del Convenio

Dentro de los diez días siguientes a la
suscripción de este convenio, las partes de-
signarán mediante comunicación escrita a la
otra, un coordinador titular y uno suplente de
nivel nacional, quienes deberán velar por su
fiel cumplimiento y serán los interlocutores
válidos entre ellas. En el área propiamente
operativa asumirán esta función los Inspecto-
res Provinciales y Comunales del Trabajo y
los jefes de fiscalización de cotizaciones de
las Direcciones Regionales de FONASA que
cuentan con personal fiscalizador. Todo cam-

bio de coordinador deberá ser informado de
inmediato y por escrito a la otra parte.

OCTAVO

Duración del Convenio

El presente convenio tendrá una dura-
ción de dos años, renovándose en forma táci-
ta automática y sucesivamente por iguales
períodos, si ninguna de las partes manifiesta
su intención de ponerle término por escrito,
con una antelación de a lo menos 60 días del
respectivo período.

NOVENO

Ejemplares

El presente convenio se firma en cuatro
ejemplares de igual tenor, fecha y validez,
quedando dos en poder de cada parte.

DECIMO

Domicilio

Las partes fijan su domicilio en la comu-
na y ciudad de Santiago.

UNDECIMO

Personería

La personería de don Alvaro Erazo Latorre
para actuar a nombre y representación de
FONASA, consta en el Decreto Supremo
Nº 156, de 2000, del Ministerio de Salud y la
personería de doña María Ester Feres Nazarala,
para actuar a nombre y en representación de
la Dirección del Trabajo, consta en el Decreto
Supremo Nº 47, de fecha 11 de marzo de
1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión
Social.

Alvaro Erazo Latorre María Ester Feres Nazarala
Director Directora del Trabajo

Fondo Nacional de Salud
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2.- Resolución

1.309 (extracto), 18.12.02. RR.HH.

Aprueba protocolo y convenio tipos para la protección a la maternidad.
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SUPERINTENDENCIA DE
ADMINISTRADORAS DE FONDOS

DE PENSIONES

Selección de Dictámenes

FIS-672, 09.2002.

Pronunciamiento sobre la fecha a contar de la cual el Seguro de Cesantía es-
tablecido en la Ley Nº 19.728, es obligatorio para los trabajadores afectos a
ella.

La Administradora de Fondos de Cesan-
tía de Chile S.A. ha recurrido a esta Superin-
tendencia solicitando un pronunciamiento so-
bre la fecha a contar de la cual los trabajado-
res quedan afectos obligatoriamente a la Ley
Nº 19.728, de acuerdo con lo dispuesto en el
inciso primero del artículo 2º de este cuerpo
legal, en relación con el inciso primero de su
artículo 60. Señala que, a su juicio, la referida
ley entrará en vigencia el día 1º de un mes
determinado, por lo que la obligación de estar
adscrito al Seguro de Cesantía les afecta a
los trabajadores que inicien o reinicien activi-
dades con posterioridad a esa fecha, es decir,
a partir del día 2 de ese mismo mes.

Sobre el particular, cabe señalar que el
inciso primero del artículo 2º de la referida
Ley Nº 19.728, establece que: "Estarán suje-
tos al Seguro los trabajadores dependientes
que inicien o reinicien actividades laborales
con posterioridad a la entrada en vigencia de
la presente ley".

Asimismo, la parte final del inciso prime-
ro del artículo 60 del aludido cuerpo legal,
dispone que: "Las restantes disposiciones re-
girán a partir del primer día del duodécimo
mes siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial o a partir del primer día del mes si-

guiente al de la publicación en el Diario Oficial
de la resolución de la Superintendencia de
Administradoras de Fondos de Pensiones que
autorice el inicio de las operaciones de la
Sociedad Administradora, en el caso que esta
última fecha fuere posterior".

Ahora bien, en el evento que la resolu-
ción de esta Superintendencia –por la cual el
inicio de las operaciones de esa Sociedad– se
publique en el Diario Oficial en el mes de
septiembre de este año, la Ley Nº 19.728
comenzaría a regir el 1º de octubre de 2002,
por lo que los trabajadores que inicien o reini-
cien sus actividades laborales con posteriori-
dad a esa fecha, es decir, el día siguiente, 2
de octubre, quedan sujetos obligatoriamente
a ella. En consecuencia, en mérito de lo ex-
puesto, este Organismo comparte el criterio
de esa Sociedad Administradora.

NOTA:

Mediante Resolución Nº S-1, de fecha 9
de septiembre de 2002, la SAFP, autorizó el
inicio de las operaciones de la Sociedad "a
contar del primer día del mes subsiguiente al
de la publicación de la presente resolución en
el Diario Oficial". La referida publicación se
efectuó en el Diario Oficial Nº 37.365, de
fecha 23 de septiembre de 2002.
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FIS-686, 09.2002.

Seguro obligatorio de cesantía recibe aplicación respecto de los profesionales
de la educación que se desempeñan en establecimientos educacionales del
sector particular, regidos por el Título IV del Estatuto de los Profesionales de la
Educación y supletoriamente por el Código del Trabajo.

La Dirección del Trabajo ha solicitado a
esta Superintendencia un pronunciamiento
destinado a precisar si el seguro obligatorio
de cesantía establecido en la Ley Nº 19.728,
es aplicable a los profesionales de la educa-
ción del sector particular, regidos por el Esta-
tuto Docente, dentro de los cuales quedan
comprendidos aquellos que laboran en esta-
blecimientos educacionales particulares sub-
vencionados conforme al D.F.L. Nº 2, de
1998, del Ministerio de Educación, particula-
res pagados y técnicos profesionales regidos
por el D.L. Nº 3.166, de 1980.

Al respecto, ese Servicio de conformidad
al tenor literal del artículo 1º de la citada Ley
Nº 19.728, estima que quedarían afectos al
seguro obligatorio de cesantía no sólo los
trabajadores regidos en sus relaciones labora-
les íntegramente por el Código del Trabajo,
sino también aquellos que estando afectos a
un estatuto especial, se rigen supletoriamente
en materia de terminación del contrato de
trabajo por el Código del Trabajo, como es el
caso de los profesionales de la educación del
sector particular.

En relación con la materia objeto de con-
sulta, esta Superintendencia cumple con ex-
presar que de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 1º de la Ley Nº 19.728, el beneficio
en consulta está establecido a favor de los
trabajadores dependientes regidos por el Có-
digo del Trabajo, en las condiciones previstas
en esa ley.

Enseguida, cabe tener en consideración
que el inciso tercero del artículo 2º de esta
misma ley, establece expresamente que el
seguro obligatorio de cesantía no regirá res-

pecto de los trabajadores de casa particular,
los sujetos a contrato de aprendizaje, los me-
nores de 18 años de edad hasta que los
cumplan, y los pensionados, con excepción
de los pensionados por invalidez parcial. En
consecuencia, puede colegirse de esta dispo-
sición que las exclusiones del seguro son de
carácter taxativo.

Precisado lo anterior, resulta útil señalar
que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo
78 del D.F.L. Nº 1, del Ministerio de Educa-
ción, de 1996, que fija el texto refundido,
coordinado y sistematizado de la Ley Nº 19.070
sobre "Estatuto de los Profesionales de la
Educación", las relaciones laborales entre los
profesionales de la educación y los
empleadores educacionales del sector parti-
cular subvencionado, particulares pagados y
los que se desempeñan en establecimientos
regidos por el D.L. Nº 3.166, de 1980, son
de derecho privado y se rigen por el Código
del Trabajo y sus disposiciones complemen-
tarias en todo aquello que no esté expresa-
mente establecido en el Título IV de dicho
Estatuto y su Reglamento, contenido en el
D.S. Nº 453, del Ministerio de Educación, de
1992.

En general, el contrato de los profesiona-
les de la educación que se desempeñan en el
sector particular se rige por las normas conte-
nidas en los Títulos I y II que les son aplica-
bles, y en particular, las del Título IV del
citado Estatuto.

a) De acuerdo con el artículo 2º en relación
con el artículo 1º del estatuto en comen-
to, este cuerpo legal norma los requisi-
tos, deberes, obligaciones y derechos de
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carácter profesional, comunes a todos
los profesionales de la educación, y el
contrato de trabajo de los profesionales
de la educación que se desempeñan en
el sector particular, en los términos esta-
blecidos en el Título IV. No obstante, no
se aplica a los profesionales de la educa-
ción de colegios particulares pagados,
las normas del inciso segundo del artícu-
lo 15, (referidas a conceder carácter re-
solutivo a los Consejos de Profesores),
de los artículos 80, 81 y 84 y el inciso
segundo del artículo 88 del Título IV,
(disposiciones referidas a: duración, mo-
dalidades del contrato de trabajo, jorna-
da semanal de trabajo, feriado legal, nor-
mas que debe considerar los reglamen-
tos internos de los establecimientos edu-
cacionales particulares, derecho a la asig-
nación por desempeño en condiciones
difíciles y normas que permitan excluir al
establecimiento del mecanismo de la ne-
gociación colectiva).

b) Los profesionales de la educación del
sector particular tienen derecho a nego-
ciar colectivamente conforme a las nor-
mas del sector privado.

No obstante, si un sostenedor de esta-
blecimiento particular subvencionado con-
trata indefinidamente a todos los profe-
sionales de la educación que allí se des-
empeñan, y a lo menos los remunera
según normas establecidas en el Estatu-
to Docente para el sector municipal, las
partes de común acuerdo podrán excluir
el establecimiento del mecanismo de la
negociación colectiva.

Asimismo, a los profesionales de la edu-
cación que se desempeñan en estableci-
mientos regidos por el D.L. Nº 3.166, de
1980, se le aplica la norma precedente
reseñada que permite excluir al estable-
cimiento educacional del mecanismo de
la negociación colectiva.

c) El contrato de trabajo de los profesiona-
les de la educación del sector termina

por las causales establecidas en el Códi-
go del Trabajo.

Además, se les aplican las normas con-
tenidas en el artículo 87 del citado esta-
tuto. Conforme con esta disposición le-
gal, si el empleador pusiere término al
contrato de trabajo de un profesor por
cualquiera de las causales señaladas en
el artículo 161 del Código del Trabajo,
deberá pagarle además de la indemniza-
ción por años de servicios a que se refie-
re el artículo 163, de ese mismo Código,
otra adicional equivalente al total de las
remuneraciones que habría tenido dere-
cho a percibir si dicho contrato hubiere
durado hasta el término del año laboral
en curso.

La indemnización adicional será incom-
patible con la establecida en el artículo
75 del Código del Trabajo.

El empleador podrá poner término al con-
trato por la causal señalada en el artículo
161 del Código del Trabajo, sin incurrir
en la obligación precedente, siempre que
la terminación de los servicios se haga
efectiva el día anterior al primer día del
mes en que se inician las clases en el año
escolar siguiente y el aviso de tal des-
ahucio haya sido otorgado con menos de
sesenta días de anticipación a esta fe-
cha. De no ser así, tal desahucio no
producirá efecto alguno y el contrato
continuará vigente.

En consecuencia, de conformidad a las
disposiciones legales citadas y consideracio-
nes formuladas, esta Superintendencia cum-
ple con informar que los profesionales de la
educación del sector particular quedan afec-
tos al seguro obligatorio de cesantía estable-
cido en la Ley Nº 19.728, en atención a que
no se encuentran comprendidos dentro de los
trabajadores que el artículo 2º de esta ley
excluye expresamente del seguro y se rigen
por las normas del Código del Trabajo y sus
disposiciones complementarias en todo aque-
llo que no esté expresamente establecido en
el Título IV y en las disposiciones de los
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Títulos I y II que les son aplicables del Estatu-
to Docente, y muy especialmente porque la
terminación de los contratos de trabajo de
este tipo de profesionales se rige por las

causales establecidas en el Código del Traba-
jo. Por lo tanto, este Organismo dentro del
ámbito de su competencia concuerda con la
opinión de la recurrente.

FIS-708, 09.2002.

Sueldo empresarial. Requisito para su procedencia.

Una persona consulta sobre cotizaciones
para sueldo empresarial, y entiende que "es
una forma de cotizarle a un empleado pero
las planillas que se generan son de tipo inde-
pendiente".

En relación con la materia objeto de con-
sulta, se informa lo siguiente:

De acuerdo con el inciso tercero del Nº 6
del artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la
Renta y las instrucciones impartidas por el
Servicio de Impuestos Internos para su apli-
cación, contenidas fundamentalmente en las
Circulares Nºs. 37, 42 y 53, todas de 1990,
se permite a los contribuyentes de Primera
Categoría rebajar como gasto necesario para
producir la renta de la empresa, la remunera-
ción del socio de sociedades de personas y
socio gestor de sociedades en comandita por
acciones y la que se asigne el empresario
individual, cuando efectiva y permanentemen-
te trabaje en el negocio o empresa, hasta por
el monto que hubiera estado afecto a cotiza-
ciones previsionales obligatorias, siempre y
cuando respecto de tales remuneraciones se
cumplan con los siguientes requisitos y con-
diciones copulativas:

1. Que el empresario individual y los socios
de las sociedades respectivas, trabajen
en forma efectiva y permanente en el
negocio o empresa.

2. La mencionada rebaja procederá sólo has-
ta el monto que las remuneraciones

asignadas queden afectas a cotizaciones
previsionales obligatorias. De acuerdo a
lo dispuesto en el artículo 90 del D.L.
Nº 3.500, de 1980, tales cotizaciones
obligatorias establecidas en el artículo
92 de dicho texto legal, deben efectuar-
se sobre una renta imponible mensual
máxima de 60 U.F.

3. Que las citadas remuneraciones quedan
sujetas al impuesto único de Segunda
Categoría, conforme a las normas gene-
rales que regulan este tributo, una vez
rebajadas las cotizaciones previsionales,
por considerarse rentas del artículo 42
Nº 1 de la Ley sobre Impuesto a la Ren-
ta, y

4. Que las remuneraciones y el impuesto
único de Segunda Categoría que les afec-
ta, se contabilicen debidamente en los
períodos a que corresponden dichos con-
ceptos, identificando a sus beneficiarios.

Por otra parte, cabe tener presente que
conforme a las Instrucciones del Servicio de
Impuestos Internos, establecidas expresamen-
te en la Circular Nº 42, de 1990, ya citada,
entre otras remuneraciones, quedan expresa-
mente excluidas como gastos tributarios en
virtud del inciso tercero del Nº 6 del artículo
31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, las
remuneraciones que se paguen a las perso-
nas señaladas en el número 1 precedente, en
razón de otros servicios personales prestados
a las respectivas empresas o sociedades de
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que son propietarios o dueños, sea o no en
virtud de contratos, y cualquiera que sea la
denominación jurídica que las partes le den a
las sumas pagadas.

Además, debe tenerse presente que con-
forme a lo señalado en la letra b) del artículo
55 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y a la
Circular Nº 53, de 1990 del Servicio de Im-
puestos Internos, las cotizaciones previsiona-
les y de salud efectuados durante un ejercicio
comercial determinado sobre los sueldos pa-
tronales o empresariales asignados al empre-
sario o socio en dicho período de acuerdo con
las normas del citado inciso tercero del Nº 6
del artículo 31 de esta misma ley, no pueden
rebajarse de la renta bruta global del impues-
to Global Complementario, porque tales coti-
zaciones fueron descontadas en la determina-
ción del impuesto único de Segunda Catego-
ría que afecta a las remuneraciones empresa-
riales asignadas o pagadas.

Ahora bien, en concordancia con los re-
quisitos de carácter copulativo precedente-
mente reseñados establecidos por el Servicio
de Impuestos Internos, muy especialmente el
del Nº 2), resulta útil precisar que el artículo
92 del D.L. Nº 3.500, se refiere a las cotiza-

ciones obligatorias a que se encuentran afec-
tos los afiliados independientes, y por su par-
te, el artículo 90 de este mismo texto legal,
fija la renta imponible mensual para dicha
calidad de afiliados, señalando al respecto
que la renta imponible mensual será aquella
que el interesado declare mensualmente a la
Administradora en que se afilie, la que no
podrá ser inferior a un ingreso mínimo men-
sual, ni superior al equivalente a 60 U.F.

En consecuencia, para los efectos que
los contribuyentes de Primera Categoría a
que se ha hecho referencia, puedan rebajar
como gasto necesario para producir la renta
de la empresa, el denominado "sueldo empre-
sarial o patronal", entre otros requisitos, de-
ben efectuar cotizaciones previsionales obli-
gatorias en el Sistema de Pensiones del D.L.
Nº 3.500, en calidad de afiliados indepen-
dientes, requisito que tiene fundamento legal
en el artículo 89 del D.L. Nº 3.500 que esta-
blece, que toda persona natural que sin estar
subordinada a un empleador, ejerce una acti-
vidad mediante la cual obtiene un ingreso,
podrá afiliarse al Sistema, y la primera cotiza-
ción efectuada a una Administradora por un
independiente, produce su afiliación al Siste-
ma.

FIS-722, 09.2002.

Se pronuncia dentro del ámbito de su competencia que las cotizaciones por
trabajos pesados se deben enterar por remuneraciones imponibles efectiva-
mente devengadas.

La Contraloría General de la República ha
remitido a este Organismo Fiscalizador la con-
sulta que efectuara una Institución, relativa a
la cotización por trabajos pesados, por esti-
mar ese Servicio que la materia consultada
dice relación con la aplicación del sistema
previsional regido por el D.L. Nº 3.500, de
1980, cuya interpretación y aplicación de sus

normas le corresponden por ley a esta Superin-
tendencia.

El pronunciamiento solicitado dice rela-
ción con la procedencia de efectuar aportes y
cotizaciones por el desempeño de trabajos
pesados conforme a lo dispuesto en el artícu-
lo 17 bis del citado D.L. Nº 3.500, de 1980,
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en las situaciones de los funcionarios por
permisos con o sin goce de remuneraciones,
feriado legal, descanso anual, días de descan-
so complementario, períodos de suspensión
de funciones con o sin goce de sueldo, come-
tidos y permisos gremiales.

Sobre el particular, esta Superintendencia
informa lo siguiente:

En primer término, cabe precisar que el
personal que se desempeña en la entidad
recurrente y que se encuentra afiliado al Sis-
tema de Pensiones del D.L. Nº 3.500, de
1980, cuyas labores fueron calificadas como
trabajo pesado, se encuentra afecto a las
normas de imponibilidad aplicables a este texto
legal.

De este modo debe considerarse que en
virtud de lo dispuesto en los artículos 14 y 16
del D.L. Nº 3.500, en relación con el inciso
segundo del artículo 7º de su Reglamento
contenido en el D.S. Nº 57 de 1990, del
Ministerio del Trabajo y Previsión Social, para
los efectos de determinar la base imponible
de los afiliados al Nuevo Sistema de Pensio-
nes, se entiende por remuneración la definida
en el artículo 41 del Código del Trabajo, esto
es las contraprestaciones en dinero y las adi-
cionales en especies avaluables en dinero, y
que debe percibir el trabajador del empleador
por causa del contrato de trabajo, quedando
exentos de cotizaciones todos los emolumen-
tos que no constituyen remuneración de acuer-
do con la misma disposición legal.

A su vez, los incisos noveno y décimo
del artículo 17 bis, del citado cuerpo legal
disponen lo siguiente: "Las cotizaciones y
aportes a que se refiere este artículo deberán
efectuarse en relación a las remuneraciones
imponibles devengadas a partir del primer día
del mes siguiente a aquel en que quede
ejecutoriada la respectiva resolución de la
Comisión Ergonómica Nacional". "No proce-
derá efectuar las cotizaciones y aportes a que
se refiere este artículo, durante los períodos
en que el trabajador se encuentre en goce de
licencia médica".

Conforme lo señala la citada norma le-
gal, las cotizaciones y aportes que correspon-
de enterar en caso de trabajadores que des-
empeñan trabajos pesados deben efectuarse
sobre la remuneración imponible efectivamente
devengada, es decir, aquellas remuneracio-
nes respecto de las cuales el trabajador perci-
bió efectivamente en razón de su trabajo, con
la sola excepción de los períodos en que el
trabajador se encontraba en goce de licencia
médica.

En consecuencia, en mérito de las dispo-
siciones legales precedentemente analizadas,
esta Superintendencia cumple con informar
que el pago de las cotizaciones y aportes por
trabajos pesados que debe efectuar mensual-
mente el empleador debe ser calculado en
base a la remuneración pagada o que debió
pagarse al trabajador en el mes calendario
anterior al de la declaración y pago de las
mismas.
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FIS-747, 09.2002.

En situación que indica, trabajador dependiente que cotiza por el límite máximo
imponible mensual no puede efectuar cotizaciones obligatorias como indepen-
diente y ahorro previsional voluntario en esta última calidad, acogido a la fran-
quicia tributaria del artículo 50 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Una persona expresa que es empleado
de una empresa en la que no tiene participa-
ción y cotiza por 60 U.F. y por otra parte, es
socia de una empresa. Al respecto, consulta
si puede ahorrar de la empresa en la cual es
socia 50 U.F. de Ahorro Previsional Volunta-
rio. Agrega que en el caso de las sociedades
de responsabilidad limitada, el socio tiene suel-
do empresarial con un tope de 60 U.F., y en
definitiva, solicita que se le informe si puede
destinar 50 U.F.del sueldo de su sociedad y
también si estas 50 U.F. serían gastos acep-
tados por la sociedad.

En relación con la materia objeto de con-
sulta, se informa lo siguiente:

En primer término, debe tenerse presen-
te que de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 16 del D.L. Nº 3.500, de 1980, la
remuneración y/o renta mensual imponible
tendrá un límite máximo de 60 U.F. del último
día del mes anterior al pago de las cotizacio-
nes. Si un trabajador percibe simultáneamen-
te remuneraciones de dos o más empleadores
o además, declara rentas como trabajador

independiente, todas las remuneraciones y
rentas se sumarán para los efectos de deter-
minar el límite máximo imponible mensual
antes señalado.

De esta forma, en la situación del recu-
rrente como cotiza por el límite máximo
imponible de 60 U.F. en calidad de trabajador
dependiente, no puede efectuar cotizaciones
obligatorias como independiente, que entre
otros, es uno de los requisitos y condiciones
copulativas que debe cumplirse para acoger-
se al denominado "sueldo empresarial", de
acuerdo con lo dispuesto en el Nº 6 del ar-
tículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta
y las instrucciones impartidas por el Servicio
de Impuestos Internos, contenidas fundamen-
talmente en las Circulares Nºs. 37, 42 y 53,
todas de 1990.

Por lo tanto, no resulta procedente que
el recurrente pueda efectuar ahorro previsional
voluntario en calidad de trabajador indepen-
diente, acogido a la franquicia tributaria esta-
blecida en el artículo 50 de la Ley sobre
Impuesto a la Renta.
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FIS-797, 10.2002.

Cobro de comisiones por administración de depósitos convenidos y cotizacio-
nes voluntarias enteradas con anterioridad al 1º de marzo de 2002.

Un afiliado se ha dirigido a esta Superin-
tendencia, solicitando un pronunciamiento
acerca de la procedencia de instruir el cobro
de comisiones por la administración de depó-
sitos convenidos y cotizaciones voluntarias,
sólo respecto de aquellas sumas que los afi-
liados a las Administradoras de Fondos de
Pensiones enteren en ellas con posterioridad
al 1º de marzo de 2002.

Ello, considerando que en su opinión, las
modificaciones introducidas al D.L. Nº 3.500,
de 1980, en esta materia, no pueden tener
carácter retroactivo y, por lo mismo, no pue-
de efectuarse el cobro de la citada comisión,
por la administración de los saldos acumula-
dos por los conceptos ya señalados, con an-
terioridad a esa data.

Agrega que la A.F.P. a la cual se encuen-
tra afiliado, ha iniciado el cobro de las referi-
das comisiones sobre los saldos que mantie-
ne en ella por depósitos convenidos y cotiza-
ciones voluntarias.

Requerida al efecto, la Administradora
ha informado que con fecha 9 de julio del
presente año, remitió al domicilio del recu-
rrente una carta en la que expone los funda-
mentos legales de su proceder, sin perjuicio
de requerir además, de este Organismo, una
interpretación de la normativa aplicable, a
objeto de determinar la procedencia del cobro
de las comisiones de que se trata sobre los
saldos totales.

Sobre el particular, cabe señalar primera-
mente que del análisis de las normas que
regulan la materia, esta Superintendencia con-
cluye que el informe evacuado por la A.F.P.,
se encuentra ajustado a derecho y, consecuen-
cialmente, resulta procedente efectuar el co-

bro de comisiones por la administración de
las cotizaciones voluntarias y los depósitos
convenidos que mantengan los trabajadores
en las Administradoras de Fondos de Pensio-
nes, cualquiera sea la fecha en que éstos se
hayan enterado.

En efecto, es preciso considerar primera-
mente que el número 6 del artículo 2º de la
Ley Nº 19.768, que entró en vigencia el día
1º de marzo de 2002, agregó un nuevo ar-
tículo 20 C al D.L. Nº 3.500, de 1980, el que
dispone que "sin perjuicio de lo establecido
en el artículo 29, las Administradoras de Fon-
dos de Pensiones tendrán derecho a una retri-
bución establecida sobre la base de comisio-
nes, de cargo de los afiliados, por la adminis-
tración de los depósitos convenidos, de las
cotizaciones voluntarias y por la transferencia
de depósitos convenidos y de ahorro
previsional voluntario hacia las instituciones
autorizadas que el afiliado haya seleccionado.

Las comisiones por la administración de
los depósitos convenidos y de las cotizacio-
nes voluntarias, sólo podrán ser establecidas
como un porcentaje del saldo de ahorro vo-
luntario y depósitos convenidos administra-
dos".

El artículo 29 del citado decreto ley, por
su parte, establece que las comisiones serán
establecidas libremente por cada Administra-
dora, con carácter uniforme para todos sus
afiliados, sin perjuicio de las diferencias que
puedan producirse respecto de determinados
afiliados sin derecho a aporte adicional y de
ciertos trabajadores independientes.

Teniendo en cuenta lo anterior y para
efectos de la aplicación de estas normas,
mediante Circular Nº 1.198, este Organismo



Mayo172 / 2003

87Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones

autorizó a sus fiscalizadas sólo a diferenciar
las comisiones que cobren por la administra-
ción del ahorro previsional voluntario, entre
sus propios afiliados y aquellos que no lo son,
de manera tal que no puede efectuarse esta
diferenciación en función del saldo que cada
trabajador mantenga y que en cierta medida
estará determinado por la fecha de inicio del
ahorro.

Asimismo, esta circular, en el Nº 5 de su
Capítulo VII establece que el saldo que debe-
rá considerarse para efectos del cobro de la
comisión porcentual, será el saldo inicial en
cuotas que presente el registro individual de
cotizaciones voluntarias o de depósitos con-
venidos, el que corresponde al saldo final
resultante en la última actualización del patri-
monio, convertido de cuotas a pesos, utili-
zando el valor cuota promedio correspondien-
te a dicho mes. Mediante oficio se instruyó
además a las Administradoras que el primer
cobro de comisión se devengaría respecto de
los saldos que se mantuvieran durante el mes
de marzo de 2002.

Para instruir de la manera que se hizo, se
tuvo en cuenta primeramente que el cobro de
comisiones por la administración de las coti-
zaciones voluntarias y los depósitos conveni-
dos que pueden efectuar las Administrado-
ras, tuvo por objeto dejarlas en un pie de
igualdad frente a la gestión de los otros acto-
res del mercado, autorizados a ingresar a él
precisamente en virtud de las modificaciones
introducidas al D.L. Nº 3.500, por la ya cita-
da Ley Nº 19.768. De lo contrario, podría
darse el contrasentido de permitir a las insti-
tuciones autorizadas, el cobro de comisiones
por la administración de los saldos que, acu-
mulados con anterioridad al 1º de marzo de
2002, le sean traspasados por decisión del
afiliado, impidiéndose no obstante a la A.F.P.
dicha retribución, por la práctica de igual ges-
tión.

Por otra parte, cabe considerar que con
anterioridad a dichas modificaciones, las coti-

zaciones voluntarias no podían ser retiradas
por el afiliado, como ocurre en la actualidad,
y formaban parte de los fondos acumulados
para el financiamiento de su pensión. En tan-
to, los depósitos convenidos pueden ahora
ser retirados como excedente de libre disposi-
ción, cumpliendo el afiliado las exigencias
establecidas para ello, beneficio del que no
gozaban antes de la dictación de la Ley
Nº 19.768.

Finalmente, es preciso tener presente que
las referidas cotizaciones voluntarias y los
depósitos convenidos pueden ser traspasa-
dos a otra Administradora de Fondos de Pen-
siones o a una Institución autorizada, no es-
tando afectos estos traspasos, al pago de
comisiones, favoreciendo la competencia en-
tre los distintos administradores y, en último
término, al afiliado, por los eventuales meno-
res costos que ello le signifique.

El distinto tratamiento que recibe ahora
este ahorro y la circunstancia que el legisla-
dor no haya efectuado distinciones al mo-
mento de autorizar el cobro de comisiones
respecto de la fecha en que se enteraron las
respectivas cotizaciones o depósitos, llevan a
concluir, como se ha hecho, que aquéllas
resultan aplicables a los saldos mantenidos al
1º de marzo de 2002, respecto de los cuales
las Administradoras están efectuando todas
las gestiones inherentes a su administración,
al igual que respecto de aquellas sumas que
se ingresan con posterioridad a esa data.

Lo anterior no obsta a la circunstancia
que no pueda cobrarse comisión por la admi-
nistración de las sumas provenientes de de-
pósitos convenidos o cotizaciones volunta-
rias, cuando ellas han sido destinadas por el
afiliado al financiamiento de su pensión, pues
en tal caso sólo corresponde aplicar comisión
por los retiros que se practiquen por concep-
to de retiro programado o renta temporal, de
acuerdo a lo resuelto por esta Superinten-
dencia en su Oficio Ord. Nº 14.210, de fecha
13 de septiembre de 2002.
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FIS-S-4, 09.2002.

Seguro Obligatorio de Cesantía no recibe aplicación respecto de los profesiona-
les de la educación y profesionales de la salud que se desempeñan en la Corpo-
ración Municipal de Desarrollo Social de Ñuñoa, en atención a las consideracio-
nes que indica.

La Corporación Municipal de Desarrollo
Social de Ñuñoa, ha solicitado un pronuncia-
miento sobre la aplicación de la Ley Nº 19.728
a los trabajadores que se desempeñen como
profesionales de la salud y la educación.

Al respecto, cabe señalar que el artículo
1º del referido cuerpo legal dispone:
"Establécese un seguro obligatorio de cesan-
tía, en adelante "El Seguro", a favor de los
trabajadores dependientes regidos por el Có-
digo del Trabajo, en las condiciones previstas
en la presente ley". Como se desprende del
tenor de la disposición, ella se aplica a los
trabajadores cuya vinculación con el empleador
se regula por las normas contenidas en el
Código del Trabajo, de manera que si su
relación no se rige por ellas, no es aplicable el
Seguro de Cesantía.

Precisado lo anterior, cabe señalar que
los profesionales de la educación que prestan
servicios en establecimientos educacionales
de administración municipal, se encuentran
afectos a los Títulos I, III y final del Estatuto

Docente, contenido en la Ley Nº 19.070,
cuyo texto refundido, coordinado y sistemati-
zado fue fijado por el D.F.L. Nº 1, del Ministe-
rio de Educación, de 1996.

A su turno, los profesionales y trabajado-
res que se desempeñan en los establecimien-
tos municipales de atención primaria de salud
señalados en las letras a) y b) del artículo 2º
de la Ley Nº 19.378, se rigen en sus relacio-
nes laborales por el Estatuto de Atención
Primaria de Salud Municipal, contenido en la
citada Ley Nº 19.378.

En consecuencia, esta Superintendencia
manifiesta que no resulta aplicable a los tra-
bajadores precedentemente señalados depen-
dientes de esa Corporación el Seguro de Ce-
santía, establecido en la Ley Nº 19.728, ya
que sus relaciones laborales se encuentran
reguladas por estatutos especiales, y muy
especialmente, porque la terminación del con-
trato de trabajo de dichos trabajadores no se
rige por las causales establecidas en el Códi-
go del Trabajo.
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FIS-S-8, 10.2002.

Informa al tenor de lo solicitado, respecto a materias que indica, relacionadas
con la aplicación de la Ley Nº 19.728.

La Dirección del Trabajo solicitó a esta
Superintendencia un pronunciamiento relati-
vo a la obligación que le asistiría a un contra-
tista de la I. Municipalizada de Iquique, de
declarar y pagar la cotización del 3% de la
remuneración de los trabajadores contratados
para una obra determinada y el procedimiento
de opción por ingresar al Seguro de Cesantía
respecto de los trabajadores con contrato
vigente al 31 de agosto de 2002.

En relación con la materia objeto de con-
sulta, se informa lo siguiente:

En primer término, cabe señalar que de
la lectura de la presentación efectuada por el
interesado a ese servicio, se podría concluir
que los trabajadores estarían contratados por
obra, trabajo o servicio determinado, ya que
en su carta emplea la expresión "mantienen
una duración por un período indeterminado",
el cual se encontraría supeditado a la dura-
ción de la licitación correspondiente.

Precisado lo anterior, debe señalarse que
en el evento que los trabajadores hayan sido
contratados para una obra o servicio específi-
co, se aplicaría el párrafo 4 del Título I de la
Ley Nº 19.728, que contiene las normas es-
peciales de protección para los trabajadores
contratados a plazo o para una obra, trabajo
o servicio determinado. En dicha situación, la
cotización del 3% de la remuneración impo-
nible, que se abonará íntegramente a la cuen-
ta individual de cesantía, será de cargo exclu-
sivo del empleador.

No obstante lo anterior, si los trabajado-
res tuviesen contratos de trabajo de plazo
indefinido, para los efectos del pago de la
cotización, se aplicarían las reglas contenidas
en el artículo 5º del citado cuerpo legal.

Respecto de la afiliación al Seguro de
Cesantía por parte de los trabajadores con
contrato de trabajo vigente al 31 de agosto
de 2002, cabe señalar que el artículo 2º de la
Ley Nº 19.728, dispone que: "Estarán suje-
tos al Seguro los trabajadores dependientes
que inicien o reinicien actividades laborales
con posterioridad a la entrada en vigencia de
la presente ley".

Cabe agregar, que con fecha 23 de sep-
tiembre de 2002, se publicó en el Diario
Oficial, la Resolución Nº 1, del 9 de septiem-
bre de 2002, de esta Superintendencia, que
autoriza a la Sociedad Administradora de Fon-
dos de Cesantía de Chile S.A. para dar co-
mienzo a sus operaciones en conformidad a
las normas de la Ley Nº 19.728. Con ello
tiene lugar lo prevenido en el artículo 60 de la
misma, en cuanto a que sus disposiciones,
con excepción del párrafo 6º del Título I que
entró en vigencia el 1º de junio de 2001,
rigen "a partir del primer día del mes siguiente
al de la publicación en el Diario Oficial de la
resolución de la Superintendencia de Admi-
nistradoras de Fondos de Pensiones que au-
torice el inicio de las operaciones de la Socie-
dad Administradora".

En consecuencia, las referidas disposi-
ciones entraron en vigencia a contar del 1º de
octubre de 2002, de manera que los trabaja-
dores cuyos contratos se celebraron a partir
del 2 de octubre del presente año, se encuen-
tran incorporados obligatoriamente al Seguro
de Cesantía.

Por otra parte, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 1º transitorio de la cita-
da Ley Nº 19.728, los trabajadores con con-
trato vigente al 1º de octubre de 2002, tiene
la opción de ingresar voluntariamente al Se-
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guro, para lo cual deberán comunicar a su
empleador esta decisión, con a lo menos trein-
ta días de anticipación. Su afiliación se hará
efectiva el día 1º del mes siguiente al de la
recepción de la comunicación referida.

Finalmente, cabe precisar que las cotiza-
ciones deben pagarse o declararse en la So-
ciedad Administradora de Fondos de Cesan-

tía de Chile S.A. –que tiene a su cargo la
administración de los fondos de que se trata–
por el empleador de los trabajadores contra-
tados a partir del 2 de octubre de 2002,
dentro de los 10 primeros días del mes de
noviembre del presente año, atendido que las
remuneraciones a que han de aplicarse las
primeras cotizaciones corresponden al mes
de octubre de 2002.

FIS-S-12, 10.2002.

Emite pronunciamiento sobre la fecha de inicio de las funciones de la Comisión
de Usuarios del Sistema de Seguro de Desempleo.

La Administradora de Fondos de Cesan-
tía de Chile S.A. ha recurrido a esta Superin-
tendencia solicitando un pronunciamiento so-
bre la forma en que esa Administradora de-
berá cumplir con el artículo 57 de la Ley
Nº 19.728, en relación a los artículos 8º y
primero transitorio del D.S. Nº 49, de 2001,
del Ministerio del Trabajo y Previsión Social,
Subsecretaría de Previsión Social, que esta-
blece el Reglamento de la Comisión de Usua-
rios del Sistema de Seguros de Desempleo.
Específicamente, requiere determinar la fecha
a contar de la cual debe contarse el plazo de
45 días establecido en el citado artículo pri-
mero transitorio del Reglamento, ya que en él
se establece que la referida Comisión "inicia-
rá sus funciones el cuadragésimo quinto día
después que la Superintendencia de Adminis-
tradoras de Fondos de Pensiones autorice el
inicio de las operaciones de la sociedad Admi-
nistradora".

Señala que lo anterior, tiene importancia
para verificar el cumplimiento de uno de los
requisitos exigidos para los miembros labora-
les y empresariales de la Comisión, cual es, el

que éstos tengan la calidad de cotizantes del
Sistema, esto es, que hayan pagado al menos
una cotización al mismo.

Sobre el particular, cabe señalar que me-
diante Resolución Nº S-1, de fecha 9 de sep-
tiembre de 2002, esta Superintendencia au-
torizó a esa Sociedad Administradora a iniciar
sus operaciones a contar del "primer día del
mes siguiente a la fecha de publicación de la
presente resolución en el Diario Oficial". La
referida publicación se efectúo en el Diario
Oficial Nº 37.365, de fecha 23 de septiembre
de 2002, razón por la cual el inicio de las
operaciones de esa entidad comenzó el 1º de
octubre de 2002.

En consecuencia, en mérito de lo ex-
puesto en la aludida resolución debe señalar-
se que la Comisión de Usuarios del Sistema
de Seguro de Cesantía debe estar constituida
el día 14 de noviembre del presente año, es
decir, cuando los trabajadores y empleadores
afiliados al Seguro en el presente mes ya
hayan pagado las cotizaciones correspondien-
tes.
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Ord. Nº 11, 13.09.02.

Cobertura de los Centros de Recaudación y Pago.

La Sociedad Administradora de Fondos
de Cesantía de Chile S.A. se ha dirigido a
esta Superintendencia exponiendo la inter-
pretación que ha efectuado sobre la cober-
tura que deben otorgar los Centros de Re-
caudación y Pago que debe disponer esa
Sociedad y, solicitando su ratificación, si
procediera. Expresa que la referida cobertu-
ra se cumple si las funciones que las normas
establecen para dichos centros, esto es, la
recaudación de cotizaciones, la recepción
de declaraciones de reconocimiento de deu-
da y el pago donde existan al menos dos
agencias o sucursales de instituciones finan-
cieras o previsionales y uno en Isla de Pas-
cua, sea que tales funciones se desarrollen
conjuntamente en un mismo local o bien
por separado y en espacios físicos distin-
tos.

Sobre el particular, cabe señalar que esta
Superintendencia no ve inconveniente algu-
no, para que los Centros de Recaudación y
Pago cumplan con permitir, por una parte, a
los empleadores el pago o la declaración de
las cotizaciones de que se trata y, por otra, a
los trabajadores cobrar los pagos de los bene-
ficios, aun cuando ello importe separar en
lugares físicos la función de recaudación y la
de pago, siempre que ambas se realicen den-
tro de las comunas que se indican en las
Bases de Licitación.

Además, en términos prácticos, ello per-
mitiría otorgar un mejor servicio a afiliados y
empleadores, posibilitando a la Sociedad Ad-
ministradora de Fondos de Cesantía de Chile
S.A. la mayor cobertura física y la más expe-
dita atención a usuarios.

FIS-S-5, 25.09.02.

Responde consulta relacionada al derecho de afiliarse al Seguro de Cesantía
establecido en la Ley Nº 19.728, de trabajador imponente de Capredena regido
por el Código del Trabajo.

Usted ha remitido a esta Fiscalía la con-
sulta que se individualiza en el número 1.- de
antecedentes, referida al derecho de optar
por ingresar al Seguro Obligatorio de Cesan-
tía, de un trabajador imponente de la Caja de
Previsión de la Defensa Nacional, regido por
el Código del Trabajo, con más de 20 años de
cotizaciones en la referida Caja, por lo que le
permitiría pensionarse en caso de retiro, ya
sea por renuncia voluntaria, o por decisión
del empleador.

Al respecto, cabe señalar que de acuer-
do con lo dispuesto en los artículos 1º y 1º
transitorio de la Ley Nº 19.728, en el caso
expuesto, el trabajador podría afiliarse volun-
tariamente al Seguro de Cesantía, por cuanto
se trata de un dependiente con contrato regi-
do por el Código del Trabajo, y no se encuen-
tra en las situaciones de excepción que esta-
blece el inciso tercero del artículo 2º del refe-
rido cuerpo legal. En efecto, en esta última
disposición se indica que el referido Seguro
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no se aplica, entre otros, a los pensionados,
salvo que, en el caso de estos últimos, la

pensión se hubiere otorgado por invalidez par-
cial.

Ord. Nº 14.984, 30.09.02.

Emite pronunciamiento sobre la forma de cotizar al Seguro de Cesantía en el
evento que un trabajador se encuentre contratado por un mismo empleador, a
través de dos contratos de trabajo diferentes, según modalidades que indica.

Usted ha recurrido a esta Superinten-
dencia solicitando un pronunciamiento acerca
de cómo deben enterarse las cotizaciones por
concepto de Seguro de Cesantía de un traba-
jador dependiente contratado por una empre-
sa empleadora, por dos contratos de media
jornada, cada uno, uno en forma indefinida y,
el otro, por un plazo fijo o por obra, trabajo o
servicio determinado.

Agrega que la contratación en los térmi-
nos ya expresados, deriva de la situación en
que se encuentran los trabajadores que han
sido contratados a través de un contrato in-
definido y a media jornada para realizar labo-
res ordinarias del giro de la empresa, y por la
otra media jornada, se les contrata para desa-
rrollar una labor especial ligada a un proyecto
específico que realiza la misma empresa
empleadora.

Sobre el particular, esta Superintendencia
manifiesta que corresponde enterar las coti-
zaciones al Seguro Obligatorio de Cesantía
establecido en la Ley Nº 19.728, en función
de cada contrato de trabajo, el cual tiene un
objeto o prestación diferente, por lo que esta-

ríamos en presencia de dos relaciones labora-
les distintas.

En efecto, tratándose de trabajadores que
inicien o reinicien sus actividades laborales
con posterioridad al 1º de octubre de 2002, o
aquellos que se afilien voluntariamente al Se-
guro Obligatorio de Cesantía, y tengan un
contrato de duración indefinida, que tiene por
objeto –de acuerdo con la información pro-
porcionada en su carta citada en el número
1.- de Antecedente– realizar las labores ordi-
narias del giro de la empresa, el empleador
deberá enterar por concepto de dicho seguro
el 24% de las remuneración imponible, y el
trabajador el 0,6% de su remuneración
imponible, conforme lo dispuesto en el artícu-
lo 5º de la referida Ley Nº 19.728, y para el
caso de los trabajadores que tengan un con-
trato que es a plazo fijo o para una obra,
trabajo o servicio determinado, especialmen-
te ligado a un proyecto específico que realiza
la entidad empleadora, la cotización es de
3% de las remuneración imponible del traba-
jador y sólo debe pagarla al empleador, con-
forme a lo dispuesto en el artículo 21 del
citado cuerpo legal.
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SERVICIO
DE IMPUESTOS INTERNOS

Selección de Dictámenes

3.949, 30.10.02.

Créditos por gastos de capacitación en el caso de pequeños mineros artesanales
que optan por declarar la renta presunta de su actividad.

Fuentes: Artículos 22, 23 y 34 Nº 1 de
la Ley sobre Impuesto a la Renta; Ley
Nº 19.518 y Circular Nº 19 de 23.03.99.

1.- Por ordinario indicado en el antecedente,
señala que con el objeto de dar respues-
ta a consulta formulada a esa Dirección
Regional, en cuanto a si los pequeños
empresarios del sector minero interesa-
dos en hacer uso del crédito por gastos
de capacitación, establecido en la Ley
Nº 19.518, tendrían o no derecho a esta
franquicia. Agrega, que estos contribu-
yentes tributan con el impuesto único
sustitutivo de Primera Categoría estable-
cido en el artículo 22 de la Ley de la
Renta, sin embargo, al realizar su decla-
ración anual, ellos hacen uso de la op-
ción que señala el inciso final del artículo
23 de la mencionada ley, esto es, tribu-
tando bajo el régimen de renta presunta
contemplado en el Nº 1 del artículo 34
de dicho cuerpo legal. Señala por otro
lado, que la duda que se les presenta a
esos contribuyentes, es que mediante la
Circular Nº 19, de 23.03.99, se indica
que no tienen derecho al crédito por gas-
tos de capacitación los pequeños contri-
buyentes del artículo 22 de la Ley de la
Renta, entre los que se encuentran los
pequeños mineros artesanales.

Esa Dirección Regional, es de opinión
que los contribuyentes referidos al optar

por tributar bajo el régimen de renta pre-
sunta, tendrían derecho a la franquicia
indicada, siempre y cuando concurran
las demás exigencias, respecto de lo cual
solicita un pronunciamiento sobre la ma-
teria.

2.- Sobre el particular, cabe señalar en pri-
mer lugar, que los artículos 22 Nº 1, 23
y 34 Nº 1 de la Ley de la Renta, respecto
de la materia en consulta, establecen lo
siguiente:

"Artículo 22 Nº 1: Los "pequeños mine-
ros artesanales", entendiéndose por ta-
les las personas que trabajan personal-
mente una mina y/o una planta de bene-
ficio de minerales, propias o ajenas, con
o sin la ayuda de su familia y/o con un
máximo de cinco dependientes asalaria-
dos. Se comprenden también en esta
denominación las sociedades legales mi-
neras que no tengan más de seis socios,
y las cooperativas mineras, y siempre
que los socios o cooperados tengan to-
dos el carácter de mineros artesanales
de acuerdo con el concepto antes descri-
to".

"Artículo 23: Los pequeños mineros
artesanales estarán afectos a un impues-
to único sustitutivo de todos los impues-
tos de esta ley por las rentas provenien-
tes de la actividad minera, que se aplica-
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rá sobre el valor neto de las ventas de
productos mineros con arreglo a las si-
guientes tasas:

Se entiende por valor neto de la venta el
precio recibido por el minero, excluida o
deducida la renta de arrendamiento o
regalía cuando proceda.

El Servicio de Impuestos Internos, previo
informe del Ministerio de Minería, deter-
minará la equivalencia que corresponda
respecto del precio internacional del oro
y la plata, a fin de hacer aplicable la
escala anterior a las ventas de dichos
minerales y a las combinaciones de esos
minerales con cobre.

Si se trata de otros productos mineros
sin contenido de cobre, oro o plata, la
tasa será del 2% sobre el valor neto de la
venta.

No obstante, estos contribuyentes po-
drán optar por tributar anualmente me-
diante el régimen de renta presunta con-
templado en el artículo 34, Nº 1, de la
presente ley, en cuyo caso, no podrán
volver al sistema del impuesto único es-
tablecido en este artículo".

"Artículo 34 Nº 1: Respecto de los mine-
ros que no tengan el carácter de peque-
ños mineros artesanales, de acuerdo con
la definición, contenida en el artículo 22,
Nº 1, y con excepción de las sociedades
anónimas y en comandita por acciones y
de los contribuyentes señalados en el
número 2º de este artículo, se presume
de derecho que la renta líquida imponible
de la actividad de la minería, incluyendo
en ella la actividad de explotación de
plantas de beneficio de minerales, siem-
pre que el volumen de los minerales tra-
tados provengan en más de un 50% de
minas explotadas por el mismo minero,
será la que resulte de aplicar sobre las
ventas netas anuales de productos mine-
ros, la siguiente escala …":

3.- Como se puede apreciar de lo dispuesto
por el inciso final del artículo 23 de la
Ley de la Renta, los pequeños mineros
artesanales definidos en el Nº 1 del ar-
tículo 22 de la ley del ramo, están facul-
tados para tributar anualmente, en reem-
plazo del impuesto único que les afecta
en su calidad de pequeños mineros
artesanales, mediante el régimen de ren-
ta presunta establecido en el Nº 1 del
artículo 34 de la referida ley, consistente
este sistema en presumir de derecho que
la renta líquida imponible de la actividad
minera que desarrollan tales contribuyen-
tes, incluyéndose en ella la actividad de
explotación de plantas de beneficio de
minerales, siempre que el volumen de los
minerales tratados provengan en más de
un 50% de minas explotadas por el mis-
mo minero, será la que resulte de aplicar
sobre las ventas netas anuales de pro-
ductos mineros, debidamente actualiza-
das, la escala de tasas que contiene la
mencionada norma legal.

Agrega el inciso final del artículo 23, que
cuando los referidos contribuyentes op-
ten por el régimen de renta presunta del
Nº 1 del artículo 34, no podrán volver al
sistema del impuesto único establecido
en la primera de las normas legales antes
indicadas.

4.- En consecuencia, y atendido lo dispues-
to por el inciso final del artículo 23 de la
Ley de la Renta, si los contribuyentes del
Nº 1 del artículo 22 de la ley precitada,
optan por tributar conforme al régimen
de renta presunta establecido en el Nº 1
del artículo 34 de la ley del ramo, los
referidos contribuyentes, no obstante
mantener su calidad de pequeños contri-
buyentes del citado Nº 1 del artículo 22,
al ejercer dicha opción para todos los
efectos tributarios son contribuyentes que
tributan acogidos a un régimen de renta
presunta, y en virtud de tal condición
pueden acceder al crédito por gastos de
capacitación establecido en el artículo
36 de la Ley Nº 19.518, de 1997, siem-
pre y cuando den cumplimiento a todos
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los requisitos que exige el mencionado
texto legal para usufructuar de dicha fran-
quicia tributaria, y que esta Dirección
Nacional explicitó mediante la Circular
Nº 19, de 1999.

5.- Ahora bien, al no contemplar la norma en
referencia plazo ni forma para ejercer la
mencionada opción, ésta se debe expre-
sar en la primera declaración de renta

(Formulario Nº 22) que el contribuyente
presente acogido a dicho régimen de ren-
ta presunta, reiterándose que conforme
a lo preceptuado por el inciso final del
mencionado artículo 23, los referidos con-
tribuyentes al ejercer la citada opción
bajo la modalidad antes indicada, no po-
drán volver al régimen de impuesto único
que les afecta en virtud del artículo pre-
citado.

4.755, 23.12.02.

Aplicación del Impuesto al Valor Agregado a los servicios de administración y
provisión de personal prestados por una agencia de negocios.

Fuentes: Artículos 2º Nº 2 y 8º de la Ley
sobre Ventas y Servicios; artículo 20 Nºs. 3º
y 4º de la Ley sobre Impuesto a la Renta, y
artículo 3º Nº 7 del Código de Comercio.

1.- Se ha recibido en esta Dirección Nacio-
nal la presentación indicada en el antece-
dente, por medio de la cual el señor
XXX, en representación de la empresa
XXX, solicita un pronunciamiento con
relación a la aplicación del Impuesto al
Valor Agregado a las prestaciones de
servicios que su representada pretende
realizar.

Manifiesta el recurrente que XXX, es una
empresa contribuyente de primera cate-
goría constituida para prestar servicios
en el área de personal.

Señala que la empresa se encuentra próxi-
ma a iniciar sus operaciones, las que, de
acuerdo con el objeto social, correspon-
den a la prestación de servicios relativos
a recursos humanos, entre los que se
cuentan la administración de personal,
comprendiendo la selección, adiestramien-
to y capacitación del mismo, así como la

provisión de personal para reemplazos o
en forma continua o esporádica, con tra-
bajadores dependientes de la prestadora
del servicio.

En atención a lo anterior el consultante
solicita un pronunciamiento con respecto
a si los servicios descritos constituyen
prestaciones gravadas con el Impuesto
al Valor Agregado.

2.- El artículo 8º del D.L. Nº 825, de 1974,
grava con IVA las ventas y servicios. Por
otra parte, el artículo 2º, número 2º, del
citado cuerpo legal, define servicio como
"la acción o prestación que una persona
realiza para otra y por la cual percibe un
interés, prima, comisión o cualquiera otra
forma de remuneración, siempre que pro-
venga del ejercicio de las actividades com-
prendidas en los Nºs. 3 y 4, del artículo
20, de la Ley sobre Impuesto a la Ren-
ta.".

Por su parte, el artículo 20, número 3º,
de la Ley sobre Impuesto a la Renta
incluye, entre otras actividades, a aque-
llas provenientes del comercio.
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A su vez, el Código de Comercio en su
artículo 3º, número 7º, dispone que son
actos de comercio, entre otros, los reali-
zados por las "agencias de negocios".

3.- Sobre el particular, cabe señalar en pri-
mer lugar que, de conformidad con la
doctrina chilena del Derecho Comercial,
dentro de la clasificación de los distintos
actos de comercio enumerados en el ar-
tículo 3º del Código de Comercio, se
encuentran aquellos que son realizados
por ciertas empresas.

Dentro de estas empresas, cuyos actos
u operaciones son considerados por la
ley de carácter mercantil, independiente-
mente de cual sea su naturaleza intrínse-
ca, civil o comercial, se encuentran las
"agencias de negocios", señaladas en el
numeral séptimo del artículo 3º del Códi-
go de Comercio, las cuales, según lo
manifestado por el profesor señor José
Parga Gacitúa, en su libro "Derecho Co-
mercial", Tomo I, página 40, son perso-
nas que prestan servicios a varias perso-
nas a la vez, y en mil formas distintas,
como comisionistas, mandatarios, corre-
dores, administradores, proporcionando
información, tramitando préstamos, co-
locando créditos, etc., y agrega que es-
tas agencias suponen una organización
estable.

Por su parte el profesor señor Julio
Olavarría, en su "Manual de Derecho Co-
mercial", tercera edición de 1970, pági-
na 113, sostiene que las agencias de
negocios "prestan a su clientela servicios
muy variados y se encargan de desem-
peñar toda clase de encargos. Cuales-
quiera que sean los encargos que se les
den y aunque algunos de ellos puedan
revestir negocios civiles, la ley los reputa
comerciales y mercantiliza sus activida-
des".

Para el profesor señor Ricardo Sandoval
López, de acuerdo a lo señalado en su
Manual de Derecho Comercial, cuarta

edición actualizada de 1997, página 108,
las agencias de negocios no correspon-
den en especial a ninguna forma de man-
dato y prestan servicios a varias perso-
nas a la vez. Al efecto cita como ejem-
plos de agencias de negocios a las agen-
cias de empleos y las agencias matrimo-
niales. Concluye señalando que los agen-
tes de negocios son corredores "de co-
mercio privado, que realizan una varie-
dad de actos".

En consecuencia, lo que caracteriza a
una agencia de negocios es ser una em-
presa que supone una organización esta-
ble, que puede prestar servicios a distin-
tas personas a la vez, y cuyo objetivo es
facilitar a sus clientes la ejecución de sus
negocios, a través de la prestación de
una serie de servicios de la más variada
índole, tanto civiles como mercantiles, y
pudiendo realizar por sí misma las opera-
ciones encargadas, pero por cuenta aje-
na. Dentro de los servicios que habitual-
mente presta esta clase de entidades se
pueden mencionar los servicios de inter-
mediación o correduría, administración,
mandatos, proporcionar personal, etc.

4.- En consideración a lo señalado preceden-
temente, y al criterio reiteradamente sus-
tentado por esta Dirección Nacional, dado
que la consultante es una sociedad que
tiene por objeto prestar servicios de ad-
ministración de personal, que incluyen la
selección, adiestramiento y capacitación
de los trabajadores, y de provisión de
personal de su dependencia para las dis-
tintas necesidades de las empresas que
lo requieran, se estima que ella constitu-
ye una agencia de negocios, en los tér-
minos descritos en los párrafos anterio-
res.

En consecuencia, por tratarse de una
empresa que debe ser considerada como una
agencia de negocios, y por ende sus actos
reputados mercantiles de acuerdo con lo es-
tablecido por el artículo 3º Nº 7 del Código de
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Comercio, los servicios que presta, consis-
tentes en las labores de administración de
recursos humanos indicados, y en poner a
disposición de sus clientes el personal que
requieran para la gestión de sus negocios
propios, se encuentran gravados con IVA,

puesto que corresponden a prestaciones re-
muneradas y que provienen del ejercicio de
una actividad comprendida en el artículo 20,
número 3º, de la Ley sobre Impuesto a la
Renta, conforme lo dispone el artículo 2º,
número 2º), del D.L. Nº 825, de 1974.

52, 3.01.03.

Fecha del valor de la unidad de fomento que debe considerarse para los efec-
tos de determinar el monto de las remuneraciones imponibles para los fines
previsionales.

Fuentes: Ley sobre Impuesto a la Renta;
Ley Nº 19.518, de 1997; D.L. Nº 3.500,
artículos 19 y 16; D.S. Nº 57, artículo 7º y
Circular Nº 19, de 1999.

1.- Por presentación indicada en el antece-
dente, señala que la Circular Nº 19, de
23 de marzo de 1999, de este Servicio,
que imparte instrucciones sobre normas
que regulan el crédito por gastos de ca-
pacitación, contenido en la Ley Nº 19.518,
de 1997, establece en su punto III Nº 14
letra a.2) inciso segundo, en relación al
límite de las remuneraciones para efec-
tos de la aceptación como crédito de los
gastos incurridos en acciones de capaci-
tación que "Para el cumplimiento de las
cotizaciones de los trabajadores acogi-
dos al régimen previsional del D.L.
Nº 3.500, de 1980, el límite máximo
alcanza actualmente a 60 U.F. del último
día del mes anterior al pago de la remu-
neración respectiva, de acuerdo a lo es-
tablecido por el artículo 16 del citado
decreto ley".

Agrega, que el citado Decreto Ley
Nº 3.500, de 1980, señala en su artículo
16 que "la remuneración y renta men-
sual tendrán un límite máximo imponible
de sesenta unidades de fomento del últi-
mo día del mes anterior al pago".

Por otro lado expresa, que el artículo 7º
del Decreto Nº 57, de 1990, Reglamento
del Decreto Ley Nº 3.500, indica que "la
remuneración y renta mensual que sirve
de base para determinar las cotizaciones
obligatorias y voluntarias tendrá un lími-
te máximo de sesenta unidades de fo-
mento del último día del mes anterior al
pago de las cotizaciones".

A continuación expone, que por disposi-
ción del artículo 19 del Decreto Ley
Nº 3.500 ya citado, las cotizaciones pre-
visionales se deben declarar y pagar den-
tro de los diez días del mes siguiente al
mes en que fueron devengadas las remu-
neraciones y rentas afectas, desprendién-
dose del texto legal y desde el punto de
vista previsional, que la unidad de fomen-
to que se utiliza para determinar el límite
de sesenta unidades de fomento para los
trabajadores afectos al D.L. Nº 3.500, es
la del último día del mes anterior al pago
de las cotizaciones y no del último día
del pago de las remuneraciones.

Por otra parte señala, que la citada Cir-
cular Nº 19, de 1999, establece que
para determinar el límite de sesenta uni-
dades de fomento, para los efectos de
calcular el tope del 1% de las remunera-
ciones imponibles que puede ser usado
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como crédito para la franquicia tributaria
de capacitación, se debe utilizar la uni-
dad de fomento del último día del mes
anterior al pago de la remuneración, en
contraposición a lo que señala el ya cita-
do Decreto Nº 57, de 1990.

Por lo expuesto anteriormente, solicita
un pronunciamiento sobre el valor de la
U. F. que se debe utilizar para determinar
el límite del 1% que puede ser utilizado
como crédito imputable a los gastos de
capacitación que señala la Ley Nº 19.518,
Estatuto de Capacitación y Empleo.

2.- Sobre el particular, cabe mencionar en
primer lugar que, a la época de la emi-
sión de la Circular Nº 19, de 1999, de
este Servicio, el inciso primero del artícu-
lo 16 del D.L. Nº 3.500, de 1980, esta-
blecía, al igual que lo hace actualmente,
que "La remuneración y renta mensual
tendrán un límite máximo imponible de
sesenta U. F. del último día del mes
anterior al pago", sin indicar dicha dispo-
sición legal lo que debía entenderse por
la expresión "último día del mes anterior
al pago". Sin embargo, al estar precisan-
do el límite máximo imponible de la re-
muneración y renta mensual, se deduce

claramente que la disposición se refiere
al último día del mes anterior al pago de
la respectiva remuneración".

3.- Ahora bien, y atendido que el Reglamen-
to del D.L. Nº 3.500, de 1980, conteni-
do en el D.S. Nº 57, del Ministerio del
Trabajo y Previsión Social, precisa en el
inciso segundo de su artículo 7º, que la
remuneración y renta mensual utilizada
como base para determinar las cotizacio-
nes obligatorias y voluntarias tendrán un
límite máximo de 60 Unidades de Fo-
mento del último día del mes anterior al
pago de la cotización, no cabe duda que
esa fecha es la que debe considerarse
como valor de la Unidad de Fomento
para determinar el límite máximo de las
remuneraciones o rentas imponibles so-
bre las cuales deben efectuarse las coti-
zaciones previsionales, y por ende, para
los efectos de calcular el tope máximo
del 1% de las remuneraciones imponibles
para el uso de la franquicia tributaria por
gastos de capacitación, entendiéndose
por consiguiente que dejaron de tener
efecto cualquier otra referencia adminis-
trativa basada en una disposición legal,
cuyo texto fue precisado por las normas
del reglamento antes mencionado.
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104, 10.01.03.

Determinación del Impuesto Unico de Segunda Categoría que afecta a la devo-
lución de fondos previsionales que técnicos extranjeros mantengan en una
Administradora de Fondos de Pensiones en virtud de la Ley Nº 18.156.

Fuentes: Artículos 42 Nº 1, 42 bis, 43
Nº 1, 74 Nº 1 y 46 de la Ley sobre Impues-
to a la Renta; artículos 1º y 7º de la Ley
Nº 18.156; artículos 18 y 20 del D.L.
Nº 3.500; Circular Nº 31, de 2002 y Oficio
Nº 2.758, de 2002.

1.- Por oficio indicado en el antecedente,
señala que este Servicio a través del
Oficio Nº 2.758, de 25.07.2002, se pro-
nunció a solicitud de esa Superintenden-
cia, respecto del impuesto que debe gra-
var los retiros de recursos originados en
cotizaciones previsionales obligatorias y
depósitos convenidos efectuados por tra-
bajadores técnicos extranjeros que cum-
plen con los requisitos establecidos en el
artículo 1º de la Ley Nº 18.156, conclu-
yendo que su devolución total, incluidos
los incrementos por concepto de rentabi-
lidad ganada, están afectos a la
tributación del artículo 42, Nº 1, de la
Ley sobre Impuesto a la Renta.

Agrega, que lo anterior, en atención a
que los recursos originados en cotizacio-
nes obligatorias y depósitos convenidos,
sólo están destinados a financiar una
pensión o ser retirados como excedente
de libre disposición en los términos esta-
blecidos en el D.L. Nº 3.500, y por tan-
to, dichos recursos quedaron exentos de
impuesto de Segunda Categoría (artículo
42 Nº 1 de la Ley de la Renta), al haber
sido excluidos de la remuneración
tributable oportunamente declarada, por
aplicación del inciso primero del artículo
18 y del inciso tercero del artículo 20 del
D.L. Nº 3.500, de 1980, que dispone
que las cotizaciones obligatorias y los
depósitos convenidos no constituyen re-

muneración para ningún efecto legal y
no se consideran renta para fines tributa-
rios.

Señala por otro lado, que de este modo,
en el caso de los técnicos extranjeros
que solicitan la devolución de sus fondos
previsionales, acogiéndose al artículo 7º
de la Ley Nº 18.156, no destinándose al
objetivo previsional para el cual fueron
originalmente enterados, procede que se
graven con el impuesto establecido en el
artículo 42 Nº 1 de la Ley sobre Impues-
to a la Renta (que no fue retenido ni
enterado en su oportunidad).

Sobre el particular, expresa, que ese or-
ganismo debe manifestar que no obstan-
te, que el aludido dictamen deja estable-
cido el impuesto que corresponde aplicar
a tales retiros, este Servicio no se pro-
nuncia sobre la forma y procedimiento a
que debe sujetarse su liquidación.

Por lo anterior, agrega, y a objeto de
instruir adecuadamente a las Administra-
doras de Fondos de Pensiones, ese orga-
nismo estima necesario establecer un pro-
cedimiento de reliquidación de conformi-
dad a lo dispuesto en el artículo 46 de la
Ley sobre Impuesto a la Renta, incluida
la rentabilidad de cada cotización o de-
pósito.

Expresa, que en este mismo sentido, se
debe considerar que las Administradoras
de Fondos de Pensiones no cuentan con
información tributaria suficiente para efec-
tuar la reliquidación de los impuestos de
los trabajadores técnicos extranjeros, la
que por lo demás no es materia de su
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competencia, y teniendo presente la con-
fidencialidad de la información tributaria
de los contribuyentes, se estima que ta-
les reliquidaciones deberían ser efectua-
das por este Servicio, para lo cual se
propone el siguiente procedimiento:

a) El técnico extranjero solicita a la
A.F.P. la devolución de sus recursos
originados en cotizaciones obligato-
rias y depósitos convenidos.

b) La A.F.P. remite al Servicio de Im-
puestos Internos, por el medio y en
la forma que éste determine, la in-
formación sobre las cotizaciones obli-
gatorias y depósitos convenidos que
se registren acreditadas en las res-
pectivas cuentas personales (perío-
do de pago, monto, RUT pagador,
etc.).

c) El Servicio de Impuestos Internos a
partir de dicha información y de la
que mantenga en su base de datos,
efectúa la reliquidación y gira los
impuestos determinados.

d) El técnico extranjero efectúa el pago
de los impuestos reliquidados en la
Tesorería General de la República
con recursos propios, y

e) La A.F.P. paga al técnico extranjero
el monto total por concepto de coti-
zaciones obligatorias y depósitos
convenidos, previa presentación por
parte de éste del certificado o docu-
mentación que acredite haber paga-
do los impuestos reliquidados.

Finalmente, expresa, que en cuanto a los
recursos originados en cotizaciones vo-
luntarias que, de acuerdo a lo dispuesto
por el artículo 42 bis de la Ley sobre
Impuesto a la Renta, agregado por el
Nº 4 de la Ley Nº 19.768, se pueden
rebajar de la base imponible del impuesto
Unico de Segunda Categoría, es necesa-
rio señalar que el propio artículo 42 bis

estableció la posibilidad de que tales re-
cursos sean retirados, no destinándose a
anticipar o mejorar la pensión; caso en el
cual le aplicó un impuesto especial en
carácter de impuesto Unico a la Renta.
Considerando que la ley permite el retiro
de recursos originados en cotizaciones
voluntarias, en los términos antes seña-
lados, esa Superintendencia estima que
los retiros de tales recursos (nominal más
rentabilidad) que efectúe el técnico ex-
tranjero deberían afectarse con el im-
puesto establecido en el artículo 42 bis
de la Ley de la Renta, en la forma dis-
puesta en el Nº 3 de este mismo artículo,
cuyas instrucciones para su aplicación,
están contenidas en la Circular Nº 31, de
26 de abril del 2002.

En mérito de lo anteriormente expuesto,
y por ser una materia de la competencia
exclusiva de este Servicio, solicita un
pronunciamiento respecto de la forma y
el procedimiento a que debe ajustarse la
reliquidación del impuesto establecido en
el artículo 42 Nº 1 de la Ley de la Renta,
con el que quedan gravados los retiros
de los fondos previsionales que soliciten
los trabajadores técnicos extranjeros.

2.- Sobre el particular, cabe señalar en pri-
mer lugar, que el tratamiento tributario
que este Servicio estableció para los fon-
dos devueltos a los técnicos extranjeros,
en virtud del artículo 7º de la Ley Nº 18.156,
no implica ninguna reliquidación del im-
puesto que afecta a tales rentas, confor-
me a lo dispuesto por el artículo 46 de la
Ley de la Renta, como lo sostiene esa
Superintendencia, ya que lo que se ex-
presó en el mencionado Oficio Nº 2.758,
del año 2002, es que la devolución total
de los citados fondos, incluidos sus in-
crementos por concepto de rentabilidad
ganada que puedan comprender, por las
razones esgrimidas en el referido dicta-
men, se afectan con el Impuesto Unico
de Segunda Categoría de los artículos 42
Nº 1 y 43 Nº 1 de la ley del ramo, como
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una remuneración normal percibida por
dichos trabajadores extranjeros en la opor-
tunidad de su devolución, y no como una
renta accesoria o complementaria de
aquellas a que se refiere el artículo 46 de
la ley precitada.

Por lo tanto, en el momento en que las
respectivas A.F.P. efectúen las devolu-
ciones de los citados fondos, con sus
correspondientes incrementos por con-
cepto de rentabilidad ganada, tales enti-
dades como pagadoras de las referidas
rentas, conforme a lo dispuesto por el
artículo 74 Nº 1 de la Ley de la Renta,
están obligadas a retener el Impuesto
Unico de Segunda Categoría que les afec-
ta, de acuerdo a la escala de tasas del
artículo 43 Nº 1 que esté vigente en la
fecha de la cancelación de los menciona-
dos fondos, sin tener que efectuar ningu-
na reliquidación especial, en virtud del
artículo 46 como lo sostiene esa
Superintendencia. En consecuencia, por
lo antes expuesto es improcedente la
modalidad de cálculo que propone esa
institución, además, de no ser aplicable

al caso en cuestión, ella no está susten-
tada en una norma legal expresa, no
correspondiéndole a este Servicio efec-
tuar la reliquidación de impuesto que se
describe por carecer de facultades para
ello, existiendo en la especie una norma
legal expresa, como lo es el artículo 74
Nº 1 de la ley del ramo, que dispone que
el obligado a retener el Impuesto Unico
de Segunda Categoría es el pagador de
la renta, en el caso en comento, las
respectivas A.F.P.

3.- En cuanto a la posibilidad de aplicar al
retiro de los citados fondos, el impuesto
único que se establece en el Nº 3 del
artículo 42 bis de la Ley de la Renta,
cabe señalar que tal tributo tiene por
finalidad gravar a un tipo de rentas o
retiros expresamente definidos por la ley,
dentro de los cuales no se comprenden
las rentas a que se refiere el artículo 42
Nº 1 de la Ley de la Renta, como lo son
las devoluciones de los fondos y sus
respectivas rentabilidades ganadas por
los trabajadores técnicos extranjeros a
que se refiere la Ley Nº 18.156.
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CONTRALORIA GENERAL DE LA
REPUBLICA

Selección de Dictámenes

45.893, 8.11.02.

No procede establecer jornada especial de trabajo para los funcionarios que
deseen cursar estudios universitarios o de otro nivel.

Funcionario Municipal solicita un pronun-
ciamiento acerca de la posibilidad de que se
modifique la jornada de trabajo que le corres-
ponde cumplir en dicha entidad, a fin de
cursar un programa de Magíster en Ingeniería
Industrial en la Universidad de Concepción.

Agrega, que la asesoría jurídica del refe-
rido Municipio señaló que no resulta posible
acceder a la petición del interesado, atendido
lo dispuesto en el artículo 62, Nº 4, de la Ley
Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases
Generales de la Administración del Estado,
según el cual contraviene especialmente el
principio de probidad administrativa el ocupar
tiempo de la jornada de trabajo para fines
ajenos a los institucionales.

Además, la indicada unidad municipal
habría manifestado que, en su opinión, las
disposiciones del Decreto Nº 1.897, de 1965,
del Ministerio del Interior, que permiten, en
las condiciones que allí se indican, fijar un
horario especial de trabajo a los funcionarios
estudiantes, habrían sido derogados a partir
de la entrada en vigencia de Ley Nº 19.653,
sobre probidad administrativa.

En relación con la materia, cabe anotar,
en primer término, que el artículo 3º, letra d),
del Decreto Nº 1.897, de 1965, del Ministe-
rio del Interior, sobre jornada continua de
trabajo, dispone, en lo que interesa, que tra-
tándose de funcionarios que sigan cursos o

estudios regulares de carácter universitario o
de otros niveles educacionales, podrá
fijárseles un horario especial de trabajo, siem-
pre que se dé cumplimiento a las condicio-
nes que en ese precepto se establecen.

Ahora bien, la referida preceptiva no
sólo resulta contradictoria con lo ordenado
en el artículo 62, Nº 4, de la Ley Nº 18.575,
sino también con lo prescrito en el artículo
56 del mismo texto legal.

Lo anterior, ya que en el referido artícu-
lo 62, se establece como una infracción al
principio de probidad el ocupar tiempo de la
jornada de trabajo para fines ajenos a los
institucionales, lo que resulta inconciliable
con la atribución de la autoridad edilicia para
fijar un horario especial de trabajo a un de-
terminado servidor, con arreglo al citado ar-
tículo 3º, letra d), del Decreto Nº 1.897, de
1965, a fin de que aquél desarrolle activida-
des particulares, ajenas a las propias del
respectivo servicio, durante el indicado lap-
so, distribuyendo las 44 horas semanales
que conforman la jornada ordinaria de traba-
jo del personal municipal, con un horario de
inicio y término distinto del establecido para
el resto de los empleados.

A su vez, el artículo 56 de la Ley
Nº 18.575, dispone, en lo que interesa, que
"son compatibles con la función pública las
actividades particulares cuyo ejercicio deba
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realizarse en horarios que coincidan total o
parcialmente con la jornada de trabajo que se
tenga asignada".

Como puede advertirse, de la norma re-
señada queda de manifiesto que el desarrollo
de las actividades particulares de los emplea-
dos de la Administración, carácter que po-
seen los estudios a que se refiere la consul-
ta, no puede coincidir con la jornada de tra-
bajo que el respectivo servidor deba cumplir
en el organismo de que se trate, de acuerdo
con el horario que se ha establecido para los
servidores de la respectiva entidad, dada la
incompatibilidad horaria que el señalado pre-
cepto contempla.

En este orden de ideas, no puede dejar
de tenerse en consideración que según lo
establecido en el artículo 3º de la Ley
Nº 18.575, la Administración del Estado debe
observar, entre otros, los principios de efi-
ciencia y eficacia, lo que, evidentemente,
permite sostener que para un adecuado res-
peto de dichos principios, resulta necesario
que todos los funcionarios de un mismo or-
ganismo posean igual horario de ingreso y
salida, salvo, por cierto, en aquellos casos en
que por necesidades propias del servicio pú-
blico sea necesario asignar ha determinados
funcionarios un horario especial, lo que, aten-
dida la causa que motiva tal determinación,
importará una plena observancia de los seña-
lados principios.

Al respecto, es útil hacer presente que
de aceptarse la fijación de distintos horarios
a diversas personas y por causas ajenas a
los intereses institucionales, ello implicaría,
por cierto, una contravención al efectivo cum-
plimiento de los principios antes señalados.

Por ende, atendido que la norma conte-
nida en la letra d) del artículo 3º del Decreto
Nº 1.897, de 1965, del Ministerio del Inte-

rior, resulta inconciliable con lo prescrito en
los artículos 56 y 62 de la Ley Nº 18.575,
aquélla debe entenderse derogada a partir
de la entrada en vigor de la Ley Nº 19.653
– esto es, el 14 de diciembre de 1999–, que
incorporó tales preceptos a la citada Ley
Orgánica Constitucional de Bases Generales
de la Administración del Estado.

A mayor abundamiento, es menester
puntualizar que sostener que se encuentra
vigente la referida atribución, implicaría acep-
tar que la autoridad edilicia se encuentra
facultada para autorizar a un funcionario para
desempeñar una actividad incompatible con
la función pública, atendido el horario en que
ella se desarrollaría, y para ocupar tiempo de
su jornada en actividades ajenas a la institu-
ción, por cuanto si bien el funcionario benefi-
ciado tendría un horario diverso, tal distin-
ción no se fundamenta en necesidades del
servicio –como sería el caso de aquel perso-
nal que labora bajo el sistema de turnos–,
sino que en la situación personal del intere-
sado, lo que, en definitiva, importaría una
vulneración de los citados preceptos de la
Ley Nº 18.575 y, por ende, del principio de
probidad administrativa, por parte no sólo
del empleado beneficiado, sino también de
quien concede tal autorización.

En consecuencia, cumple esta División
Jurídica con manifestar que, en su opinión y
concordando con lo expresado por la Munici-
palidad, no procede fijarle a funcionario de
esa entidad, un horario especial de trabajo,
en los términos contemplados en el artículo
3º letra d), del Decreto Nº 1.897, de 1965,
del Ministerio del Interior, toda vez que tal
como ya se precisó, dicho precepto se en-
cuentra derogado desde la vigencia de la Ley
Nº 19.653.

Déjase sin efecto el Dictamen Nº 21.799,
de 2002.
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47.181, 18.11.02.

Señala modo en que los servicios y organismos del Estado deben ejercer su
potestad disciplinaria en los sumarios administrativos que la Contraloría
instruye en aquéllos.

Se ha solicitado a esta Contraloría Gene-
ral la reconsideración de un dictamen de una
Contraloría Regional, por el cual se devolvió
sin tramitar una resolución de un Director
Regional del Servicio Agrícola y Ganadero,
por la que se afinaba un procedimiento disci-
plinario instruido por la señalada Contraloría
Regional en esa Dirección Regional, por cuan-
to no se ajustaba a derecho, toda vez que los
fundamentos de la decisión que por su inter-
medio se adoptaba, incluidos en el conside-
rando único de aquélla, no se avienen con el
mérito del sumario incoado por la Sede Re-
gional de este Organismo Fiscalizador, el cual
debe servir de necesario antecedente al acto
administrativo terminal.

El Director Regional recurrente manifies-
ta no compartir el criterio expuesto por la
Contraloría Regional, atendidos los argumen-
tos que latamente expone, los que dicen
relación, en síntesis, con un criterio diferente
en la apreciación de los hechos constitutivos
de faltas administrativas en que incurrieron
los funcionarios inculpados en el proceso
disciplinario que instruyó el Organo contralor,
reiterando aquella, conceptos que los dife-
rentes inculpados manifestaron en las distin-
tas etapas consultadas en el proceso discipli-
nario, en las que hicieron valer sus alegacio-
nes y defensas con miras a desvirtuar su
responsabilidad disciplinaria.

En cuanto a la materia, cabe recordar
que, de acuerdo con los antecedentes teni-
dos a la vista, consta que mediante resolu-
ción exenta, la Contraloría Regional de que
se trata puso término a un sumario adminis-
trativo instruido en el Servicio Agrícola y
Ganadero de la Región, proponiendo sancio-
nes de "multa de un 10% de la remuneración

mensual", respecto de doña XX, y don YY,
por considerar debidamente acreditada su
responsabilidad disciplinaria en los hechos
que les fueron imputados en el curso del
proceso respectivo, acorde con los cargos
que se les formularon y por constituir las
conductas allí descritas infracciones a las
obligaciones establecidas en las letras b) y c)
del artículo 55 de la Ley Nº 18.834, en el
caso de la señora XX, y de la letra a) del
artículo 58 del mismo cuerpo estatutario, en
el caso del señor YY. En este mismo proceso
se propuso absolver a don ZZ, quien también
tuvo la condición de inculpado en esos ante-
cedentes, por no tener, a juicio del Contralor
Regional, responsabilidad en los hechos in-
vestigados.

El antes mencionado proceso adminis-
trativo, tuvo su origen en un informe de
auditoría de esa misma Unidad Regional, por
corresponderle el conocimiento de la mate-
ria, en atención a lo establecido en la letra e)
del artículo 8º de la Resolución Nº 411, de
2000, de este Organo de Control, sobre Or-
ganización y Atribuciones de las Contralorías
Regionales.

Al respecto, es necesario informar que,
mediante la antedicha Resolución Nº 411, de
2000, de esta Entidad Fiscalizadora, sobre
Organización y Atribuciones de las Contralo-
rías Regionales, se invistió a éstas de las
atribuciones necesarias para ejercer los con-
troles de legalidad y, en su caso, de los
controles de reemplazo, de los decretos y
resoluciones emanados de las autoridades
administrativas, como asimismo, para emitir
los dictámenes relativos a materias propias
de su competencia y, en general, velar por el
cumplimiento de las normas a que se hallan
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sujetos los funcionarios públicos, aplicando,
en todo caso, la jurisprudencia de esta Con-
traloría General, y sus pronunciamientos de-
ben ser acatados, atendido el carácter
vinculante que tienen los pronunciamientos
de la Contraloría General para las autorida-
des administrativas, según se desprende de
las disposiciones contenidas en el artículo 87
de la Constitución Política del Estado y ar-
tículos pertinentes de su Ley Orgánica Cons-
titucional, Nº 10.336.

La autoridad administrativa regional, por
su parte, afinando legalmente el referido pro-
cedimiento disciplinario, dictó su resolución,
absolviendo a los funcionarios acreditados
en el sumario administrativo no son constitu-
tivos de infracción a las obligaciones estable-
cidas en las letras b) y c) del artículo 55 de la
Ley Nº 18.834, por doña XX, y de la obliga-
ción establecida en la letra a) del artículo 58
de la Ley Nº 18.834 por don YY…" y "… por
encontrarse acreditado que los hechos in-
vestigados en el presente sumario no son
constitutivos de infracción y no caber a di-
chos funcionarios responsabilidad en los mis-
mos…".

Ahora bien, en relación con la materia
en comento, es del caso consignar que, si
bien el legislador ha radicado la potestad
disciplinaria en la Administración activa, con-
firiéndole a la autoridad la facultad de deter-
minar la absolución o la aplicación de alguna
medida disciplinaria respecto del personal de
su dependencia, conforme a lo preceptuado
–entre otros– en los artículos 134 de la Ley
Nº 18.834 y 28 de la Resolución Nº 236, de
1998, de esta Entidad Fiscalizadora –Regla-
mento de Sumarios instruidos por la Contra-
loría General de la República–, el ejercicio de
tal atribución debe ser ejercida con pleno
sometimiento al ordenamiento jurídico.

Luego, la circunstancia de que el legisla-
dor no le haya entregado a este Organismo
de Control potestad disciplinaria, no es óbice
para que, en el ejercicio de las facultades de
control de la legalidad que le confieren los
artículos 87 y 88 de la Constitución Política

de la República y 1º, 5º, 6º y 9º de su Ley
Orgánica Constitucional, Nº 10.336, pueda
pronunciarse sobre las infracciones de ley
que detecte en el correspondiente documen-
to sancionatorio o absolutorio.

En este sentido, esta entidad de fiscali-
zación debe resguardar que, en este caso, la
Administración dé cumplimiento a lo
preceptuado en el artículo 116, inciso segun-
do, de la Ley Nº 18.834, conforme al cual,
las medidas disciplinarias que enuncia debe-
rán ser aplicadas tomando en cuenta la gra-
vedad de la falta cometida y las circunstan-
cias agravantes o atenuantes que arroje el
mérito del proceso.

Del mismo modo, esta Entidad de Con-
trol debe velar porque las decisiones de la
Administración se ciñen al principio de
juridicidad previsto en los artículos 6º y 7º de
la Carta Fundamental y 2º de la Ley Nº 18.575,
Orgánica Constitucional de Bases Generales
de la Administración del Estado, cuyo texto
refundido, coordinado y sistematizado fue
fijado por el D.F.L. Nº 1/19.653, de 2000,
del Ministerio Secretaría General de la Presi-
dencia, vale decir, que se ajusten al ordena-
miento jurídico en toda su integridad, como
también que se resguarde la garantía consti-
tucional consagrada en el artículo 19, núme-
ro 2, de la Ley Suprema. Por consiguiente, le
corresponde fiscalizar que la potestad disci-
plinaria sea ejercida en la forma que señala la
legislación y sin arbitrariedad, lo que implica
que la decisión adoptada sea justa, despro-
vista de discriminación y proporcional a la
falta y al mérito del proceso. (Aplica Dicta-
men Nº 7.744, de 2000).

En este orden de consideraciones, es del
caso manifestar que, tratándose de sumarios
incoados por la Contraloría General en ejerci-
cio de las atribuciones que le confieren los
artículos 133 y siguientes de la Ley Nº 10.336,
si bien la Administración activa no se en-
cuentra en el imperativo de aplicar en defini-
tiva las medidas disciplinarias que, como con-
secuencia de dichos procesos le sean pro-
puestas, ello no puede implicar la infracción
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a la legislación vigente ni a los principios
antes citados, toda vez que las resoluciones
que dicte la autoridad administrativa en tales
circunstancias, sean sancionatorias o absolu-
torias, se encuentran sometidas al control de
juridicidad de esta entidad –estén o no afec-
tas al trámite de toma de razón– y, por
consiguiente, pueden ser representadas si
contravienen el orden jurídico.

Lo contrario significaría vulnerar lo esta-
blecido en los artículos 6º, inciso final, 7º,
inciso final, y 38, inciso segundo, de la Carta
Fundamental, en relación con los artículos
3º, inciso segundo, 4º, 15, 18 y 61 y si-
guientes de la referida Ley Nº 18.575, que
consagran el principio de responsabilidad en
la Administración del Estado, en cuya virtud
los servidores públicos se hallan sujetos a
responsabilidad administrativa, sin perjuicio
de la responsabilidad civil y penal que les
pudiere afectar, siendo un deber de la autori-
dad velar que la misma se haga efectiva
mediante un racional y justo procedimiento.

En torno a esta materia, el artículo 114
de la antedicha Ley Nº 18.834 previene en
su inciso primero que el empleado que
infringiere sus obligaciones y deberes funcio-
narios podrá ser objeto de anotaciones de
demérito en su hoja de vida o de medidas
disciplinarias. En tanto, el inciso segundo de
la precitada disposición establece que los
funcionarios incurrirán en responsabilidad
administrativa, cuando la infracción a sus
deberes y obligaciones fuere susceptible de
la aplicación de una medida disciplinaria, la
que deberá ser acreditada mediante investi-
gación sumaria o sumario administrativo.

Como se advierte claramente de tales
preceptos, acreditada una infracción a los
deberes y obligaciones en el proceso sumarial
respectivo, se configura la responsabilidad
administrativa, la que debe dar lugar a la
aplicación de una medida disciplinaria. Es
decir, la discrecionalidad de que goza la au-
toridad en quien se radica la potestad disci-
plinaria, no consiste en que pueda libremente

determinar si existe o no la infracción, no
obstante estar fehacientemente acreditada
por medio del sumario administrativo incoado
por este Organismo Fiscalizador, sino que
ello dice relación con la medida específica a
aplicar o la decisión a adoptar, pero siempre
atendiendo al mérito del proceso y a las
circunstancias atenuantes y agravanetes que
puedan concurrir.

Así, entonces, cuando la autoridad ad-
ministrativa llamada a ejercer la potestad dis-
ciplinaria, no lo hace debiendo hacerlo, no
sólo está amparando o encubriendo al fun-
cionario infractor, sino que está incurriendo
en una grave omisión y en una inadecuada
utilización de sus facultades, lo que clara-
mente implica una inobservancia del princi-
pio de probidad, pues éste consiste en ob-
servar una conducta funcionaria intachable y
un desempeño honesto y leal de la función o
cargo, con preeminencia del interés general
sobre el particular, según lo establecido en el
artículo 52 de la aludida Ley Nº 18.575,
interés general que se manifiesta en el recto
y correcto ejercicio del poder público por
parte de las autoridades administrativas, en
lo razonable e imparcial de sus decisiones y
en la rectitud de ejecución de las normas,
entre otros factores, como por lo demás, lo
dispone el artículo 53 del mismo cuerpo le-
gal.

Confirma lo anterior, lo señalado en el
artículo 62, Nº 8, de la indicada Ley Nº 18.575,
en cuanto establece que infringe especial-
mente el principio de probidad administrati-
va, entre otras conductas, contravenir el de-
ber de legalidad que rige el desempeño de los
cargos públicos, legalidad que está confor-
mada por la diversidad de preceptos que se
han reseñado en los párrafos que anteceden
y que imponen a la autoridad depositaria de
las facultades disciplinarias, el deber de ejer-
cerlas efectivamente.

Es necesario precisar, en este mismo
orden de ideas, que el ejercicio de potesta-
des discrecionales direccionales como lo ana-
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liza, tiene que ser suficientemente motivado
y fundamentado, a fin de asegurar que las
actuaciones de la Administración sean
concordantes con el objetivo considerado por
la normativa pertinente al otorgarlas, debien-
do estar desprovistas de toda arbitrariedad,
de manera que no signifiquen, en definitiva,
una desviación de poder.

De este modo, el ejercicio de la potestad
disciplinaria en ningún caso puede efectuar-
se de manera caprichosa; antes bien, la deci-
sión que en último término adopte la autori-
dad administrativa en quien aquélla está radi-
cada, debe ser proporcional al mérito del
proceso sumarial, debidamente fundada y
así establecerse explícitamente en el respec-
tivo acto administrativo.

En armonía con lo antes expuesto, la
jurisprudencia administrativa ha precisado
que, propuesta por la Contraloría General
una medida disciplinaria determinada, la au-
toridad titular de la potestad sancionadora
puede considerar la concurrencia de circuns-
tancias atenuantes u otros antecedentes del
procesos sumarial y analizarlos racional y
objetivamente en el marco de la legalidad
aplicable, pudiendo llegar a una conclusión
diversa –aunque no desproporcionada–, que
puede traducirse incluso en la absolución o
sobreseimiento del inculpado, pero siempre
de acuerdo con el mérito de los anteceden-
tes y por razones fundadas y jamás por una
mera apreciación subjetiva.

Así, entonces, aun cuando la autoridad
administrativa no se encuentra obligada a
acatar; en forma irrestricta lo propuesto por
este Organismo Fiscalizador, lo que en defi-
nitiva resuelva no puede implicar el descono-
cimiento de los hechos investigados y acre-
ditados por esta Entidad Controladora, exi-
miendo de la responsabilidad administrativa
determinada en el respectivo sumario, a los
funcionarios infractores de sus deberes esta-
tutarios, sin fundamentos objetivos y de ma-
nera desproporcionada al mérito del proceso.
(Aplica Dictamen Nº 43.507, de 2000).

Establecido todo lo anterior, cabe ma-
nifestar que, en la situación en comento, de
acuerdo con los antecedentes examinados,
la Contraloría Regional instruye un sumario
administrativo en el Servicio Agrícola y Ga-
nadero, XII Región, con el objeto de investi-
gar las irregularidades de que da cuenta el
informe sobre Auditoría de Estados Financie-
ros al 31.12.99, del Servicio Agrícola y Ga-
nadero (SAG), de la Región, de fecha 29 de
marzo de 2000, de esa Sede Regional, cuya
copia fue remitida a la autoridad administrati-
va, y que se refiere a pagos de incentivos a
productores por valores superiores a los gas-
tos efectivamente realizados; actas de re-
cepción confeccionadas por inspectores del
Servicio Agrícola y Ganadero, de XII Región,
por la recepción definitiva de obras con fe-
chas anteriores a las compras de los insumos;
facturas por gastos efectuados y que no
corresponden a la razón social o nombre del
productor beneficiado; y rendición de gastos
sin documentación formal. Como consecuen-
cia de lo anterior, propuso imponer la san-
ción de multa de un 10% de la remuneración
mensual a doña XX y a don YY, absolviendo
de responsabilidad administrativa a don ZZ,
todos funcionarios del SAG, de la XII Región.

Pues bien, atendido lo expresado en los
párrafos que anteceden, la actuación de la
autoridad administrativa regional, en orden a
absolver de responsabilidad administrativa a
los referidos servidores sumariados, a los
cuales se propuso sancionar, no se ha ajus-
tado a derecho, por cuanto tal decisión no
armoniza con el mérito del procedimiento
disciplinario que sirvió de fundamentos a la
proposición de la Contraloría Regional, del
que consta que esa responsabilidad se en-
cuentra debidamente acreditada a su respec-
to y, además, ella se vuelve arbitraria al no
haberse fundamentado debido y legalmente
en la resolución de esa Dirección Regional
del Servicio Agrícola y Ganadero, por todo lo
cual esta Contraloría General se ve en el
imperativo de rechazar la solicitud de
reconsideración planteada, confirmando en
todas sus partes el oficio, de la Contraloría
Regional.
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47.583, 20.11.02.

Compete a Contraloría fiscalizar el cumplimiento de las normas laborales
de los servidores públicos sometidos al Código del Trabajo.

Controlaría Regional ha formulado diver-
sas consultas en relación con el alcance del
Dictamen Nº 22.335, del presente año, que
señaló que correspondería a la Dirección del
Trabajo conocer de las solicitudes de autori-
zación de sistemas excepcionales de distri-
bución de jornadas de trabajo y descansos
respecto del personal contratado por el Cuer-
po Militar del Trabajo con arreglo a las nor-
mas del Código del Trabajo.

Sobre el particular, cabe hacer presente,
desde luego, que el pronunciamiento referi-
do fue dejado sin efecto por el Dictamen
Nº 44.971, del año en curso, por el cual se
manifestó que el otorgamiento de la autoriza-
ción de que se trata en la situación de la
especie corresponde a esta Contraloría Ge-
neral, por tratarse de personales que poseen
la calidad de funcionarios públicos.

Precisado lo anterior, esta División Jurí-
dica procederá a hacerse cargo de las dudas
que se plantean respecto de la intervención
de la Contraloría General en materias relati-
vas a la fiscalización de las materias labora-
les de los funcionarios públicos sometidos al
Código del Trabajo.

En primer término, consulta esa Contra-
loría Regional acerca de la procedencia de
que se envíen a esa Oficina las copias de las
comunicaciones por término de contrato.

Sobre el particular, cabe hacer presente
que lo relativo al aspecto indicado debe ser
resuelto con arreglo a las normas propias de
esta Contraloría General respecto del exa-
men de legalidad de los actos administrativos.

En este sentido, cabe señalar que los
documentos indicados se encuentran exen-

tos del trámite de toma de razón, por cuya
razón no deben ser enviados a este Organis-
mo Contralor sino que permanecer en el Ser-
vicio que los emitió para efectos de su con-
trol posterior por parte de esta Entidad
Fiscalizadora.

Seguidamente, se consulta acerca de la
posibilidad de aplicar multas a los servicios
públicos por infracciones a las disposiciones
del Código del Trabajo.

Al respecto, debe manifestarse que dado
que la jurisprudencia de la Contraloría Gene-
ral es obligatoria respecto de los servicios
públicos, según lo que dispone el inciso final
del artículo 9º de la Ley Nº 10.336, Orgánica
de este Organismo Contralor, no correspon-
de que las distintas oficinas de esta reparti-
ción impongan multas en los casos de infrac-
ciones a la normativa laboral que constaten,
sino que deben impartir instrucciones y efec-
tuar un adecuado control con el objeto de
que se cumpla la ley, debiendo hacer efecti-
va la responsabilidad administrativa de los
funcionarios en caso de que no se dé cumpli-
miento a lo ordenado por esta Entidad Fisca-
lizadora.

Lo anterior es armónico con lo resuelto
en Dictamen Nº 44.971, de 2002, en el
sentido de que el Código del Trabajo debe
aplicarse, en el caso de trabajadores del sec-
tor público, con las adecuaciones que co-
rrespondan y reconociendo las característi-
cas especiales que revista la institución pú-
blica de que se trate.

Finalmente, esta División Jurídica debe
hacer presente que este Organismo Contralor
ha fiscalizado siempre el cumplimiento de las
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normas laborales de funcionarios públicos so-
metidos al Código del Trabajo, pues dicha
materia es de su competencia, como se ha
precisado en los Dictámenes Nºs. 52.682,
de 1976, y 27.096, de 1985, entre otros,

pudiendo señalarse, por ejemplo, la perma-
nente fiscalización efectuada respecto de los
trabajadores contratados con arreglo a la nor-
mativa mencionada, por el Ministerio de Obras
Públicas.

48.972, 26.11.02.

No procede exigir en las bases de un concurso para proveer un cargo do-
cente en una municipalidad el requisito de encontrarse inscrito en los regis-
tros electorales.

Se ha solicitado la reconsideración de un
pronunciamiento de una Contraloría Regio-
nal, por razones que expone.

Sobre el particular, es menester señalar,
en primer término, que mediante el oficio
cuya reconsideración se solicita, atendiendo
la presentación de un profesional de la edu-
cación que se presentó a un concurso públi-
co declarado desierto por la Municipalidad,
por no reunir ninguno de los postulantes
todos los requisitos exigidos, entre los cua-
les, se consideró poseer inscripción electo-
ral, concluyó que debía retrotraerse –respec-
to del cargo de profesor de educación física–
a la etapa de evaluación por parte de la
respectiva comisión calificadora, la que no
deberá considerar la exigencia de inscripción
electoral requerida en las bases.

Ello, por cuanto resultaba improcedente
establecer requisitos adicionales o exigen-
cias distintas de las contempladas en la Ley
Nº 19.070, que, en lo que interesa, es nece-
sario cumplir, entre otros, con el de ser ciu-
dadano, para lo cual, acorde al artículo 13 de
la Constitución Política de la República, se
requiere ser chileno mayor de dieciocho años
de edad y no haber sido condenado a pena
aflictiva.

Ahora bien, expresa el Municipio, en
síntesis, que no procede sostener que para

ingresar a la Administración Pública no es
necesaria la inscripción en los registros elec-
torales, por cuanto la normativa aplicable a
la materia conduce necesariamente a la con-
clusión de que sí es exigible.

Fundamenta su posición en la circuns-
tancia que, a su entender, en conformidad a
lo dispuesto a los artículos 13 a 17 de la
Carta Fundamental, la ciudadanía se acredita
a través del ejercicio de los derechos que ella
otorga, uno de los cuales es el de sufragio,
para lo que se requiere estar inscrito en los
requisitos electorales, lo que se comprueba
con la inscripción respectiva, de lo que se
concluye que al plantear tal exigencia no se
realiza ninguna mayor a lo establecido en la
Constitución o la ley.

Ahora bien, en relación con la materia,
cabe señalar en primer término, que el artícu-
lo 19 Nº 17, de la Constitución Política de la
República, asegura a todas las personas la
admisión a todas las funciones y empleos
públicos, sin otros requisitos que los que
impongan la Constitución y las leyes.

A su turno, conforme al artículo 13 de la
Carta Fundamental, para ser ciudadano sólo
es menester que se trate de un chileno,
mayor de 18 años, que no haya sido conde-
nado a pena aflictiva y no como, en forma
extensiva, lo interpreta la Municipalidad.
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En este contexto, cabe señalar que el
artículo 16 de la Ley Nº 18.575, establece
que para ingresar a la Administración del
Estado se deberá cumplir con los requisitos
generales que determine el respectivo esta-
tuto, además de los exigidos para el cargo
que se provea, agregando en su inciso se-
gundo, que todas las personas que cumplan
con los requisitos correspondientes tendrán
el derecho de postular en igualdad de condi-
ciones a los empleos de la Administración
del Estado.

En base a tales disposiciones constitu-
cionales y legales, la jurisprudencia de esta
Contraloría General, ha concluido, entre otros,
en los Dictámenes Nºs. 511, de 1995 y
16.097 de 1999, que la autoridad municipal
no cuenta con atribuciones legales para fijar
requisitos específicos adicionales a los car-
gos materia de un certamen; razón por la
cual, dable es concluir que ninguna autoridad
puede agregar otras exigencias que no sean
las que establecen los textos legales, en los
certámenes que convoque para proveer las
plazas que se encuentren vacantes.

En dicho contexto, cabe señalar que los
requisitos de ingreso para los profesionales
de la educación regidos por la Ley Nº 19.070,
se encuentran taxativamente enumerados en
el artículo 24 de dicho cuerpo normativo,
que, en lo que interesa, en el primer nume-
rando, contempla el de "ser ciudadano".

Asimismo, de la simple lectura de los
requisitos señalados en el precitado artículo,
queda de manifiesto, que cualquiera otro "re-
quisito" que un Municipio estime que un
postulante debiera poseer pues le daría ma-

yor grado de ecuanimidad para un determi-
nado cargo, sólo puede requerirse como "una
condición de especial preferencia", criterio
que, por demás, ha sido recogido –entre
otros– en el Dictamen Nº 35.069 de 1999.

En este contexto, para desempeñar las
citadas plazas sólo es necesario cumplir con
los requisitos que, tratándose de profesio-
nales de la educación regidos por la Ley
Nº 19.070, prevé el artículo 24 de la misma
norma, resultando del todo improcedente es-
tablecer en las bases del concurso de que se
trate, el requisito de estar inscrito en los re-
gistros electorales, dado que aquella exigen-
cia es mayor a la contemplada en la normati-
va constitucional y legal pertinente vulne-
rándose, por esta vía, el principio de igualdad
de los oponentes. (Aplica Dictamen Nº 6.098
de 1999).

En consecuencia, toda vez que no ha
resultado procedente por parte de la Munici-
palidad incluir dentro de las bases, la exigen-
cia a los postulantes al cargo de profesor de
educación física del liceo, de encontrarse
inscrito en los registros electorales, corres-
ponde que éste sea dejado sin efecto por
presentar un vicio de legalidad de tal magni-
tud, que atenta en contra del principio de
igualdad ya referido, razón por la cual corres-
ponde que se convoque a un nuevo certa-
men en cuyas bases sólo se exija como re-
quisitos para postular, aquéllos previstos en
el artículo 24, de la Ley Nº 19.070.

Por las consideraciones previamente ex-
puestas, se complementa, en lo pertinente
el pronunciamiento de la Contraloría Regio-
nal.
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49.243, 28.11.02.

Agrupaciones de funcionarios de la Administración, no pueden financiar
sus publicaciones mediante la contratación de avisos de publicidad de par-
ticulares sometidos a la fiscalización del órgano público en que aquéllos se
desempeñan.

El Director del Servicio de Impuestos
Internos se ha dirigido a la Contraloría Gene-
ral, solicitando un pronunciamiento acerca
de la procedencia de que en la revista de la
Asociación Nacional de Funcionarios de Im-
puestos Internos de Chile (ANEIICH), se pu-
blique propaganda de empresas cuyo com-
portamiento tributario debe ser fiscalizado
por el referido Servicio.

Sostiene la referida autoridad que en la
medida que la revista en comento es publica-
da por una organización de funcionarios del
Servicio de Impuestos Internos, la circuns-
tancia de que ella contenga publicidad de
empresas que, acorde con el artículo 1º del
D.F.L. Nº 7 de 1980, del Ministerio de Ha-
cienda, Ley Orgánica de esa repartición, es-
tán sometidos actual o potencialmente a la
fiscalización de esta última, atenta contra el
principio de probidad administrativa, consa-
grado en el artículo 52 de la Ley Nº 18.575,
Ley Orgánica Constitucional de Bases Gene-
rales de la Administración del Estado, y letra
g) del artículo 55 de la Ley Nº 18.834, que
contiene el Estatuto Administrativo.

En relación con la materia, debe tenerse
presente que el antes citado artículo 52 de la
Ley Nº 18.575, prescribe que "El principio de
probidad administrativa consiste en observar
una conducta intachable y un desempeño
honesto y leal de la función o cargo, con
preeminencia del interés general sobre el par-
ticular".

A su turno, acorde con la letra g) del
referido artículo 55 del Estatuto Administrati-
vo, es obligación de cada funcionario obser-
var estrictamente el principio de la probidad

administrativa regulado por la Ley Nº 18.575
y demás disposiciones especiales.

De las normas legales precitadas, se ad-
vierte que los servidores estatales tienen la
obligación de guardar un comportamiento in-
tachable, honrado y leal en el ejercicio de sus
cargos, anteponiendo el interés general por
sobre el particular.

En lo que concierne a la situación con-
sultada, aparece del ejemplar de la revista
que se adjunta, que en ella figura publicidad
de determinadas empresas, cuyo comporta-
miento tributario, según lo expresa en su
informe el Director del Servicio de Impuestos
Internos, debe ser fiscalizado por ese orga-
nismo.

Ahora bien, la circunstancia de que la
mencionada publicación de la Asociación de
Funcionarios de Impuestos Internos conten-
ga avisos relativos a dichas empresas, que,
como se ha anotado, quedan dentro del ám-
bito de control tributario que ejerce el Servi-
cio de Impuestos Internos, puede afectar,
por cierto, la independencia e imparcialidad
con que esos servidores deben actuar en el
desarrollo de esa función fiscalizadora.

Este ha sido precisamente el criterio sos-
tenido reiteradamente por la jurisprudencia
de este Organo de Control. Es así que me-
diante Dictamen Nº 37.199, de 1962, reafir-
mado por el Dictamen Nº 19.926, de 1980,
se señaló que "la existencia de vínculos co-
merciales entre las personas y empresas que
corresponde fiscalizar a los funcionarios de
la Dirección del Trabajo y la Asociación for-
mada por estos empleados, puede conspirar
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en contra de la independencia con que este
personal debe cumplir sus funciones, y que
ello obliga a concluir que el financiamiento
de una publicación de la referida asociación
mediante avisos de particulares a que esos
funcionarios fiscalizan, no se ajusta a dere-
cho, conforme lo determina el principio de
probidad administrativa".

A su turno, en igual sentido, el Dictamen
Nº 13.263, de 1997 precisó, que las agrupa-
ciones de funcionarios no pueden financiar
sus publicaciones mediante la contratación
de avisos de particulares sometidos a la fis-
calización del órgano público en que aquéllos
se desempeñan, ya que ello atenta contra la
debida independencia que los mismos deben
observar en el desempeño de sus labores, y
transgrede el principio de probidad consagra-
da en el actual artículo 13 de la Ley Nº 18.575

y en la letra g) del artículo 55 de la Ley        Nº
18.834.

Sobre la base de las consideraciones
precedentes, cabe entonces concluir que aten-
dida la circunstancia que la Asociación Na-
cional de Funcionarios de Impuestos Internos
de Chile –ANEIICH–, se encuentra integrada
por empleados del Servicio de Impuestos In-
ternos, la publicación de la revista a que se
refiere la consulta, en los términos en que se
efectúa, esto, es con publicidad de empresas
que quedan bajo la órbita de fiscalización del
señalado Servicio, resulta improcedente, ya
que ello atenta contra el principio de probi-
dad administrativa y la debida independencia
que deben observar los funcionarios públicos
en el ejercicio de sus funciones, acorde con
la preceptiva legal contenida en los mencio-
nados preceptos de las Leyes Nºs. 18.575 y
18.834.

49.757, 3.12.02.

Contraloría es competente para fiscalizar la aplicación de las normas del
Có-digo del Trabajo, cuando éste es el estatuto jurídico de los servidores
públicos.

La Dirección del Trabajo ha remitido a
esta Contraloría General, una presentación
efectuada por el presidente de la Asociación
de Profesionales y Funcionarios de la Corpo-
ración de Asistencia Judicial, en la que se
requiere un pronunciamiento acerca de de-
terminadas actuaciones de la Directora de
esa entidad.

De los antecedentes tenidos a la vista,
aparece que dicha Directora ha exigido a los
funcionarios de ese organismo público la
suscripción de los contratos de trabajo, las
modificaciones a ellos y sus anexos, y en
caso de negarse a firmar dichos instrumen-
tos, ha manifestado que serían remitidos a
la Inspección del Trabajo para que se les re-

quiera la firma, o les retendría sus remune-
raciones.

La entidad recurrente formula, asimis-
mo, diversas objeciones a algunas cláusulas
de los referidos contratos de trabajo.

Requerido su informe, la Directora de la
Corporación de Asistencia Judicial de la Re-
gión Metropolitana ha expresado, en sínte-
sis, que efectivamente a aquellos funciona-
rios que no cumplieran con la obligación de
firmar sus respectivos contratos de trabajo,
se les retendrían sus remuneraciones, toda
vez que la normativa vigente exige que cual-
quier egreso de dinero debe contar con el
respectivo respaldo contable y, en este caso,
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el único documento que sustenta el pago de
remuneraciones, es precisamente, el contra-
to de trabajo.

Sobre el particular, es del caso señalar
que la Ley Nº 19.263, que determina normas
aplicables al personal de las Corporaciones
de Asistencia Judicial establece en su artícu-
lo único que "Las disposiciones del Estatuto
Administrativo no se aplican al personal de
las Corporaciones de Asistencia Judicial, crea-
das de conformidad con lo dispuesto en las
Leyes Nºs. 17.995 y 18.632, el que se ha
regido y continuará rigiéndose exclusivamen-
te por los respectivos contratos de trabajo y
las normas aplicables al sector privado, en
virtud de lo prescrito en los citados cuerpos
legales".

Cabe precisar, desde luego, que estos
personales al desempeñarse en un servicio
público descentralizado, integrante de la Ad-
ministración del Estado, tienen la calidad de
funcionarios públicos, y en consecuencia,
esta Contraloría General, conforme lo dispo-
ne su Ley Orgánica, Nº 10.336, en sus ar-
tículos 1º y 6º, tiene plena competencia para
interpretar y fiscalizar la normativa que se les
aplica, como se ha informado por la reiterada
jurisprudencia de este Organismo Fiscaliza-
dor, contenida, entre otros, en los Dictáme-
nes Nºs. 11.889 y 40.873, ambos de 2001,
sin que tenga injerencia en estas materias la
Dirección del Trabajo.

Puntualizado lo anterior, es del caso con-
signar que las disposiciones del Código del
Trabajo, en la medida que rigen a determina-
dos servidores del Estado, tienen el carácter
de normas estatutarias de derecho público,
que fijan los derechos y obligaciones, que
deben en la especie respetarse. De esa ma-
nera, la negativa a firmar el contrato de tra-
bajo por parte de un trabajador, en la medi-
da, por cierto, que dicho contrato no se
aparta del citado régimen legal, implica, de
un modo general, su voluntad de no perseve-
rar en su relación laboral, y por ende, es
equivalente a una renuncia que desvincula al
empleado del Servicio.

En cuanto a los reparos puntuales a de-
terminar cláusulas del contrato de trabajo, es
necesario señalar lo siguiente.

En primer término, es del caso reiterar
que dado que el Código del Trabajo es el
estatuto administrativo de los funcionarios
de las Corporaciones de Asistencia Judicial,
las cláusulas pertinentes de los contratos de
trabajo que se suscriben deben ajustarse ín-
tegramente a las normas de ese Código labo-
ral.

Hecha esta precisión, cabe señalar que
los recurrentes formulan primeramente una
observación en el sentido de que no existe
suficiente precisión acerca de los descuen-
tos que se les pueden efectuar a los trabaja-
dores en sus remuneraciones, quedando és-
tos, a su juicio, al arbitrio del empleador.

Sobre esta materia, es dable advertir
que la cláusula del contrato que se objeta,
dispone que "El trabajador acepta y autoriza
a la Corporación para que se le descuente de
sus remuneraciones, sin que la enumeración
sea taxativa: El tiempo no trabajado, ya sea
por atrasos, inasistencia o permisos con goce
de remuneraciones; los préstamos y/o
anticipos; los daños producidos en la propie-
dad de la Corporación; el resarcimiento de
los daños y costos en que incurra el empleador
como consecuencia de alguna acción, omi-
sión o declaraciones dolorosos o culpables
del trabajador".

En este punto, debe manifestarse que la
circunstancia de que se establezcan causales
de descuentos de remuneraciones se ajusta
a derecho, en la medida que exista certeza
jurídica acerca de las causales invocadas, lo
que no ocurre con la mención "sin que la
enumeración sea taxativa", la cual, por lo
tanto, debe eliminarse.

Ahora bien, en lo que respecta al resar-
cimiento de los daños en la propiedad del
Servicio, en que incurra el trabajador, debe
señalarse que este daño deberá determinar-
se necesariamente en una investigación que
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realice ese organismo público, que cumpla
con todas las reglas de procedimiento que
permitan la defensa del inculpado, y en la
que si se reúnen los elementos de juicio
suficientes se aplique una sanción. De la
misma forma, la determinación de si hubo
alguna acción, omisión o declaración dolosa
o culpable del trabajador es una materia pro-
pia de los Tribunales de Justicia.

Enseguida, se objeta una cláusula que
es calificada como condición determinante
del contrato de trabajo y que señala que todo
trabajador declara conocer y se compromete
a cumplir "las obligaciones encomendadas
por el Empleador y las órdenes e instruccio-
nes de su jefe directo, así como los horarios
y otras obligaciones emanadas del Contrato
de Trabajo, normas y reglamentos, compro-
metiéndose a no realizar competencia des-
leal, a guardar absoluta reserva y confiden-
cialidad acerca de los asuntos del Empleador,
así como evitar comprometer la seguridad y
prestigio del mismo".

Sobre el particular, este Organismo de
Control cumple con señalar que la cláusula
anterior es una disposición de común aplica-
ción en los contratos de trabajo, pudiendo
agregarse, en lo que se refiere a guardar
absoluta reserva y confidencialidad acerca
de los asuntos del empleador y evitar com-
prometer la seguridad y prestigio del mismo,
que no se visualiza una vulneración a la
normativa legal, toda vez que ella se relacio-
na con los intereses superiores del Servicio.

En este sentido, aunque no es aplicable
a los trabajadores de ese organismo público,
cabe mencionar que el Estatuto Administrati-
vo, aprobado por Ley Nº 18.834, contiene
normas similares a las contenidas en la cita-
da cláusula, a saber su artículo 55, letra h),
por una parte, señala que serán obligaciones
de cada funcionario: "guardar secreto en los
asuntos que revistan el carácter de reserva-
dos en virtud de la ley, del reglamento, de su
naturaleza o por instrucciones especiales" y,
por la otra, si artículo 78, letra j), dispone
que le está prohibido al funcionario: "atentar

contra los bienes de la institución, cometer
actos que produzcan la destrucción de mate-
rias, instrumentos o productos de trabajo o
disminuyan su valor o causen su deterioro".

A continuación, se cuestionaba la dispo-
sición del contrato que se refiere a la obliga-
ción de "Ser diligente en su trabajo para que
no se produzca por negligencia o impruden-
cia un daño a las personas que se atienden
en la Corporación, como asimismo a bienes,
máquinas, computadores, sofware, fichas,
estadísticas o materiales a cargo".

En relación con la materia, es del caso
advertir que se trata de conductas genéricas
cuya infracción deberá ser determinada con-
forme a una investigación breve, en la que se
observen todas las reglas del debido proceso
y se cautelen los derechos de los afectados.

Asimismo, se objeta la cláusula que se-
ñala "Se prohíbe expresamente retirar perso-
nalmente o por medio de terceros cualquier
material de la Corporación, ya sea original o
reproducción".

Al respecto, cabe manifestar que esta
Entidad Fiscalizadora entiende que dicha dis-
posición no dice relación con los elementos
propios del trabajo judicial que deben desa-
rrollar quienes cumplen labores en la Corpo-
ración y que son indispensables para la tra-
mitación de las causas y diligencias que de-
ben efectuarse ante los Tribunales de Justi-
cia.

Finalmente, se menciona la cláusula que
expresa que "El incumplimiento de las cláu-
sulas anteriores se considerará infracción gra-
ve a las obligaciones impuestas por el Con-
trato y dará lugar al término inmediato del
mismo, previa investigación interna ordena-
da por el Director General de la Corpora-
ción".

En lo referente a esta cláusula, cabe
manifestar que ella se ajusta a derecho, en la
medida que el incumplimiento de cualquier
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obligación de las que se mencionan como
constitutivas de infracción grave, sea esta-
blecida mediante una investigación interna

ordenada por el Director de esa Corporación,
en la que deberán respetarse todas las reglas
del debido proceso.

50.352, 6.12.02.

Aumento del feriado opera una vez al año, sea que se haga uso continuo o
fraccionado del feriado o el feriado acumulado.

Se solicita un pronunciamiento que de-
termine si resulta procedente que en el caso
de la acumulación del feriado de los funcio-
narios que se desempeñan en las regiones y
localidades a que se refiere el inciso segundo
del artículo 101 de la Ley Nº 18.834, sobre
Estatuto Administrativo, se agreguen los cin-
co días adicionales que autoriza esa norma,
ya que, en su opinión, la jurisprudencia exis-
tente sobre la materia, sería contradictoria.

Sobre el particular, cabe tener en consi-
deración, en primer término, que el citado
precepto estatutario, dispone que los funcio-
narios que residan en las regiones de Tara-
pacá, Antofagasta, Aysén del General Carlos
Ibáñez del Campo, y de Magallanes y de la
Antártida Chilena, y en las provincias de
Chiloé y Palena de la Región de Los Lagos,
tendrán derecho a gozar de su feriado au-
mentado en cinco días hábiles, siempre que
se trasladen a una región distinta de aquélla
en la que se encuentren prestando servicios.

De la disposición reseñada se desprende
que los indicados servidores tienen derecho
a gozar de la franquicia que interesa, en el
evento de que se trasladen a una región
distinta de aquélla en que cumplen sus labo-
res, beneficio que, en todo caso, opera por
una sola vez en el año, sea que se haga uso
del feriado en forma continua o fraccionada,
tal como, por lo demás, se indicara por la
jurisprudencia administrativa contenida en los
Dictámenes Nºs. 11.158 y 24.807, ambos
de 1993 y 31.824, de 1999, entre otros.

La misma regla resulta igualmente válida
tratándose del uso fraccionado o continuo de
un feriado acumulado.

Sin embargo, es dable precisar que la
acumulación parcial o total del feriado –con-
forme con lo establecido en el artículo 99 de
la Ley Nº 18.834–, por sí sola no da lugar al
incremento indicado, toda vez que si se pos-
terga el feriado, el funcionario no se traslada
a otra región como lo exige la ley. Por consi-
guiente, en estos casos dichos servidores
sólo podrán gozar del indicado aumento, en
la época que hagan uso efectivo del feriado
acumulado.

Puntualizado lo anterior, es menester
aclarar que en el Dictamen Nº 31.525, de
1986, de esta Entidad Fiscalizadora –al cual
se alude en la consulta–, se analizó una
situación distinta, la del funcionario que en el
mes de diciembre toma el feriado de esa
anualidad y en enero del año siguiente, sin
solución de continuidad, hace uso del feriado
correspondiente a este último año.

Como puede advertirse, en este caso se
trata del uso consecutivo de dos feriados
que corresponden a anualidades distintas.
En este supuesto, entonces, si el funcionario
sale y vuelve a la región, durante su primer
feriado, y nuevamente sale cuando está ha-
ciendo uso de su segundo feriado –circuns-
tancias que, en todo caso, deberá acreditar
debidamente–, le asiste el derecho a gozar
del aumento de cinco días hábiles por cada
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uno de ellos, atendido que se cumpliría la
exigencia impuesta por la ley para tener de-
recho al aumento en estudio.

Finalmente, cabe hacer presente que
el criterio contenido en el citado Dictamen
Nº 31.525, de 1986, se mantiene plenamen-
te vigente, aun cuando aquél se base en las
disposiciones contenidas en el anterior Estatu-
to Administrativo –D.F.L. Nº 338, de 1960–,
ya que aquéllas son similares a las que se

contemplan en el actual texto estatutario,
Ley Nº 18.834, y, por ende, tal criterio no se
ha visto alterado como consecuencia de la
entrada en vigor de este último texto legal.

Reconsidérense parcialmente los Dictá-
menes Nºs. 11.158 y 24.807, ambos de
1993, y 31.824, de 1999, todos de esta
Contraloría General, y cualquier otra jurispru-
dencia contraria al presente pronunciamien-
to.

52.838, 24.12.02.

Delegado de una Asociación de Funcionarios no puede formar parte del
Comité de Selección de un concurso regulado por la Ley Nº 18.834, para
proveer cargos en un servicio, si no es miembro de la respectiva junta
calificadora.

La Dirección de Presupuestos ha formu-
lado a esta Contraloría General diversas con-
sultas relacionadas con la aplicación del ar-
tículo 22 de la Ley Nº 19.646, que contiene
normas sobre promociones a los cargos de
dicha entidad que indica, las que serán ab-
sueltas en el mismo orden en que ellas han
sido efectuadas.

En primer término, se consulta sobre la
integración del Comité de Selección de los
concursos que deban realizarse para llevar a
efecto las promociones de que se trata y,
especialmente, si a él puede incorporarse un
integrante de la Asociación de Funcionarios
de esa repartición.

En relación con lo anterior, cabe expre-
sar que la Dirección ocurrente concluye que
la interpretación de la normativa que rige la
materia, no admite considerar la participa-
ción en el citado Comité de un delegado de la
Asociación de Funcionarios con mayor repre-
sentación, por no estar contemplada en la
ley tal posibilidad.

Por su parte, la Asociación de Funciona-

rios de que se trata señala que, a su juicio,
corresponde que un representante de dicha
agrupación participe en el referido Comité,
considerando lo dispuesto en los artículos 18
y 30 de la Ley Nº 18.834, ya que ellos
permitirían integrar dentro del señalado cuer-
po colegiado, a un miembro de esa entidad
gremial.

Sobre el particular, esta Contraloría Ge-
neral debe hacer presente que el antes men-
cionado artículo 22 de la Ley Nº 19.646,
prescribe, en lo que interesa, que "las pro-
mociones en los cargos de carrera de la
Planta de Directivos y de los tres grados
superiores de las restantes plantas de la Di-
rección de Presupuestos, se efectuarán por
concursos de oposición interno a los que
podrán postular los funcionarios de planta y
los empleados a contrata que se hayan des-
empeñado en este Servicio por un lapso no
inferior a cuatro años, que cumplan con los
requisitos correspondientes y se encuentren
calificados en Lista 1, de Distinción o en
Lista 2, Buena, rigiéndose en lo demás por
las disposiciones del artículo 10 de la Ley
Nº 19.479".



Contraloría General de la República

Mayo172 / 2003

117

A su turno, cabe señalar que el citado
artículo 10 de la Ley Nº 19.479, en su inciso
final, estimula que los concursos de que se
trata, se regularán en lo que sea pertinente,
por las normas del Párrafo 1º, del Título II, de
la Ley Nº 18.834.

Precisado lo anterior, debe anotarse que
el artículo 18 del Estatuto Administrativo,
contemplado en el aludido párrafo 1º, pres-
cribe que "el concurso será preparado y reali-
zado por un comité de selección, conforma-
do por el jefe o encargado de personal y por
quienes integran la junta central o regional a
que se refiere el artículo 42, según corres-
ponda, con excepción del representante de
personal".

En relación con lo anterior, debe hacerse
presente que la cita al mencionado artículo
42, debe entenderse efectuada al artículo 30
de ese mismo cuerpo de normas, según lo ha
declarado la jurisprudencia de esta Contraloría
General contenida en el Dictamen Nº 9.112
de 1993, entre otros.

Ahora bien, de acuerdo con lo prescrito
en esta última disposición, las Juntas Califi-
cadoras Centrales o Regionales, estarán inte-
gradas por los cinco o tres funcionarios de
más alto nivel jerárquico, respectivamente,
con excepción del Jefe Superior, y por un
representante del personal, de lo que se si-
gue, en consecuencia que el Comité de Se-
lección, de acuerdo a la normativa contenida
en el antes citado artículo 18 de la Ley
Nº 18.834, estará compuesto por el jefe o
encargado del personal y por los cinco o tres
funcionarios del más alto nivel jerárquico,
antes referidos, según sea el caso, excluido
el representante del personal, por así dispo-
nerlo expresamente dicho precepto.

No obsta a lo anterior, lo dispuesto en el
inciso final del mismo artículo 30, según el
cual "la Asociación de Funcionarios con ma-
yor representación del respectivo Servicio o
institución tendrá derecho a designar a un
delegado que sólo tendrá derecho a voz", ya

que de su sola lectura aparece que dicha
nominación, podrá o no efectuarse, de lo que
se infiere, por una parte, que es una facultad
de la entidad gremial designar o no a un
representante en la junta calificadora que
corresponda y, por otra, que dicho represen-
tante, en el caso que sea elegido para tal
efecto, no constituye un integrante más del
cuerpo colegiado de que se trata, cuya es-
tructura, por lo demás, se encuentra expre-
samente contenida en la referida normativa y
sin que la participación eventual en ella del
delegado de la Asociación de Funcionarios
tenga la virtud de alterar su conformación y,
por ende, afectar la validez de sus actuacio-
nes como ocurriría si éste formara parte de
las juntas calificadoras.

Lo anterior, se encuentra reiterado, por
lo que expresa el Reglamento de Calificacio-
nes aprobado mediante Decreto Nº 1.825,
de 1998, del Ministerio del Interior el que en
su artículo 24 indica que el delegado de la
Asociación de Funcionarios sólo podrá inter-
venir "ante" la Junta Calificadora, de lo que
se sigue que dicho personero no forma parte
de dicho órgano, tal como se infiere, por lo
demás de una reiterada jurisprudencia ad-
ministrativa contenida en los Dictámenes
Nºs. 9.112 de 1993 y 35.364, de 1995,
entre otros.

En estas condiciones, esta Entidad de
Control no puede sino concluir que si el dele-
gado de la Asociación de Funcionarios no es
miembro de la Junta Calificadora, tampoco
lo es del Comité de Selección a que se refiere
la consulta, como lo sostiene la entidad gre-
mial ocurrente.

Lo expuesto, es sin perjuicio, por cierto
que de acuerdo a lo que prescriben los ar-
tículos 7º y 25 de la Ley Nº 19.296, los
directores de tales asociaciones de funciona-
rios puedan recabar de la autoridad adminis-
trativa información acerca del certamen y,
específicamente, en aquellas materias a que
se refiere dicho cuerpo legal y que, en gene-
ral, dicen relación con los planes, programas
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y resoluciones relativos a sus funcionarios y,
específicamente, en lo que atañe a los dere-
chos y obligaciones de sus asociados.

En lo que concierne a la segunda consul-
ta formulada, esto es, a la posibilidad de que
los funcionarios de la Dirección ocurrente
postulen a un escalafón diferente de aquel a
que pertenecen, esta Contraloría General debe
expresar que no advierte inconveniente legal
para que ello ocurra, toda vez que la redac-
ción amplia del artículo 22 de la Ley
Nº 19.646, permite que participen en el con-
curso interno todos aquellos funcionarios que
se encuentren sirviendo un cargo de planta y
todos los contratados que se hayan desem-
peñado en el servicio por el lapso que indica,
sin que contemple una limitación diferente a
las que expresamente señala.

Por otra parte, respecto a cuáles son los
cargos que son concursables de acuerdo con
lo prevenido en el artículo 22 de la Ley
Nº 19.646, debe señalarse que, de conformi-
dad a lo que indica el D.F.L. Nº 3, de 1990,
del Ministerio de Hacienda, la Dirección de
Presupuestos consta de dos plantas, éstas
son, la de la Subdirección de Presupuestos y
la de la Subdirección de Racionalización y
Función Pública, cada una con sus respecti-
vos escalafones, incluso el de directivos.

Al respecto, cabe hacer presente que si
bien el citado artículo 22 alude a cargos "de
la Planta" de directivos debe entenderse que
dicha mención se encuentra referida a cada
uno de los estamentos de directivos de las
plantas ya individualizadas.

En este contexto, es necesario anotar
que conforme a lo dispuesto en el citado
artículo 22, procede llamar a concursos in-
ternos únicamente para proveer los cargos
de carrera pertenecientes a los estamentos
de directivos de cada una de las plantas de la
Subdirección de Presupuestos y la de la
Subdirección de Racionalización y Función
Pública, como también aquellos empleos que
correspondan a los tres grados superiores de
los restantes escalafones de esos mismos

ordenamientos, de lo que se sigue, en conse-
cuencia, que los empleos no comprendidos en
la norma en comento, deberán proveerse de
acuerdo a la normativa general contenida en
la Ley Nº 18.834.

Enseguida, y en lo que se refiere a diver-
sas interrogantes relativas a los requisitos
que deben cumplir los postulantes a las pro-
mociones que consulta el artículo 22 de la
Ley Nº 19.646, esta Contraloría General debe
informar que para poder postular a los con-
cursos internos a que él se refiere, los em-
pleados deben encontrarse en servicio acti-
vo, ya que así lo indica la misma normativa
en comento al señalar que se encuentran
habilitados para participar en tales eventos
"los funcionarios de planta y los empleados a
contrata", entendiéndose que lo están, ade-
más, aquellos que se encuentren desempe-
ñando una comisión de servicio o una comi-
sión de estudio, ya que tal circunstancia no
tiene mérito para hacerlos perder su condi-
ción de funcionarios del Servicio.

En este mismo orden de ideas, cabe
sostener que los requisitos exigidos para pos-
tular a los concursos antes mencionados,
deben encontrarse cumplidos tanto a la fe-
cha de postulación, teniendo en cuenta la
resolución que llama al respectivo concurso,
como aquella data en que se dispone el res-
pectivo nombramiento si éste procediere.

Enseguida, es dable hacer presente que
la antigüedad de cuatro años a que alude el
citado artículo 22, debe encontrarse cumpli-
da, a juicio de esta Contraloría General, tam-
bién, a la fecha de postulación, debiendo
añadirse, que el período indicado puede ser-
virse de manera continua o discontinua, tal
como se desprende de la norma antes men-
cionada, ya que ella no exige que el tiempo
desempeñado para los efectos de verificarse
el requisito de la antigüedad de que se trata,
deba ser continuo.

Por último, en lo que concierne a la
posibilidad de que las postulaciones a los
cargos vacantes de cada planta de la Direc-
ción de Presupuestos puedan efectuarlas sólo
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aquellos funcionarios pertenecientes a la res-
pectiva planta y no a una diferente, esta
Contraloría General debe precisar, al igual
que lo hiciera precedentemente, que el D.F.L.
Nº 3, de 1990, del Ministerio de Hacienda,
ha contemplado para esa Dirección, la planta
de la Subdirección de Presupuestos y la de la
Subdirección de Racionalización y Función
Pública, ambas con sus respectivos escala-
fones y cargos.

En estas condiciones y teniendo en cuen-
ta que el artículo 22 de la Ley Nº 19.646, no

establece la exigencia de que los funcionarios
o empleados que se encuentren habilitados
para participar en los concursos a que se
refiere la norma citada, deban pertenecer a
una u otra de dichas plantas, no cabe sino
concluir que no se advierte fundamento de
orden legal para efectuar dicha distinción,
más aún si se tiene en cuenta que el propio
Servicio en su presentación señala que en
algunos casos las resoluciones que disponen
la contratación de personal, lo hacen sin
expresar si a tales trabajadores les corres-
ponde desempeñar sus funciones en uno u
otro de los indicados ordenamientos.
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En Doctrina, Estudios y Comentarios, inclui-
mos el documento "Experiencias de mediación en
la II Región de Antofagasta. Una aproximación
práctica" elaborado por los mediadores Mario Va-
ras Castillo, Alexis Muñoz Muñoz y Leonardo Saave-
dra Vega, contribución que permite apreciar la
experiencia acumulada de la Región de Antofagas-
ta sobre este importante quehacer institucional y
cuya relevancia destaca Joaquín Cabrera, jefe del
Departamento de Relaciones Laborales, en la pre-
sentación de este trabajo, al señalar, entre otros,
que se aborda desde una perspectiva clave: "cual
es, las relaciones interpersonales del trabajo en su
esfera colectiva, espacio desde donde se constru-
yen los valores ciudadanos que fundan una convi-
vencia social justa, sana y pacífica".

La Guía Práctica del Código del Trabajo, dedi-
cada en esta edición a las Organizaciones Sindica-
les, y preparada por la Unidad Servicio de Asisten-
cia Técnica, se refiere al derecho de sindicación;
los sindicatos; las federaciones y confederaciones;
la constitución de sindicatos; el directorio sindical;
la asamblea; el patrimonio sindical; la fusión de
organizaciones; la disolución de los sindicatos, el
delegado del personal y el delegado sindical.

En la sección Dictámenes del Servicio, se
incluye el Dictamen Nº 1.124/29, de 2003, el cual
concluye que la obligación de escriturar el contra-
to de trabajo, dentro de los plazos legales que
establece el artículo 9° del Código del Trabajo,
supone necesariamente la obligación de extender
un ejemplar en idioma español, o acompañar la res-
pectiva traducción aceptada por las partes o aqué-
lla realizada por perito designado para tal efecto.

Por último, de la jurisprudencia administrativa
emitida por la Superintendencia de Administrado-
ras de Fondos de Pensiones, destacamos la inclu-
sión de diversos dictámenes que atienden consul-
tas sobre el nuevo Seguro Obligatorio de Cesantía.
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